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PGN	 Procuraduría General de la Nación

PMI	 Plan Marco de Implementación

PND	 Plan Nacional de Desarrollo

POMCA	 Planes de Ordenación y Manejo de Cuencas Hidrográficas

SDSJ	 Sala de Definición de Situaciones Jurídicas

SIP	 Sistema Integral de Paz: Sistema Integral de Verdad Justicia, Reparación y Garantías

SRVR	 Sala de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad

UBPD	 Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas

UIA	 Unidad de Investigación y Acusación

ZOMAC	 Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado



LA
BE

RI
NT

O
S 

DE
L 

CA
M

BI
O

Derechos humanos, paz y democracia. Un año de avances y desafíos8 .........



Presentación

9

Presentación

L
as tres plataformas de dere-
chos humanos del país2 hemos 
elaborado desde hace mucho 
tiempo, cada año y de común 
acuerdo, el Informe nacional 

de derechos humanos. Este informe pre-
senta un balance anual sobre la situación 
de paz, democracia y derechos humanos 
en Colombia. 

En esta oportunidad, la publicación que 
tienen en sus manos lectoras y lectores re-
gistra los avances, obstáculos y logros que 
ha tenido el Estado colombiano en materia 
de garantías de los derechos de la población 
durante el primer año del Gobierno que es-
tá en cabeza del presidente Gustavo Petro y 
de la vicepresidenta Francia Márquez.

La elección del presidente y de la vi-
cepresidenta, para gobernar el país has-
ta 2026, se ha catalogado como un hecho 

Noche y laberinto (...),
quizá estén hechos de la misma materia1.

“(...) en la noche veremos claro (…)
en el laberinto encontraremos la verdadera ruta”.

histórico para la vida política nacional. Es 
la primera vez que Colombia tiene en la 
presidencia un gobierno de carácter pro-
gresista que recoge exigencias de los movi-
mientos sociales. También, como lo señala 
uno de los artículos de la publicación, hay 
una novedad correlativa: perdieron inci-
dencia en la Casa de Nariño las fuerzas 
políticas que han conducido, por tradición, 
el Poder Ejecutivo. 

El cambio de gobierno está moviendo 
el pensamiento, poniendo en las agendas 
política y pública temas vedados en go-
biernos anteriores, así como nuevas políti-
cas y enfoques, atacados constantemente.3 
Esto ha generado una gran tensión entre 
quienes hoy están gobernando y los po-
deres económicos y partidos políticos que 
siempre han estado para defender el statu 
quo. Esta realidad se ha profundizado mes 
tras mes durante el primer año de man-

1	 Palabras de Juan Manuel Roca, evocando a Henri 
Michaux.  

2	 Las tres plataformas son: Coordinación Colombia-
Europa-Estados Unidos, Alianza de Organizaciones 
Sociales y Afines y la Plataforma Colombiana de 
Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo.

3	 Los temas vedados han sido los relacionados con el 
acceso a derechos, con superar la desigualdad y el 

hambre y con el reconocimiento del campesinado 
como sujeto de derechos y de especial protección; 
también, sobre la jurisdicción agraria, la renta ciudadana 
(abril 2023),  la transición energética, hacer tránsito 
del extractivismo a la producción y otros. Además, 
el enfoque de seguridad humana en la política de 
seguridad y defensa y la política de Paz Total, que incluye 
negociación con los distintos actores armados, incluido 
el narcotráfico, se han atacado en forma constante. 
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dato, situación que vuelve pertinente ade-
lantar un análisis de lo sucedido. También, 
y en especial, nos concierne examinar el 
Estado. Este que incluye, como se conoce, 
las ramas del poder público y los organis-
mos de control. El objetivo de esto último 
es identificar y entender los riesgos de 
inamovilidad y de inestabilidad que puede 
llegar a tener el Gobierno.

*****

La publicación contiene cuatro capítulos y 
unas recomendaciones. El primer capítulo 
hace un balance del legado que dejó el Go-
bierno de Iván Duque y registra los desafíos 
que debe asumir el Gobierno de Gustavo 
Petro. El segundo, presenta un balance del 
Gobierno, luego de un año de su posesión; 
lo hace en términos de seguridad, paz, la 
situación de las mujeres, agua, política ex-
terior y de los retos que debe asumir fren-
te a la oposición. El tercer capítulo es un 
análisis del Congreso de la República y de 
su relación con el cumplimiento del actual 
Programa de Gobierno. El cuatro es una re-
flexión sobre los órganos de control y del 
Sistema Integral de Paz. 

Finalmente, la publicación entrega un 
bloque de recomendaciones.

En forma desagregada, describiremos los 
capítulos y las recomendaciones. 

El primer capítulo tiene un artículo, titu-
lado “La gigantesca deuda social acumula-
da”. Acá se presenta la situación que hereda 
el gobierno actual del anterior gobierno en 
varias materias: desigualdad, endeudamien-
to externo, profundización de la crisis hu-
manitaria, expansión del narcotráfico y las 
economías ilegales y los grandes retrocesos 
y las consecuencias de la no implementa-
ción del acuerdo de paz firmado en 2016. 

Con su legado, el Gobierno de Iván Du-
que quiso dejarle las manos amarradas al 

nuevo gobierno e impedirle desde el co-
mienzo emprender cambios, a la vez que 
blindar el sistema de privilegios; este es 
el contexto que ayuda a comprender el 
bloqueo y las dificultades que enfrenta el 
gobierno de Gustavo Petro para desatar di-
námicas transformadoras y sostenibles de 
sus agendas de reformas.

El segundo capítulo tiene seis artículos: 

El primer artículo, “Narrativas y reali-
dades sobre las políticas de derechos hu-
manos, seguridad y paz en el Gobierno del 
presidente Petro”, presenta las interpreta-
ciones de tres actores políticos sobre lo que 
está sucediendo en el gobierno, según su 
postura en relación con este último: los de-
tractores políticos, los sectores aliados y la 
ciudadanía común, o desde quienes inter-
pretan la realidad a partir del enfoque de 
los derechos humanos. 

El artículo reconoce los avances y tensio-
nes alrededor de las políticas de paz, se-
guridad y garantías para el ejercicio de la 
defensa de los derechos humanos durante 
esta coyuntura. Concluye que lo que está en 
juego es un conjunto de elementos: 

- Lo importante, más que el gasto públi-
co se someta al cinturón que impone la re-
gla fiscal, es que el Gobierno del presidente 
Petro priorice y reoriente el gasto público 
de manera que se haga realidad el presu-
puesto público por resultados. 

- Cambiar la orientación de algunos ru-
bros del presupuesto de la nación que son 
ineficientes y, seguramente, modificar algu-
nas reglas de indexación que hacen inflexi-
ble el presupuesto. 

El gobierno actual ya cuenta con la re-
forma tributaria, que le provee de recur-
sos para concretar el gasto público social, 
y con el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 
que plasma la agenda del Gobierno. El 
PND inscribe las transformaciones reque-
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ridas4 para dar el viraje: gobernar para su-
perar las desigualdades y centrarse en el 
ser humano y la naturaleza. Los autores 
señalan las tensiones entre el discurso y 
las acciones concretas.

El segundo artículo se titula “Seguridad y 
paz en el Gobierno del presidente Petro” y 
presenta los avances y tensiones alrededor 
de la Política de Paz Total, la Política de Se-
guridad y Defensa y la situación de perso-
nas defensoras de derechos humanos.

El tercer artículo, “Las mujeres en Colom-
bia: potencia mundial de la vida”, aborda la 
inclusión de la agenda de las mujeres en el 
PND, la creación del Ministerio de la Igual-
dad y la firma de un decreto orientado a im-
plementar la política nacional de cuidados, 
entre otros aspectos. Advierte, además, la 
importancia de avanzar y priorizar los te-
mas que contribuyan a reducir las brechas 
entre los géneros. 

El cuarto artículo, “El agua: patrimonio 
vivo y para la vida, en el Plan Nacional de 
Desarrollo 2022-2026”, analiza el agua en 
cuanto tema central en el PND 2022–2026, 
en cinco dimensiones bien diferenciadas, 
pero interdependientes: el agua como su-
jeto de especial protección, el agua como 
determinante en la planeación y el ordena-
miento del territorio, la garantía de acceso 
al agua (protección de la vida), la gestión 
comunitaria del agua (gestión participativa 
del territorio) y el agua como articulador 
en la lucha contra la pobreza (inclusión so-
cioeconómica). 

El quinto artículo de este segundo ca-
pítulo es “Cambio y cooperación: la diplo-

macia de Gustavo Petro en el escenario 
internacional” y destaca el desempeño de 
Colombia en el mundo. Describe resultados 
importantes y de amplio reconocimiento en 
el exterior como el restablecimiento de las 
relaciones con Venezuela, las propuestas 
en los escenarios políticos que tratan lo re-
lacionado con la crisis climática y las nue-
vas propuestas sobre política antidrogas.

Y el último artículo de este bloque, “La 
oposición al gobierno: obstaculizar sin lide-
rar”, reconoce los alcances del sistema pre-
sidencialista. Además, muestra las prácticas 
de la oposición que obstaculizan, frenan 
y desacreditan las propuestas del Gobier-
no. Al mostrarlas, indica que esas prácticas 
utilizan tres categorías de tesis que suelen 
esgrimirse en contra de proyectos de cam-
bio social: las tesis de la perversidad, de la 
futilidad y del riesgo, y hace evidente cómo 
varios sectores empresariales del país las 
han defendido en forma explícita.

El tercer capítulo tiene un artículo: “El 
Congreso de la República: entre las alianzas 
y la efectividad”. En él, se aborda el hecho 
de que, a pesar del aumento de la presen-
cia de congresistas del Pacto Histórico y de 
los aliados en la nueva legislatura, varios 
aspectos contribuyeron a la descomposi-
ción de las mayorías en el Poder Legislati-
vo, en especial, en abril: el distanciamiento 
ideológico de los partidos políticos tradi-
cionales con el programa de Gobierno, el 
desgaste de los mecanismos de composi-
ción clientelar de mayorías en un ambiente 
político que exige cambios profundos y la 
reticencia de los partidos tradicionales in-
tegrados en la coalición de gobierno para 
tramitar las reformas.

El artículo hace un balance de los pro-
yectos aprobados y de las propuestas que 
quedaron pendientes: reforma a la salud, 
a las pensiones, la política de paz total y 
otras. Se señala que el proceso de eleccio-
nes regionales, en octubre de 2023, expre-

4	 Ordenamiento del territorio alrededor del agua y 
justicia ambiental. 2. Seguridad Humana y justicia 
social. 3. El derecho humano a la alimentación, 4. 
Transformación productiva, internacionalización para 
la vida y acción climática. 5. Convergencia regional. 
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sará una nueva correlación de fuerzas que 
requerirá, de nuevo, un reacomodo de las 
dinámicas políticas del Congreso y de su 
relación con el Poder Ejecutivo. Esto ocu-
rrirá en el contexto de las asignaciones 
presupuestales que este último pueda es-
tablecer en relación con las demandas de 
inversión que hagan las alcaldías y gober-
naciones.

El cuarto capítulo tiene dos artículos: 

El primer artículo. “Los organismos ju-
diciales, de investigación y de control, en 
contravía de las reformas democráticas”, 
aborda, como tesis, el tema del régimen pre-
sidencialista y de cómo ha dado un viraje en 
razón al hecho de que subió a la Presidencia 
el primer gobierno progresista en la historia 
de Colombia y que, por tanto, está por fue-
ra de los partidos que han conducido a este 
país desde hace 200 años. 

Señala el escrito que la agenda de re-
formas estructurales ha conducido a las 
élites a reaccionar en forma unánime pa-
ra bloquearla. El programa gubernamental 
indica la urgencia de garantizar los dere-
chos sociales, de manera que ve necesario 
revertir la hegemonía del capital privado 
en el manejo de la salud y de las pensio-
nes; ve indispensable reformular las re-
muneraciones salariales y desarticular los 
monopolios en el negocio de la extracción 
minera; incluso, a los sectores mafiosos en 

el mercado interno y desregulado de las 
drogas, mediante una transformación de la 
política antidrogas.

En la tensión que se genera con los in-
tentos de bloqueo, se alinderan las fuerzas 
políticas y también las instituciones. El artí-
culo examina el papel de la Fiscalía, la Pro-
curaduría y la Defensoría del Pueblo en la 
labor de poner trabas a las propuestas del 
Gobierno. 

El segundo artículo, “El Sistema Integral 
de Paz al tablero”, hace un balance de los 
avances y retos que deben asumir la Comi-
sión de la Verdad, la Unidad de Búsqueda 
de Personas dadas por Desaparecidas y la 
Jurisdicción Especial para la Paz. Estas tres 
instituciones conforman un Sistema inte-
gral creado por el Acuerdo Final de Paz de 
2016 para contribuir a hacer el tránsito del 
conflicto armado a la paz.

Luego del conjunto de artículos, se en-
cuentran unas recomendaciones que ha-
cemos desde nuestro lugar como personas 
defensoras de derechos humanos. Las dirigi-
mos al Gobierno Nacional, en lo relacionado 
con la Política de Paz Total, el fortalecimien-
to de la democracia y en materia de garan-
tía de los Derechos Humanos Integrales; al 
Congreso de la República, a los organismos 
de investigación y control, a la Procuraduría 
General de la Nación, a la Contraloría Gene-
ral de la República, a la Defensoría del Pue-
blo y a los Movimientos Sociales. 
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LA GIGANTESCA DEUDA SOCIAL ACUMULADA

La gigantesca deuda social acumulada

D
esde la década de 1990, Co-
lombia ha enfrentado una 
creciente desigualdad, resul-
tado de la adopción de polí-
ticas neoliberales, las cuales 

situaron al país como el segundo más des-
igual del continente. En años recientes, 
esta desigualdad se ha agravado, especial-
mente durante el gobierno de Iván Duque, 
que priorizó un modelo pro rico. Al final 
de su mandato, un preocupante panorama 
emergió: 25 millones de personas, es decir, 
el 54% de la población, no tenía garantiza-
do el consumo diario de alimentos, mien-
tras que 500.000 niños y niñas menores de 
5 años padecían de desnutrición crónica 
(Casañas y Morales, 2022). De acuerdo con 
la Asociación de Bancos de Alimentos de 
Colombia, más de 22 millones de colom-
bianos padecen hambre (Ramírez, 2022). 
Datos proporcionados por la FAO en 2022 
indican que cerca de 13 millones de perso-
nas, el 26,4% de la población, se alimentan 
solo dos veces al día, mientras que 722.000 
personas apenas logran comer una vez al 
día (Vivas, 2022). Esta situación llevó a que 
el Índice Multidimensional de Inclusión 
Productiva (IMIP) concluyera que el 70% de 
los colombianos es pobre, no tiene empleo 
digno y mucho menos educación. Esta pro-
blemática afecta principalmente al 88,7% 
de la población que reside en zonas rura-
les (Becerra, 2023).

Al finalizar el período de Duque en Co-
lombia se registró la informalidad más alta 
de América Latina: 57,5% mientras el pro-
medio en la región era del 51%; el desem-
pleo afectó al 10,5% de la fuerza de trabajo 
contra un 6,7% de América Latina (Kalma-
novitz, 2023); en los años de gobierno, la 
pobreza pasó del 26,9% al 39,3% en tan-
to que la desigualdad superó el 0,508 re-
gistrado al comienzo a un índice Gini de 
0,523 cuando este finalizó (Las Dos Orillas, 
2022). Según datos del DANE, bajo el mode-
lo de exclusión impulsado por el anterior 
gobierno, el 23,6% de los jóvenes en Co-
lombia no podían estudiar ni trabajar (El 
Espectador, 2022a).

En el aumento de la desigualdad y la po-
breza incidieron varios factores, tales como 
el manejo de la pandemia, la corrupción 
desaforada, la orientación del gasto hacia 
los niveles de mayor capacidad adquisitiva 
y la implantación de políticas sociales que 
marginaban a la mayor parte de la pobla-
ción. Un ejemplo de esto es la administra-
ción de los fondos de pensiones, los cuales 
manejan recursos por más de 320 billones 
de pesos. De estos recursos, el 55% ha sido 
dirigido al extranjero, impidiendo su utiliza-
ción en la generación de empleo y el forta-
lecimiento del aparato productivo nacional 
(Portafolio, 2023). Por otro lado, las EPS que 
manejan recursos por 51 billones de pesos 
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dejaron deudas con el sistema hospitala-
rio por 33 billones de pesos (Jerez, 2022). 
Según el presidente Gustavo Petro, estas 
deudas “representan millones de muertos 
que pudieron ser salvados”.

Durante el gobierno anterior, no solo se 
produjo una considerable regresión social, 
sino que también se gastaron recursos de 
vigencias futuras con el objetivo de mer-
mar la capacidad del gobierno entrante 
para abordar las necesidades sociales, 
tal como se había prometido durante la 
campaña. En el último semestre de dicho 
mandato, Iván Duque distribuyó todos los 
subsidios de vivienda previstos para los 
años 2022 y 2023, creó la ilusión en 500.000 
familias de estar habilitadas para recibir 
subsidios de vivienda y, además, dejó com-
prometidos otros 52.000 subsidios sin res-
paldo presupuestal (Ramírez, 2023). Por lo 
tanto, a pesar de haber prometido 67.000 
subsidios de vivienda para 2023, solo tenía 
recursos para 30.000 familias. El gobierno 
Duque agotó por completo el presupues-
to del programa “MI CASA YA”, sin dejar ni 
un centavo para cumplir con los subsidios 
prometidos (Mercado, 2022).

A nivel laboral se precarizó el empleo, 
dejando al país con uno de los salarios 
mínimos más bajos de América Latina (La 
W Radio, 2017); a nivel rural la extrema po-
breza se explica porque se llegó a una si-
tuación en la que el 1% de los propietarios 
acumuló el 81% de la tierra. Esto ha dejado 
a un millón de campesinos con menos de 
2 hectáreas para sobrevivir (Paz, 2018). Por 
otro lado, la desigual distribución del in-
greso en Colombia condujo a que el 10% 
de la población acumulara el 70% de la 
riqueza (El Espectador, 2022b). A pesar de 
que el país forma parte del selecto grupo 
de la OCDE, esta entidad advirtió que la po-
breza en Colombia se perpetúa hasta por 
11 generaciones (Gómez, 2022), de suerte 
entonces que saldar esta gigantesca deu-

da social acumulada demandará enormes 
esfuerzos y reformas sociales audaces, que 
difícilmente serán alcanzables en un solo 
mandato de gobierno.

El endeudamiento extremo
y compromiso de los recursos
futuros

Además de haber precarizado la situación 
social, el gobierno de Iván Duque produjo 
un incremento descomunal en la deuda pú-
blica, que pasó de representar el 36% del 
PIB en enero de 2019 al 57% en el 2022 (La 
FM, 2022). Paralelamente, el déficit fiscal pa-
só del menos 4,65% del PIB en 2018 a menos 
7,1% del PIB en 2021, a pesar de los extraor-
dinarios ingresos derivados de los precios 
del petróleo, que sumaron 10,2 billones de 
pesos a las arcas públicas (Kalmanovitz, 
2022). En consecuencia, el mandato de Gus-
tavo Petro comenzó como el gobierno más 
endeudado en la historia del país debien-
do pagar más de 360 billones de pesos de 
deuda en los cuatro años de su gobierno, 
con un 31,5% correspondiente a intereses. 
Al inicio de la actual administración, el Mi-
nistro de Hacienda advirtió que el déficit 
fiscal heredado era mucho mayor que lo 
presentado por el balance del gobierno 
anterior. En realidad, alcanzaba el 8% del 
PIB, ya que un importante déficit del fondo 
de estabilización de combustibles, con un 
valor superior a los 30 billones de pesos, 
había sido excluido de los cálculos. Esto 
obligó al nuevo gobierno a recuperar di-
cho déficit mediante aumentos mensuales 
y gradualmente progresivos en los precios 
de la gasolina y el diésel. Estos incremen-
tos se reflejarán en una inflación elevada y 
precios más altos para los productos a lo 
largo de los cuatro años de mandato.

Para mediados de 2022 la deuda bruta 
del gobierno nacional se situó en el 69% 
del PIB, según Kalmanovitz (2022), dicha 
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deuda debe ser cubierta por el nuevo go-
bierno y su capacidad para atender este 
déficit quedó supremamente reducida, 
dado que el recaudo tributario represen-
tó solamente el 14,2% del PIB en 2021, en 
marcado contraste con el promedio del 
33% del PIB en los países miembros de la 
OCDE. En estas condiciones, la reforma tri-
butaria aprobada en el gobierno de Gus-
tavo Petro, que añade solo 20 billones de 
pesos anuales al presupuesto, resulta in-
suficiente para atender la enorme carga de 
deuda económica y social heredada.

Deterioro de la seguridad
y profundización de la crisis
humanitaria

El incumplimiento de los Acuerdos de Paz 
con las extintas Farc durante los cuatro 
años de gobierno de Iván Duque, así co-
mo la reconfiguración del conflicto arma-
do, propiciaron el surgimiento, expansión 
y copamiento de las áreas antes controla-
das por esta guerrilla. Además, se observó 
la ampliación de nuevas áreas en casi la 
mitad de los municipios del país, lo que 
resultó en una escalada de la violencia di-
rigida hacia líderes sociales, defensores de 
derechos humanos y medioambientales, 
así como hacia organizaciones y residentes 
en general de los territorios. Esta violencia 
se ha concentrado especialmente en las 
regiones rurales.

Entre 2018 y 2022 se produjo un incre-
mento en la tasa de homicidios que pasó 
del 25,5 por cien mil a 26,9 al finalizar el 2021 
(Policía Nacional, 2022). A lo largo de este 
período, perdieron la vida 50.179 ciudada-
nos colombianos a causa de homicidios. En 
paralelo, la violencia contra liderazgos so-
ciales cobró 957 víctimas, además de 2.366 
casos de amenazas; y fueron asesinadas 
261 personas desmovilizadas firmantes del 
acuerdo final de paz (INDEPAZ, 2022).

La hostilidad demostrada por el gobier-
no Duque en contra de los acuerdos firma-
dos y los entrampamientos a que fueron 
sometidos dirigentes de los firmantes de 
paz, generó la expansión de los grupos de 
disidencias de las Farc-E.P. Su presencia, 
que inicialmente abarcaba 56 municipios, 
se multiplicó alcanzando 138, lo que repre-
sentó un aumento triple en su alcance y 
accionar. Por otro lado, el ELN incrementó 
su presencia, pasando de 99 municipios a 
más de 170. A su vez, las AGC o Clan del 
Golfo ampliaron su dominio de 170 a 212 
municipios (UNOCHA, 2022).

Durante el gobierno de Duque se per-
petraron 315 masacres dejando un saldo 
de 1.199 víctimas (Indepaz, 2023). Además, 
aproximadamente 850 personas fueron 
víctimas de desaparición forzada, un delito 
cuyos índices aumentaron progresivamen-
te de 167 víctimas en 2019 a 348 en 2022, 
según registros documentados por el CI-
CR (2023). Alrededor de 254.000 personas 
fueron desplazadas forzadamente de sus 
territorios y más de 300.000 fueron confi-
nadas (OCHA, 2023). Estas cifras ponen de 
manifiesto el agravamiento de la crisis hu-
manitaria, especialmente en las comuni-
dades étnicas y campesinas.

Las ejecuciones extrajudiciales que ve-
nían en declive desde el año 2010 resur-
gieron notoriamente a partir del año 2018. 
Estos eventos culminaron en episodios de 
muertes masivas de civiles, presentados 
como bajas en combate durante opera-
ciones del Ejército Nacional. Un ejemplo 
de esto ocurrió en Puerto Leguízamo, Pu-
tumayo, en marzo de 2022, cuando once 
personas fueron asesinadas y luego pre-
sentadas falsamente como miembros disi-
dentes de las Farc (El Espectador, 2022c). 
Los bombardeos que cobraban la vida de 
civiles inocentes se volvieron recurrentes, 
al punto que se pudo documentar la muer-
te de 29 niños y niñas durante operacio-



LA
BE

RI
NT

O
S 

DE
L 

CA
M

BI
O

16 ......... Derechos humanos, paz y democracia. Un año de avances y desafíos

nes militares de la fuerza aérea (Oquendo, 
2022); a pesar de que las denuncias nunca 
fueron tenidas en cuenta, la connivencia 
de mandos y miembros de la fuerza públi-
ca fue ampliamente denunciada. Los obis-
pos del Pacífico enfatizaron esta situación 
al señalar que todo el departamento del 
Chocó estaba bajo el control y dominio de 
las AGC, sin que las autoridades tomaran 
medidas con respecto a estas denuncias.

La actuación conjunta de particulares 
armados y la fuerza pública para reprimir 
protestas sociales se hizo evidente y, co-
mo lo puso de presente la JEP, durante el 
estallido social de 2021 estas actuaciones 
conjuntas y violentas en contra de mani-
festantes se presentaron en, por lo menos, 
27 ciudades del país (JEP, 2021).

Por último, otro compromiso heredado 
del gobierno anterior fue la celebración de 
un convenio con los Estados Unidos para 
incluir a Colombia como miembro asocia-
do de la OTAN. Esta elección supone invo-
lucrar a las fuerzas armadas nacionales 
en el entrenamiento de operaciones an-
titerroristas conjuntas, así como otorgar 
prioridad a la adquisición de armamento 
y la instalación de depósitos de armas es-
tratégicas en el país, a disposición de los 
Estados Unidos (El Tiempo, 2022).

Expansión de la economía                
del narcotráfico y otras economías 
ilegales

Al finalizar el gobierno de Duque los culti-
vos de coca crecieron en un 43%, llegando a 
una extensión de 204.000 hectáreas. El 62% 
de estos cultivos se localizan en los depar-
tamentos de Nariño, Putumayo y Norte de 
Santander, donde también se observa una 
significativa expansión de actores armados 
ilegales. La producción potencial de cocaí-
na se elevó a 1.400 toneladas, marcando la 

cifra más alta registrada en los últimos 22 
años, según la Junta Internacional de Fis-
calización de Estupefacientes (JIFE) (Mos-
quera, 2023).

Mientras la economía de los producto-
res agrícolas se deterioró, cerrando con un 
balance negativo para los cafeteros con 
una reducción del 12% en la producción y 
una disminución del 8% en las exportacio-
nes, la economía del narcotráfico se ha in-
crementado gradualmente en los últimos 
años, triplicando su porcentaje del PIB al 
pasar del 0,6% en el período comprendido 
2011-2014 a un 2% histórico en el año 2021 
según estudios recientes (Croda, 2022). Sin 
embargo, datos del ex fiscal Néstor Hum-
berto Martínez (2022) advierten que los 
dividendos por narcotráfico podrían repre-
sentar entre el 3% y el 7% del PIB. Adicio-
nalmente, las frecuentes incautaciones de 
cocaína en exportaciones colombianas de 
bananos, plátanos y ganado evidencian la 
participación de ciertos sectores produc-
tivos en segmentos de este negocio. En 
estas condiciones, los narcotraficantes en 
Colombia pueden estar obteniendo cerca 
de 15.000 millones de dólares al año, casi 
el doble de las exportaciones de carbón lo 
cual demuestra su poder y capacidad de 
influencia (Semana, 2022b).

Como resultado de las economías ile-
gales el blanqueo de capitales ilegales 
en el país ascendió a 12,5 billones de pe-
sos, según la Fiscalía General de la Na-
ción, marcando un incremento del 36% en 
comparación con los 8 billones de pesos 
registrados en 2021 (López, 2023). Estas 
operaciones han llevado a una pérdida 
anual de 25 billones de pesos para el país, 
según datos del presidente de la ANDI (Se-
mana, 2023), y la Contraloría General de 
la Nación ha señalado que el 85% del oro 
que exporta el país proviene de la minería 
ilegal (López, 2022). En estas condiciones, 
combatir los poderosos grupos que mue-
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ven la economía del narcotráfico y demás 
economías ilegales, que tienen su sopor-
te en los grupos armados ilegales consti-
tuye una pesada herencia a la cual debe 
enfrentarse el gobierno de Gustavo Petro. 
Esto pone de manifiesto los enormes re-
tos que supone alcanzar una Paz Total y 
la implementación de políticas públicas 
para desmantelar estructuras y prácticas 
criminales, incluyendo las sucesoras del 
paramilitarismo y sus redes de apoyo, con-
forme a lo estipulado en el Acuerdo de Paz 
y atribuido a la CNGS.

Los retrocesos				  
en la implementación del Acuerdo 
de Paz

La intención del anterior gobierno por pa-
ralizar la implementación del Acuerdo de 
Paz, argumentando que era un compromi-
so vinculante para el gobierno antecesor 
de Juan Manuel Santos, llevó al gobierno 
de Duque a desarrollar la estrategia de 
“paz con legalidad” que poco tenía que ver 
con el acuerdo firmado con las Farc y que, 
en cambio, fortaleció los poderes militares 
al entregarle la dirección de implementa-
ción de recursos estratégicos e inversiones 
en las zonas más afectadas por el conflicto 
a través de las figuras de la denominadas 
“zonas futuro”. Las políticas de garantías 
para los derechos humanos fueron susti-
tuidas por el otorgamiento de facultades a 
los militares a través del llamado Plan de 
Acción Oportuna (PAO). Inicialmente, el li-
derazgo del PAO estuvo a cargo del Gene-
ral Leonardo Barrero, quien previamente 
había ejercido como Comandante General 
de las fuerzas militares; posteriormente 
fue asignado como oficial de enlace con 
las organizaciones sociales y de derechos 
humanos. Al finalizar el mandato de Duque 
salió a la luz que el General Barrero estaría 
relacionado con estructuras de las AGC en 

el sur del país que actuaban bajo el man-
do de alias “Matamba”, este jefe paramilitar 
fue sacado de la cárcel la picota con la ayu-
da de altos oficiales de la DIJIN y el GAULA 
según confesión y testimonio del funciona-
rio de la UNP encargado de transportarlo 
en vehículos oficiales (Charry, 2023).

Esta realidad demuestra las profundas 
distorsiones a que se sometió el proceso 
de paz que el actual gobierno se ha com-
prometido a corregir. En cuanto a los re-
cursos para la paz, muchos de los cuales 
han sido aportados por la comunidad in-
ternacional, fueron dilapidados. Durante 
el año 2021, se aprobaron proyectos OCAD 
PAZ por un total de 4,4 billones de pesos, 
originalmente previstos para ser invertidos 
hasta el año 2030; sin embargo, estos fon-
dos se asignaron por completo entre los 
años 2021 y 2022. De estos 4,4 billones, me-
dio billón se dilapidaron en sobornos que 
iban desde el 12% al 15% entregados a fun-
cionarios del DNP, la Contraloría y Congre-
sistas de la República, así como a alcaldes 
de algunos municipios priorizados PDET, 
con el objetivo de obtener la aprobación 
de sus proyectos (Bolaños, 2022).

Los fondos destinados a la paz se uti-
lizaron para comprar equipos militares y 
otros para realizar interceptaciones, tal co-
mo fue denunciado por el ex director del 
DAPRE Mauricio Lizcano en debate citado 
por el Congreso de la República sobre el 
estado del cumplimiento del Acuerdo de 
Paz; también se compraron carros blinda-
dos para la Policía Nacional por un valor de 
51.000 millones de pesos (Vargas, 2022a). El 
ex presidente Duque gastó fondos para la 
implementación de la paz en publicidad 
oficial por valor de más de 46.000 millo-
nes de pesos, los cuales fueron usados 
para desprestigiar a quienes lideraban las 
movilizaciones sociales y de oposición a 
su gobierno (El Espectador, 2022d). En re-
lación con el compromiso establecido en 



LA
BE

RI
NT

O
S 

DE
L 

CA
M

BI
O

18 ......... Derechos humanos, paz y democracia. Un año de avances y desafíos

el Acuerdo de Paz para la reforma rural in-
tegral, el gobierno anterior solo distribuyó 
17.000 hectáreas de las 3 millones compro-
metidas; la implementación del punto 1 
avanzó apenas en un 4% durante el gobier-
no anterior. De las 7,5 millones de víctimas 
que esperaban reparación al finalizar el 
gobierno Duque, solamente el 7% habían 
obtenido alguna reparación (Parada, 2023); 
a ese ritmo el país necesitaría 62 años para 
completar la reparación de las víctimas del 
conflicto (Vargas, 2022b), quiere decir esto 
que el gobierno actual heredó una reali-
dad en la que no solo se paralizaron los 
acuerdos, si no que se dilapidaron parte 
importante de los recursos previstos para 
su implementación hasta el año 2030.

La gigantesca regresión social, el enor-
me endeudamiento público, el deterioro 
de la configuración institucional del Esta-
do, las tramas de corrupción instaladas y 
los compromisos amarrados para favore-
cer las dinámicas bélicas y de exclusión 
constituyeron una herencia perversa que 
buscó dejar secuestrado al nuevo gobier-
no en su capacidad de producir y conducir 
reformas estructurales. Se blindó el siste-
ma de privilegios de tal manera que los 
cambios prometidos solo puedan lograrse 
en un alcance limitado y superficial. Es en 
este contexto que se debe comprender el 
bloqueo y las dificultades que el gobier-
no enfrenta para desencadenar dinámicas 
sostenibles en la implementación de sus 
agendas de reforma.
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Narrativas y realidades sobre las políticas de derechos humanos

Narrativas y realidades sobre las políticas
de derechos humanos en el Gobierno
del presidente Petro

E
ste artículo aborda panorá-
micamente algunas discusio-
nes en torno a las políticas de 
derechos humanos, paz y se-
guridad presentadas durante 

el primer año de gobierno del presidente 
Gustavo Petro Urrego y la vicepresidenta 
Francia Márquez. En el escrito se valoran 
las diferentes interpretaciones existen-
tes en la escena política actual sobre las 
políticas impulsadas por el Gobierno; se 
distinguen los actores y sus motivaciones 
implícitas, además de hacer visibles los 
obstáculos que dificultan la concreción de 
las reformas destinadas a garantizar los 
derechos de las ciudadanías en el país.

El reconocido aforismo “no hay hechos, 
sólo interpretaciones” (Nietzsche, 1886), 
puede ayudarnos a encuadrar el análisis 
sobre el primer año del gobierno del pre-
sidente Petro. El enfoque propuesto no se 
basa en una objetividad positivista basada 
en la simple descripción de una sucesión 
de facticidades, desde la que se accede a 
la verdad. Por el contrario, se reconoce que 
frente a los hechos ocurridos durante es-
te gobierno, existen interpretaciones, y que 
detrás de estas interpretaciones hay suje-
tos y subjetividades políticas con diferentes 
perspectivas para entender los aconteci-
mientos políticos, el Estado y los derechos.

De esta manera, el referido axioma 
frente a la coyuntura política por la que 
pasa el país requiere, para nuestros pro-
pósitos, hacer un breve ajuste epistemo-
lógico: existen hechos y también sujetos 
interpretantes. Estos sujetos generan na-
rrativas sobre la realidad o relatos de país 
desde sus intereses específicos. Es claro 
que en este primer año del gobierno del 
presidente Petro, han ocurrido una serie 
de hechos políticos que han dado lugar 
a diversas interpretaciones políticas, tan-
to de las fuerzas de oposición al gobierno 
como de sectores políticos aliados, y otras 
que surgen desde los sentires y pensares 
de la ciudadanía común, o desde quienes 
interpretan la realidad a partir del enfoque 
de los derechos humanos.

Dentro del amplio espectro de interpre-
taciones disponibles sobre la coyuntura, se 
encuentran las de los detractores políticos 
del gobierno y su percepción de los pro-
cesos de democratización en curso. Estos 
intérpretes han construido una visión con-
servadora y con rasgos catastróficos frente 
a las acciones del gobierno. Por ejemplo, le 
imputan al gobierno haber llevado al país a 
un período de caos, ingobernabilidad, inse-
guridad, inflación, encarecimiento del dólar 
y devaluación del peso, fenómenos que a su 
vez han repercutido en el encarecimiento 
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de los alimentos, asunto que se agrava ade-
más por el aumento progresivo de la gaso-
lina. Incluso, se sostiene que estos factores 
acumulados han provocado una desacele-
ración de la economía colombiana, y han 
planteado hasta una crisis de sostenibili-
dad económica del Estado, especialmente 
debido a las decisiones tomadas en el mar-
co de la anunciada transición energética 
del país. Una de las medidas más criticadas 
ha sido la suspensión de los contratos para 
la exploración de hidrocarburos1.

Muchos de esos juicios se han divulga-
do, tendenciosamente, desligados de los 
factores internacionales determinantes de 
la coyuntura económica actual, como las 
tensiones comerciales entre China y los Es-
tados Unidos, los efectos económicos de la 
pandemia y los impactos en la producción 

interna de la guerra en Ucrania. Los críticos 
de la derecha le imputan igualmente al go-
bierno una tendencia a romper el principio 
de división de los poderes, y a desconocer 
las competencias y decisiones de los orga-
nismos de control, de la Fiscalía y de los 
Altos Tribunales2. Adicionalmente, las críti-
cas de la oposición han hecho notar que el 
gobierno no tiene capacidad para concertar 
las reformas sociales propuestas ni para 
“construir sobre lo construido”, dicen que 
el gobierno desconoce los acuerdos con los 
partidos de la coalición para morigerar los 
cambios, y al contrario se empeña en impo-
ner una agenda radical e innegociable, que 
afecta a las empresas y a los negocios en el 
país, la seguridad de las inversiones y la es-
tabilidad macroeconómica3. Le achacan al 
gobierno no tener experiencia, ni capacidad 

1	 Respecto a este debate véase el artículo de 
BNamericas (2023), según el cual un tercio de los 
proyectos upstream de hidrocarburos en Colombia 
se han detenido porque existe un temor entre los 
inversionistas. Ante los anuncios del gobierno, de 
los 329 contratos de exploración y producción (EyP) 
registrados con la ANH, 104 están en el limbo, 
debido a que las empresas han congelado sus 
planes perforatorios o han abandonado sus bloques; 
37 de los proyectos inactivos se suspendieron 
temporalmente, mientras que otros 67 están en 
proceso de finalización.

2	 Un reciente episodio alrededor del “choque de trenes” 
entre la Presidencia y la Procuraduría, ocurrió el 27 
de julio de 2023, cuando el Presidente hizo público 
un documento en el cual aclaró que no iba a nombrar 
un nuevo alcalde para Riohacha, ante la suspensión 
temporal adoptada por la Procuraduría General de 
la Nación (PGN), con el argumento de la primacía 
en el sistema jurídico colombiano de la Convención 
Americana de Derechos Humanos (art. 93 CP), y 
en la obligación del Estado de respetar la Sentencia 
Petro Urrego vs. Colombia del 8 de julio de 2020, 
mediante la cual la Corte Interamericana declaró 
la violación de los derechos políticos del entonces 
Alcalde de Bogotá, Gustavo Petro, al ser destituido 
por el Procurador Alejandro Ordoñez (art. 23 CADH). 
En esta providencia, el Tribunal Interamericano 
estableció que las autoridades administrativas no 
podían sancionar a autoridades de elección popular, 
ya que esta competencia solo puede ser ejercida por 
el poder judicial; de lo contrario, se estarían violando 

los derechos políticos consagrados en la CADH. La 
Procuradora Margarita Cabello, hábilmente, hizo 
una interpretación restrictiva de la mencionada 
sentencia interamericana, y señaló que el documento 
del Gobierno desconoció, no una sanción de trámite 
de la Procuraduría, sino una sentencia de la Corte 
Constitucional (Nota de Prensa sobre el Expediente 
D-14503 del 16 de febrero de 2023). En dicha 
sentencia se había establecido que la potestad 
disciplinaria de la PGN para imponer las sanciones 
“finales” de funcionarios de elección popular requería 
una revisión judicial y un aval de la sanción mediante 
fallo del Consejo de Estado. Según la Procuradora, 
en el caso del alcalde de Riohacha, no había una 
“decisión final”, sino una suspensión provisional. 
Lo que dijo la Corte en su boletín de prensa, es que 
toda sanción de la PGN de destitución, suspensión e 
inhabilidad de funcionarios de elección popular debía 
ser ratificada por el juez contencioso administrativo. 
Según la PGN, con el desacato a la decisión tomada 
contra el alcalde de Riohacha, el presidente Petro 
rompió el orden constitucional, al desconocer 
la división de poderes y poner en suspenso la 
colaboración armónica entre los poderes públicos.

3	 Con la Ley 1473 de 2011 se incorporó un ajuste 
a la capacidad de endeudamiento del gobierno, 
estableciendo un límite para asegurar el pago de la 
deuda pública y del déficit fiscal, disciplinas vigiladas 
por el Comité Autónomo de la Regla Fiscal (CARF). La 
regla está proyectada de la siguiente manera: inferior 
(más negativo o menos positivo) que: -4,7% del PIB 
en 2022, -1,4% del PIB en 2023, -0,2% del PIB en 
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técnica ni gerencial para armar un equipo 
de gobierno, que le permita ser eficiente en 
la ejecución de las políticas públicas y del 
presupuesto4, evidenciando una ausencia 
de horizonte en la conducción del país y 
una gran improvisación en la gobernanza.

Todas estas debilidades llevarían a la 
ruptura de la coalición del gobierno (Se-
mana, 2023a), “dinamitada por el Presiden-
te Petro”, y a la consecuente parálisis en 
la agenda legislativa, donde la mayoría de 
las reformas sociales fueron hundidas o 
se han ido tramitando con grandes dificul-
tades por la falta de mayorías parlamen-
tarias, incurriendo el gobierno en viejas y 
cuestionables prácticas como la “merme-
lada” para atraer votos a favor (Semana, 
2023b). Los opositores de Petro opinan que 
el panorama de la gobernanza se ha os-
curecido –algunos tratadistas han llamado 
“los tiros en el pie” del gobierno–, en re-
lación con inocultables escándalos de co-
rrupción, de presuntas financiaciones non 
sanctorum de la campaña electoral del 
Presidente (Democracia abierta, 2023), de 
chuzadas ilegales, de la firma de millona-
rios contratos sin los requisitos legales, del 
despilfarro burocrático y de informaciones 

inexactas dadas a la opinión pública frente 
a algunas situaciones de interés nacional, 
etc. Estas salidas en falso del gobierno re-
percuten en la caída de la legitimidad y de 
la popularidad del gobierno, lo que posi-
blemente, proyectan los analistas de esta 
tendencia, quedará demostrado en una 
derrota estratégica de las fuerzas políticas 
aliadas al gobierno en las próximas elec-
ciones territoriales de octubre de 2023.

Esta narrativa de la oposición política, 
que responde a un reacomodo de las de-
rechas “expulsadas del paraíso del poder”, 
cuenta con los medios necesarios para obs-
taculizar al gobierno del cambio. Los gre-
mios económicos han resistido firmemente 
las reformas sociales, mientras que los me-
dios de comunicación han implementado 
una estrategia de desprestigio del gobier-
no, cuestionando constantemente sus ini-
ciativas en todos los órdenes. Los medios 
controlados por el bloque hegemónico del 
poder económico se han sentido persegui-
dos porque el presidente ha respondido a 
los periodistas que critican sus gestiones, 
argumentando que esto limita el derecho 
a la información y la libertad de prensa5. 
Los partidos de derecha en la oposición 

2024, 0,5% del PIB en 2025. El CARF ha estado 
emitiendo alertas sobre las implicaciones que tendría 
para la sostenibilidad fiscal del país las reformas 
sociales, o para la estabilidad de las finanzas públicas 
la suspensión de las explotaciones petroleras. El 
Presidente Petro ha cuestionado las recomendaciones 
del CARF porque este organismo fue conformado por 
expertos privados nombrados durante el gobierno de 
Duque (Amaya y Cortés, 2023).

4	 En un informe de junio, la Corporación Financiera 
Corficolombiana (parte del Grupo Aval de Luis Carlos 
Sarmiento Angulo), realizó una caracterización del 
rezago en ejecución del gasto público en 2023. 
Se dice que el nivel de ejecución del  Presupuesto 
General de la Nación (PGN) en los primeros cinco 
meses de 2023 es inferior al promedio de los últimos 
años: las obligaciones presupuestales representaron 
en estos meses el 27% del monto de apropiaciones 
del PGN excluyendo el servicio de la deuda, frente al 
promedio de 31% entre 2001 y 2022. Los sectores de 

Hacienda, Trabajo e Inclusión y Reconciliación fueron 
los que registraron los mayores rezagos, con cerca 
de $8,8 billones sin ejecutar. Por ejemplo, el nuevo 
programa Renta Básica ha tenido una implementación 
lenta, y en Hacienda existe un alto monto de recursos 
bloqueados a la espera de autorizaciones como la 
del aumento salarial a funcionarios públicos. Véase 
Equipo Macroeconomía y Mercados (2023).

5	 En un comunicado de la Fundación para la Libertad 
de Prensa (FLIP) del 10 de mayo de 2023, alertó que 
el presidente Petro esté criticando, estigmatizando y 
poniendo en riesgo a periodistas que nombra en sus 
trinos, porque con esto limita el ejercicio de la libertad 
de presa, que es un principio de contrapoder en 
cualquier sociedad democrática. Lamentablemente 
la FLIP no advierte que los grandes medios están 
desplegando una agenda informativa reaccionaria, 
alineada con los intereses de la derecha y del statu 
quo; las posiciones politizadas de los medios no se 
trasparentan a los consumidores o usuarios de su 
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han bloqueado el avance de las reformas 
sociales del gobierno, los Organismos de 
Control y la Fiscalía han actuado como ver-
daderos alfiles políticos de la oposición y 
en favor del establecimiento, mientras los 
Altos Tribunales han emitido fallos contra-
rios a los intereses del gobierno. Se suma 
a los bloqueos institucionales, las resisten-
cias de algunos gobiernos territoriales que 
han criticado la política de seguridad, pues 
advierten que los actores armados están 
haciendo presencia en sus jurisdicciones. 
Algunos sectores de la fuerza pública activa 
y de las reservas también han contribuido 
a aumentar la desconfianza en el gobierno, 
y sin ningún reato han llamado a las tropas 
a una desobediencia militar. Esto evidencia 
una tensa relación entre el gobierno y las 
jerarquías de las fuerzas armadas a pesar 
de la depuración realizada al comienzo del 
gobierno (Linero, 2022). Esta tensión tiene 
su origen en el cambio anunciado en el pa-
radigma de la seguridad nacional, pasan-
do de la idea del exterminio del enemigo 
interno a otro paradigma centrado en la 
protección de los derechos humanos y del 
cuidado de la ciudadanía.

El presidente Petro ha valorado este 
conjunto de estrategias de bloqueo ins-
titucional, de deslegitimación y de resis-
tencia corporativa y gremial a los cambios, 
como un “golpe blando” (Dorado, 2023) en 
curso (Suárez, 2023).

Es importante no soslayar un dato sobre 
estos sectores de la oposición de derecha: 
han llevado a cabo serias “demostraciones en 
la calle”, un asunto que el gobierno no puede 

desestimar. Las movilizaciones del día mar-
tes 20 de junio tuvieron una gran relevancia, 
ya que cerca de 30 mil personas marcharon 
en Bogotá y los grandes medios amplificaron 
la resonancia de estas protestas.

En el otro extremo de los relatos políti-
cos sobre la coyuntura, se encuentra la in-
terpretación que hacen los sectores aliados 
al gobierno. Por supuesto que desde esta 
orilla del debate, no se parte de la idea de 
que país esté atravesando por una situación 
de caos o crisis insuperable, más bien se 
comprende que todo proceso socio-político 
de transformaciones requiere unos tiempos 
de aclimatación y de sedimentación. Se di-
ce que el gobierno del cambio ha dedicado 
estos meses a establecer las condiciones po-
líticas y jurídicas para gobernar de manera 
diferente al país, para tratar de romper las 
fuertes continuidades institucionales y po-
líticas impuestas por el bloque hegemónico 
liberal-conservador desde hace 200 años (Ti-
rado, 1991). Este proceso no es fácil, ni ami-
gable y enfrenta grandes resistencias, como 
todo proceso dialéctico. Las estructuras de la 
acumulación neoliberal no se han agotado y 
su superación requiere tiempo, así como el 
fortalecimiento y la cooperación estratégica 
de las luchas populares con el gobierno6.

En este correlato sobre la realidad del 
país, se dice que gobierno del presidente 
Petro ha sido el único en la historia que ha 
acogido en su Plan Nacional de Desarrollo 
las agendas de los movimientos sociales 
en Colombia, lo que implica la apertura 
de un tiempo propicio para la garantía de 
los derechos de las ciudadanías. No obs-

información, mostrándose falsamente como actores 
neutrales; tampoco declaran estos medios que 
son selectivos a la hora de decidir o silenciar qué 
información circula, o a qué poderes o a quiénes 
controlan; con todo esto tergiversan o moldean la 
realidad según el acomodo de los grupos económicos 
que son sus propietarios, o que los sostienen 
financieramente (Morales, 2023).

6	 A propósito de la convocatoria al pueblo y a los 
movimientos sociales en apoyo de las reformas 
sociales, el pasado 7 de junio de 2023, dijo el 
Presidente Petro en la Plaza de Bolívar: “es la 
antesala, el preludio  (de que) nos vamos a movilizar 
millones en Colombia, no solo los once y medio 
de millones que votaron por el poder popular, sino 
millones de los que no votaron por nosotros (…) y 
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tante, se requiere un período mínimo de 
aprestamiento institucional para adelantar 
las reformas socio-políticas y económicas 
necesarias, prometidas por el Presidente. 
En la senda transitada hasta el momento 
hay grandes logros como la aprobación 
por parte del Congreso de la República del 
Plan Nacional de Desarrollo (Ley 2294 de 
2023), la aprobación de la reforma tributa-
ria que por primavera vez en la historia na-
cional tiene rasgos de progresividad y que 
le dará al gobierno recursos significativos 
para adelantar las reformas sociales pro-
metidas, la aprobación del Ministerio de 
la Igualdad encargado a la vicepresidenta 
Francia Márquez. Entre las conquistas gu-
bernamentales en el corto plazo, se debe 
mencionar un conjunto de medidas que 
aseguran el reconocimiento y los derechos 
del campesinado en el país, entre ellos: la 
aprobación del Acuerdo de Escazú, la apro-
bación en el Congreso del acto legislativo 
sobre la jurisdicción agraria, la aprobación 
del acto legislativo sobre el campesinado 
como sujeto de derechos constitucional y 
una serie de programas y acciones admi-
nistrativas como la regularización de 807 
mil hectáreas mediante la titulación masi-
va de predios, la declaración de dos zonas 
de reserva campesina en los departamen-
tos del Meta y Cundinamarca que com-
prenden 74 mil hectáreas, la adjudicación 
de más de 120 mil créditos de Finagro para 

pequeños productores y para subsidios a 
los fertilizantes, y la entrega por parte de 
la SAE de 600 hectáreas a familias campe-
sinas, entre otras acciones (Infobae, 2022).

Se resalta como un avance importante 
la puesta en marcha de la política públi-
ca de transferencias monetarias hacia los 
sectores sociales más vulnerables; la ren-
ta básica ciudadana como transferencia 
extraordinaria del gobierno ha llegado a 
450 municipios, entregando a los hogares 
más pobres registrados en el Sisben IV, un 
ingreso incondicionado de $500 mil men-
suales (Gallo, 2023). Entre las medidas de 
acción afirmativa realizadas también son 
destacables: la condonación de deudas del 
ICETEX a 4000 personas y una modificación 
al presupuesto del presente año, que im-
plicó entre otras decisiones, por ejemplo, 
aumentar en 1,3 billones los recursos para 
la educación y aumentar el presupuesto 
para agricultura de 2 a 4 billones de pesos 
para la presente vigencia (Infobae, 2022).

Otra medida gubernamental que se ha 
venido adelantando es la política de la 
“paz total” (Ley 7222 de 2022) que ha ido 
configurando procesos de negociación po-
lítica o para el sometimiento a la justicia 
con varias expresiones de los actores del 
conflicto armado y de los grupos multicri-
men que actúan en diversas regiones del 
país7; al menos se adelantan conversacio-

se necesita de la unidad del pueblo. Es la unidad del 
pueblo lo que hoy nos convoca, no más divisiones 
populares. Unirnos, unirnos para gobernar. La fase 
que sigue es la del gobierno popular, y vamos a 
demostrar cómo se hace y cómo se ejerce. Las 
asambleas populares en cada municipio son para 
gobernar, quiero que Ustedes, hombres y mujeres 
trabajadores, estudiantes, mujeres del pueblo se 
sientan gobierno. No soy yo, el gobierno. Son Ustedes. 
Yo soy apenas un mandatario de Ustedes, un sirviente 
de Ustedes. Yo llego hasta donde Ustedes quieran, 
si queremos más allá… ¡vamos más allá! (…) Este 
gobierno está al servicio de Ustedes: tomemos 
decisiones. Dejamos de ser oposición y pasamos a ser 

gobierno, y los gobiernos deciden...” (Transcripción 
propia) (Noticias RCN, 2023).

7	 Esta iniciativa de desactivación de todas las 
estructuras armadas que generan violencias múltiples 
en los territorios se basa en una visión de que el 
conflicto armado en el país se ha transformado, y 
al lado de la tradicional confrontación armada de 
disputa de soberanías entre el Estado y fuerzas 
insurgentes, regulada por el derecho internacional 
humanitario, en estos tiempos han surgido “nuevas 
guerras” con otros actores y motivaciones más ligadas 
a economías ilícitas y al afán de lucro. Un análisis 
sobre las nuevas guerras puede verse en Bados y 
Durán (2015).
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nes con ocho actores y con algunos se han 
pactado acuerdos humanitarios, lo que se 
traduce en la reducción de la violencia, de 
los homicidios y de otros delitos contra la 
integridad y la libertad de los ciudadanos, 
de los liderazgos sociales y de los firman-
tes de la paz en los territorios de mayor 
conflictividad (RTVC Noticias, 2023). Un 
hecho notorio y un avance sin anteceden-
tes es el preacuerdo logrado el 9 de junio 
con el ELN para un cese bilateral del fuego 
temporal y nacional entre este grupo in-
surgente y el Estado colombiano, acuer-
do que entrará en vigencia el 6 de agosto, 
hasta por un período de 180 días (Ortega, 
2023).

Esta interpretación de las ejecutorias 
del Gobierno Petro si bien reconoce que 
ha habido errores que deben enmendarse, 
destaca que el gobierno está transitando 
una ruta propicia para la transformación 
de muchas de las discriminaciones e in-
equidades que han afectado histórica-
mente a las grandes mayorías. 

Desde otra perspectiva, la de los mo-
vimientos de derechos humanos y de los 
sectores populares fluctuantes o indeci-
sos, que pudieron haber apoyado el cam-
bio, se observa una interpretación de las 
actuaciones del gobierno en sentido próxi-
mo a la anteriormente descrita, pero con 
la introducción de un componente de pre-
ocupación por ciertos modos de proceder 
del gobierno y de sus aliados.

En primer lugar, existe cierto escepti-
cismo y perplejidad ética y política frente 
a los escándalos mediáticos en los que 
están comprometidos familiares del pre-
sidente Petro, y políticos de la coalición 
de gobierno. Se siente aquí que se están 
reproduciendo las mismas prácticas repu-
diables contra las cuales los actores crí-
ticos y progresistas han luchado siempre, 
lo que por lo menos resultaría ser, al me-
nos, un fraude al principio de moralidad 

administrativa, anhelado durante mucho 
tiempo por las fuerzas sociales que han 
luchado por una democracia sustantiva en 
el país. En segundo lugar, estos sectores se 
sienten impacientes al no ver que el go-
bierno esté tomando decisiones precisas 
y adoptando políticas sociales que im-
pacten de manera concreta la vida de los 
ciudadanos y ciudadanas, o si lo hace, no 
lo está comunicando claramente; verbigra-
cia, no se han alivianado las tarifas de los 
servicios públicos, ni los costos del trans-
porte público, ni los costos de la canasta 
familiar, y no se ha garantizado el acceso a 
agua potable en los lugares que padecen 
sed; no se ha cumplido con la liberación 
de los y las jóvenes procesados penalmen-
te y privados de su libertad por participar 
en el levantamiento social de 2021, entre 
otras promesas pendientes. Tampoco se 
ve la concreción de medidas anunciadas 
por el gobierno para la reparación de las 
víctimas. Según el mismo gobierno, es-
to se debe a los bloqueos institucionales 
que existen, o porque no hay recursos fi-
nancieros suficientes para adoptarlas; el 
mismo Presidente señaló el 9 de abril de 
este año, que como alternativa a la falta de 
indemnización de las víctimas, el gobierno 
debería emitir bonos por parte del Banco 
de la República para estos fines, situación 
impensable en el país que sigue fielmente 
la ortodoxia de los economistas moneta-
ristas (Portafolio, 2023). El gobierno tiene 
la tendencia a hacer grandes anuncios o 
promesas ostentosas y abstractas, pero su 
nivel de concreción y ejecución de planes, 
programas y proyectos de impactos social 
efectivo e inmediato, verificable en la vida 
cotidiana de la gente, es muy bajo, lento y 
hasta omisivo.

Lo que se echa de menos es una mayor 
capacidad disruptiva del gobierno. Un re-
to del actual gobierno es desarrollar una 
agenda anti-neoliberal, expresada en las 
diferentes reformas sociales prometidas. 
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Aunque el gobierno se apresuró a cumplir 
con los desafíos del cambio y presentó una 
robusta agenda de sus reformas al Congre-
so, en muchas de ellas debió ceder pun-
tos importantes de transformación. Esto es 
comprensible, ya que se requieren consen-
sos para su trámite, pero las resistencias 
han sido tan fuertes, que incluso con la 
reducción de las pretensiones de transfor-
mación presentadas, las reformas laboral, 
pensional y a la salud, no prosperaron en 
la primera legislatura.

Desde esta perspectiva de transforma-
ción social efectiva, más preocupante aún 
que la suavización de las reformas socia-
les para mantener ciertos márgenes de 
negociación con los actores económicos, 
como única forma para lograr consensos 
en el Congreso de la República, es la ac-
titud de seguir gobernando con la misma 
lógica neoliberal imperante en el país en 
las últimas décadas: no se ha abandona-
do el sistema bancario adoptado por el 
ICETEX, lo que implicaría una condonación 

de las deudas, sino que contrariamente se 
ha adoptado es una línea de alivios (tasa 
de interés 0% y la eliminación de la ca-
pitalización de intereses para los nuevos 
créditos durante el período de estudios) 
(ICETEX, 2022). El gobierno también ha op-
tado por acoger el disciplinamiento que 
suponen las reglas fiscales8 para mantener 
la estabilidad macroeconómica9, y de paso 
ha escogido la vía de lograr la paridad de 
los precios internacionales de la gasolina, 
que es una política impuesta por el Fon-
do Monetario Internacional, cuando exis-
ten experiencias en la Región que se han 
distanciado de este tipo de medidas, para 
priorizar las políticas sociales10.

En Colombia, hasta ahora, los precios 
de la gasolina no estaban equiparados 
con los internacionales porque el Estado 
asumió la carga de subsidiar el consumo 
de gasolina en el mercado interno, para 
mantener uno de los precios más bajos de 
la región. Esto fue posible por el funciona-
miento del Fondo de Estabilización de los 

8	 El Ministro de Hacienda, Ricardo Bonilla, en varias 
declaraciones dadas a medios de comunicación el 
día 11 de julio, dijo que: “sobre ese tema seguimos 
comprometidos con respetar la regla fiscal (…) es una 
regla fiscal muy dura y que efectivamente nos coloca 
en los límites… el problema mayor que tenemos en 
[el año] 24, es la acumulación de servicio a pago de 
la deuda en Colombia. El mayor vencimiento será 
en el 24 y estamos efectivamente en el tema de 
cómo pagamos la deuda en 2024 sin dificultades. 
Nos toca hacer un esfuerzo fiscal muy grande y 
esa es la razón por la cual nuestra preocupación 
como la de la Comisión de la Regla Fiscal, es que 
efectivamente allí tenemos que hacer ajustes y que 
en los años 24 y 25 tenemos que pagar la deuda al 
Fondo Monetario Internacional, y el gobierno no está 
interesado en hacer ninguna moratoria ni en declarar 
ningún incumplimiento con el Fondo”. (Transcripción 
propia). (Caracol Radio, 2023).

9	 El Ministro de Hacienda, José Antonio Ocampo, en 
un momento álgido de discusión de las reformas 
sociales, salió públicamente a decir que estas 
reformas debían ser coherentes con la regla fiscal, 
medida de ajuste para 2023 reconocida por el FMI 
(Infobae, 2023a).

10	 El presidente Lula da Silva se comprometió durante 
la campaña electoral a evitar esta situación para 
bajar los precios de los combustibles. El 16 de 
mayo de 2023, la petrolera estatal Petrobras 
informó que su consejo ejecutivo aprobó la nueva 
estrategia comercial para fijar los precios del diésel 
y la gasolina, abandonando la política de paridad 
internacional de precios del petróleo y combustibles 
derivados, evitando transferir a los precios internos 
la volatilidad de los precios internacionales y del 
tipo de cambio. La nueva estrategia de fijación de 
los precios utilizará referencias de mercado como 
el costo de los proveedores alternativos y el valor 
marginal para Petrobras. La estrategia adoptada le 
permite a la empresa brasilera flexibilidad para aplicar 
precios competitivos de acuerdo con sus activos de 
producción y con la logística del país, compitiendo en 
otras condiciones con distribuidores e importadores 
de combustible, lo que bajará los precios para los 
consumidores. Otra medida del gobierno de Lula 
fue la reanudación parcial del cobro de impuestos 
federales sobre la gasolina y el diésel, suspendido 
por Bolsonaro, y también creó un impuesto sobre la 
exportación de crudo, el cual suscitó protestas por 
parte de las petroleras extranjeras (Infobae, 2023b).
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Precios de los Combustibles desde 2007, el 
cual a finales del año 2022 representó una 
carga para el erario de más de 36 billones 
de pesos. La decisión del gobierno es libe-
rar progresivamente al Estado de pagar ese 
subsidio al consumo de la gasolina, y que 
los precios de la gasolina se alineen con 
los internacionales. Por un lado, es plau-
sible que se pretenda lograr ahorros en el 
presupuesto público para destinarlo a la 
financiación de las políticas sociales. Sin 
embargo, esa liberación de los precios de 
la gasolina conlleva, como efecto directo, 
el encarecimiento del transporte y de los 
alimentos, lo que ocasiona por supuesto 
malestar en la población. Para defenderse, 
el gobierno argumenta que el efecto del 
encarecimiento sobre los alimentos y del 
transporte es producido por los precios 
del diésel, los cuales se han mantenido 
subsidiados hasta el momento.

¿Qué se espera de este gobierno en 
materia de derechos humanos?: ¿un refor-
mismo domesticado por las reglas del neo-
liberalismo, o un reformismo transgresor? 
Un reformismo transgresor implica que an-
te las grandes necesidades que tienen los 
sectores de la periferias urbanas y rurales 
de que sus derechos humanos integrales 
sean garantizados de manera inmediata y 
efectiva, el gobierno por iniciativa propia 
o como respuesta a la movilización social, 
deba producir una desestabilización par-
cial o una modificación sustancial del ré-
gimen político (Barrera, 2022), esto supone 
dejar entre paréntesis los formalismos y el 
fetichismo jurídico del régimen santande-
rista que nos ha gobernado a lo largo de 
dos siglos de existencia republicana, según 
el cual se requieren normas para modifi-
car la realidad. Es decepcionante que en 
ciertos espacios de interlocución entre 
las instituciones y las organizaciones de 
la sociedad civil, se escuche a algunos/as 
funcionarios/as afirmar que para poner en 
marcha ciertas políticas públicas de im-

pacto, el Gobierno debe esperar a que se 
expidan las leyes, decretos reglamentarios 
o documentos CONPES, y para eso van a 
pasar varios meses. Aquí, por lo menos, 
hay una falta de sintonía con las urgencias 
de la realidad social.

En la jerga de la izquierda, es muy co-
mún escuchar la expresión de que “la re-
volución no se hace por decreto”, es decir, 
para cambiar la realidad se requiere ac-
ciones transformadoras. Por lo mismo, es 
imperativo que el gobierno tome decisio-
nes políticas y administrativas de inversión 
social, incluso con carácter disruptivo de 
los arreglos legalistas y procedimentales 
dominantes en el sistema jurídico-político 
(“país formal”), para que con creatividad 
legal, y soportadas en el marco constitu-
cional, se acelere la ejecución de recursos 
públicos disponibles para garantizar el 
bienestar general y la calidad de vida de 
la población, priorizando el gasto público 
social, como lo ordena la Constitución en 
sus artículos 350 y 366. El desafío consiste 
en impactar al “país real” (Montaña, 1973), 
lo cual se logra a corto plazo al priorizar 
el gasto público social como solución in-
mediata a las necesidades básicas insa-
tisfechas de la población más vulnerable, 
quienes históricamente han sido excluidos 
de las condiciones más elementales para 
tener una vida decente.

En la Sentencia C-368 de 2016, la Corte 
Constitucional, aclaró que el gasto públi-
co social es una designación presupuestal 
forzosa, que emana del artículo 350 C.P., 
cuyo principal fin es garantizar la financia-
ción de los mínimos materiales y vitales 
de la ciudadanía. Al analizar el contenido 
del mencionado artículo, la Corte concluyó 
que dentro de la ley de apropiaciones se 
debe incluir siempre un componente de-
nominado gasto público social que tiene 
prioridad sobre cualquier otra asignación, 
salvo en los casos de guerra exterior o por 
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razones de seguridad nacional; y que tal 
rubro debe distribuirse de manera territo-
rial a partir del análisis sobre el número 
de personas con necesidades básicas in-
satisfechas, del total de la población y de 
la eficiencia fiscal y administrativa, confor-
me la ley. Lo que le toca al Gobierno, en 
consecuencia, es aplicar estas subreglas 
constitucionales con base en un buen di-
seño de políticas y programas sociales de 
alto impacto.

El mismo nivel de urgencia en proveer 
soluciones a los mínimos vitales se en-
cuentra en el párrafo 1 del artículo 2 del 
Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, interpretado por 
el Comité encargado de monitorear este 
instrumento, en su Observación General 
No. 3 el Comité plantea dos cuestiones de 
interés: que corresponde a cada Estado 
Parte una obligación mínima de asegurar 
la satisfacción de niveles esenciales de 
cada uno de los derechos y, segundo, que 
el párrafo 1 del artículo 2 obliga al Estado 
a tomar las medidas necesarias “hasta el 
máximo de los recursos de que un dispon-
ga”. Igualmente, el Comité aclara que un 
Estado Parte solo puede justificar su falta 
de cumplimiento de las obligaciones míni-
mas cuando demuestra que ha realizado 
todos los esfuerzos a su alcance y ha uti-
lizado los recursos disponibles, priorizan-
do el cumplimiento de esas obligaciones 
mínimas.

Sin embargo, no se trata de que el Go-
bierno desborde el gasto público aumen-
tando en billones de pesos y sin mayores 
límites la financiación de todos los progra-
mas que puedan surgir de las reivindica-
ciones sociales, o sin tener en cuenta la 
realidad de los ingresos que tiene el Es-
tado ahora, y en el futuro cercano. Lo más 
razonable es avanzar en un manejo presu-
puestal que, de manera ordenada, impacte 
la vida de sectores sociales con mayores 

necesidades. Se trata de avanzar en una 
programación del presupuesto por resul-
tados, que obligue a la institucionalidad 
a una ejecución eficiente con base en las 
metas sociales trazadas, en su viabilidad 
y con soporte en el principio de prioridad 
del gasto público social.

En esta misma línea de acción, el Gobier-
no debería mostrar voluntad política para 
revisar algunas rigideces legales y consti-
tucionales del presupuesto, como algunos 
presupuestos sectoriales que siempre se 
han mostrado ineficaces, verbigracia, los 
de seguridad e incluso justicia, o el siste-
ma de regalías. Estos recursos podrían ser 
reorientados técnicamente hacia objeti-
vos de mayor impacto. Un buen ejemplo 
de esto es el desmonte de los subsidios 
a los combustibles que liberaría al erario 
público del gran déficit del Fondo de Esta-
bilización que llegó en 2022 a 36 billones 
de pesos (dos reformas tributarias), y que 
para el presente año (teniendo en cuen-
ta el efecto de la nivelación de los precios 
de la gasolina con los costos internacio-
nales), se estima será de 18 billones. Esta 
reducción  significa que el Gobierno está 
liberando espacios fiscales importantes 
que pueden facilitar la financiación de las 
reformas sociales, al tiempo que mantiene 
márgenes de equilibrio macroeconómico.

El peor escenario para el país sería in-
tentar financiar las reformas sociales del 
PND, y un número emergente de programas 
sociales en respuesta a las movilizaciones 
sociales, sin tener un respaldo financiero 
en los ingresos del Estado o en el creci-
miento del PIB nominal o la inflación. Tal 
situación podría llevar a un desbalance en 
las finanzas públicas y, probablemente, a 
un endeudamiento muy oneroso para el 
Estado, dado las condiciones actuales para 
contratar empréstitos con la banca nacio-
nal o internacional. Sin embargo, una sim-
ple decisión administrativa de reorientar 
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estratégicamente los énfasis del presu-
puesto público mostrará a la ciudadanía 
que hay un Gobierno diferente.

Lo que está en juego con estos arreglos 
macroeconómicos no es que el gasto pú-
blico se someta al cinturón que impone la 
regla fiscal, sino que el Gobierno del pre-
sidente Petro priorice y reoriente el gasto 
público, haciendo realidad el presupuesto 
público por resultados. También es nece-
sario cambiar la orientación de algunos 
rubros del presupuesto de la Nación que 
son ineficientes y, seguramente, modificar 
algunas reglas de indexación que hacen 
inflexible el presupuesto.

El gobierno actual ya cuenta con la re-
forma tributaria que le provee de recur-
sos para concretar el gasto público social, 
y en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 
se encuentran identificados los ejes de las 
grandes transformaciones sociales que re-
clama la sociedad colombiana; por lo mis-
mo, manos a la obra. 

El PND es indudablemente el primero 
de la historia de este país que se alinea 
con las reivindicaciones de derechos hu-
manos, de la paz y de la democracia pro-
funda de los movimientos sociales, lo que 
lo convierte en una aspiración emancipa-
toria. El compromiso temprano del Gobier-
no Petro con los derechos humanos quedó 
establecido en la presentación del Informe 
de la Comisión de la Verdad y la Reconci-
liación: “Hay futuro, si hay verdad”, el 28 de 
junio de 2022. Durante este acto, el recién 
elegido Presidente, prometió que las re-
comendaciones del Informe, serían imple-
mentadas integralmente por su Gobierno 
(El Espectador, 2022).

El 26 de julio de 2023, durante la pre-
sentación del primer informe del Comité 
de Seguimiento y Monitoreo a la Imple-
mentación de las Recomendaciones de la 
Comisión de la Verdad (creada por el Dcto. 

588 de 2017) varios de los intervinientes 
reconocieron que, a pesar de que el Sena-
do de la República no aprobó el artículo 
8 del PND, donde quedaba consagrado el 
compromiso explícito de todas las entida-
des del Gobierno con la implementación 
de tales recomendaciones, varias políticas 
incluidas en el PND estaban comenzando 
a hacer realidad muchas de las orienta-
ciones dadas por la Comisión de la Verdad 
para la construcción una paz sostenible, 
para la reconciliación, para la reparación 
de las víctimas y para las garantías de no 
repetición (Comisión de la Verdad, 2023).

Entre las políticas que son coherentes 
con las recomendaciones de la Comisión 
de la Verdad se encuentran: el estableci-
miento de un ordenamiento territorial al-
rededor del agua, la búsqueda de la paz 
total, el reconocimiento del campesinado 
como sujeto de especial protección cons-
titucional, el derecho humano a la ali-
mentación, la creación de una jurisdicción 
agraria, el cumplimiento de las metas de 
la reforma rural integral, la seguridad hu-
mana con sus reformas sociales, el respeto 
y garantías a la participación política y la 
justicia ambiental. Estas y otras políticas 
que rompen históricas injusticias en el país 
abren paso a la construcción de una socie-
dad en paz y a la superación de las causas 
que han generado los diferentes ciclos de 
violencia sociopolítica en Colombia.

De acuerdo con el balance hecho por el 
Departamento Nacional de Planeación so-
bre la implementación de las recomenda-
ciones de la Comisión de la Verdad, se ha 
avanzado en medidas referentes a 64 de 
esas recomendaciones en el PND aproba-
do. De estas, unas 47 requieren el apoyo y 
concurrencia de las entidades territoriales, 
razón por la cual es imprescindible conti-
nuar con el trabajo de divulgación y apro-
piación social de las recomendaciones. 
Además, es necesario asegurar que en las 
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elecciones territoriales, los y las elegidos 
estén informados y comprometidos con el 
legado de la Comisión de la Verdad.

Angelika Rettberg, miembro del Comité 
de Seguimiento a las Recomendaciones, 
sostuvo que la décima parte de los 77 pro-
yectos de ley tramitados durante la primera 
legislatura en el Congreso de la República, 
estuvieron directa o indirectamente rela-
cionados con las recomendaciones de la 
Comisión de la Verdad. Tanto el PND como 
los dos actos legislativos aprobados (la ju-
risdicción agraria y el campesinado como 
sujetos de derechos), constituyen verda-
deros hitos en las políticas públicas en el 
país y reflejan la centralidad que tiene el 
trabajo legislativo con el cumplimiento de 
las recomendaciones, que son patrimonio 
público de las víctimas y de la sociedad. 
Estas recomendaciones se constituyen en 
obligaciones éticas y jurídicas para el Es-
tado.

Las redes de derechos humanos que 
producen este informe compartimos la 
misma convicción y apoyamos decidida-
mente las políticas consagradas en el PND. 
Somos conscientes de que Petro no está 
instaurando el socialismo con las refor-
mas sociales. Él mismo ha reconocido que 
está modernizando el capitalismo feudal 
que ha existido en esta república desde su 
creación.

Ojalá que en este período, propicio pa-
ra hacer efectivas políticas que aseguren 
los derechos humanos básicos de las ciu-
dadanías, que es la condición más esen-
cial para avanzar hacia la modernidad, el 
oligopoder bicentenario encarnado en 
los partidos tradicionales, en los gremios 
económicos, los grandes medios de co-
municación, las burocracias entronizadas 
en las instituciones y en otros sectores al 
servicio del statu quo,  no recaiga en la 
longeva manía cultural que ha atravesado 
la historia de este país, y que el profesor 

Rafael Gutiérrez Girardot denominó como 
el “retro-progresismo”. Esta noción fue ex-
plicada con lucidez por el profesor Rubén 
Jaramillo (1988) como la “coexistencia de 
formas de experiencia y comportamien-
to anacrónicas e inclusive contradictorias 
con los patrones de la modernidad, en 
las que se reflejan los compromisos y las 
transacciones, las soluciones a medias, las 
semiverdades y semimentiras que han re-
sultado de todo ello ante la tensión entre 
lo premoderno y lo moderno a lo largo de 
nuestra historia”.
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E
s un acontecimiento histórico 
que, por primera vez en los 212 
años de vida republicana, la 
voluntad popular haya lleva-
do al gobierno a dos dirigen-

tes, como Gustavo Petro y Francia Márquez, 
quienes no provienen de los sectores tra-
dicionales dominantes. Esto permitió que 
el Programa de Gobierno propuesto se 
centrara en un enfoque de derechos hu-
manos, inclusión social y justicia ambien-
tal. Además, se estableció un mandato 
expreso para la construcción de la paz y 
la finalización de las guerras que han si-
do utilizadas por los sectores tradicionales 
para encubrir e imponer sus estrategias de 
exclusión, despojo, gobernanza autoritaria 
y privilegios inaceptables.

El Programa de Gobierno “Colombia, 
Potencia Mundial de la Vida 2022-2026” 
de Gustavo Petro y Francia Márquez está 
centrado en una visión derechos humanos 
integrales, que se articulan en torno a tres 
ejes fundamentales: Paz Total, Justicia So-
cial y Justicia Ambiental. Nunca antes en la 
historia de Colombia un gobierno nacional 
había llegado con un mandato tan claro 
y comprometido en la realización de una 
Agenda de Derechos Humanos que abar-
que a todos los sectores sociales. Además, 
este gobierno tiene la intención explícita 

de enfrentar la crisis humanitaria, el de-
sastre ambiental y la enorme desigualdad 
económica y social acumulada por ante-
riores gobiernos, especialmente durante el 
mandato indolente, violento y retrógrado 
de su predecesor, Iván Duque.

En este período, los movimientos socia-
les y de derechos humanos y construcción 
de paz, respaldamos de manera decidida 
la voluntad del gobierno, enfrentando las 
enormes resistencias institucionales y sis-
témicas que se oponen a estos cambios. 
Por primera vez, se ha logrado la elabora-
ción de un Plan Nacional de Desarrollo con 
la participación masiva de los movimientos 
sociales, y se han incorporado sus deman-
das en áreas cruciales como los derechos 
humanos, la protección de los territorios 
y su ordenamiento alrededor del agua, la 
preservación de la diversidad natural y la 
soberanía alimentaria.

La Política de Paz Total

Dada la parálisis y retrocesos del proceso 
de paz durante los cuatro años del gobier-
no de Iván Duque, así como la reconfigu-
ración del conflicto armado a partir del 
copamiento de zonas rurales en casi la 
mitad de los municipios colombianos por 

Seguridad y Paz en el Gobierno
del Presidente Petro
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actores armados, cuya presencia se triplicó 
durante ese período (OCHA, 2023, p. 8), el 
presidente Petro planteó desde su campa-
ña una estrategia de Paz Total con todos 
los actores que ejercen violencia en los te-
rritorios, concebida además en el diálogo 
con amplios sectores de la sociedad civil, y 
concomitante a la reactivación de la imple-
mentación del Acuerdo Final con las Farc. 
Esta apuesta se convirtió en uno de los ejes 
de su programa de gobierno, junto con la 
estrategia de lucha contra la desigualdad 
y la estrategia de justicia ambiental. Esta 
última se enfoca en la construcción de un 
nuevo modelo de desarrollo basado en la 
producción de energías limpias, la pro-
tección de los bosques y la sustitución de 
combustibles fósiles.

Los principios de esta política se ma-
terializaron a través de la aprobación de 
la reforma a la Ley de Orden Público con 
la Ley de Paz Total (Ley 2272 de 2022), me-
diante la cual se habilitaron dos vías para 
la superación de la violencia de los grupos 
armados: 1) promover la negociación polí-
tica con los grupos de naturaleza política 
(que luego se definió implicaba al ELN, a 
las disidencias del llamado Estado Mayor 
Central y posiblemente a los denominados 
disidentes de la Nueva Marquetalia). 2) La 
vía de las Conversaciones Socio-Jurídicas 
o de la sujeción a la justicia con las de-
más estructuras ilegales de crimen de alto 
impacto, entre las que estarían el Clan del 
Golfo o Autodefensas Gaitanistas de Co-
lombia, las Autodefensas Campesinas de 
la Sierra Nevada de Santa Marta (los Pa-
chencas) y otras organizaciones armadas 
urbanas que operan en ciudades como 
Medellín, Quibdó y Buenaventura.

La búsqueda de la paz con todas las es-
tructuras que han perpetuado la violencia 
es una meta ambiciosa del actual gobierno. 
Esta iniciativa tiene el respaldo de amplios 
sectores de la población, especialmente 

de las áreas más afectadas por el con-
flicto armado. Sin embargo, la resistencia 
proveniente de sectores de ultraderecha, 
partidos tradicionales y las autoridades de 
la Fiscalía y de los organismos de control 
ha obstaculizado la concreción del marco 
legal necesario para llevar a cabo estas 
conversaciones, sobre todo con aquellas 
estructuras ilegales que carecen de natu-
raleza política. La necesidad de considerar 
rebajas de penas y la posibilidad de que 
aquellos que se sometan a la ley puedan 
mantener una porción reducida de los bie-
nes ilegales en su poder, a cambio de pro-
porcionar verdad y entregar la mayor parte 
de sus bienes para reparar a las víctimas, 
ha sido distorsionada por sectores como 
el fiscal, la procuradora y sectores de ul-
traderecha, presentándola erróneamente 
como concesiones al narcotráfico o como 
un pacto con la impunidad. Esta interpre-
tación ha generado un estancamiento en 
el desarrollo del marco legal necesario pa-
ra viabilizar dichas negociaciones.

Debido a la falta de mayorías parlamen-
tarias necesarias para aprobar tanto la Ley 
de Sujeción como la Ley de Humanización 
de las Cárceles y rebajas de penas, el Go-
bierno confió en que a través de los meca-
nismos de diálogo, coalición y negociación 
en el Congreso con partidos políticos y sus 
representantes en ambas cámaras, podría 
sacar adelante dichas propuestas. Sin em-
bargo, estas reformas y otras de naturale-
za estructural, como las de salud, laboral 
y pensiones no alcanzaron las mayorías 
para su aprobación en la primera legisla-
tura. Ante la conformación de alianzas en 
el Congreso para hundir las reformas, y la 
ausencia de mayorías políticas para sacar-
las adelante, el Gobierno evaluó la posi-
bilidad de buscar el sometimiento de las 
estructuras ilegales con las cuales está en 
conversaciones por la vía de la Ley 975 de 
2005 (Ley de Justicia y Paz), marco jurídico 
por medio del cual se llevó a cabo la des-
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movilización (parcial) de los grupos para-
militares en el gobierno de Álvaro Uribe.

En Colombia existen muchos sectores 
que se lucran de la guerra y de las acti-
vidades económicas impulsadas por el 
crimen organizado. Además, se presentan 
argumentos contrarios a la búsqueda de 
soluciones negociadas, los cuales preten-
den prevalecer en la opinión pública y se 
oponen a las concesiones necesarias para 
lograr la paz con los grupos armados. Des-
pués de 60 años de conflicto armado es 
una verdad manifiesta que por el camino 
de la fuerza no se podrá imponer la derro-
ta de los alzados en armas, así como tam-
bién es claro que sin beneficios jurídicos 
no es posible avanzar hacia una desmovili-
zación y sujeción a la ley de las estructuras 
ilegales, del crimen organizado y del nar-
cotráfico. Los enormes beneficios genera-
dos por el narcotráfico, la minería ilegal, la 
extorsión y el control armado de los terri-
torios actúan como fuertes incentivos para 
aquellos que promueven estas actividades 
y para sus aliados dentro del Estado. Así, 
la prolongación del conflicto favorece el 
crecimiento y consolidación de las mafias 
y estructuras de lucro que oprimen y con-
dicionan la vida cotidiana de millones de 
personas en el país.

A un año de iniciado el gobierno de 
Gustavo Petro el avance del proceso de paz 
con el ELN suscita grandes esperanzas. En 
el tercer ciclo de conversaciones en La Ha-
bana, se alcanzó un Acuerdo sobre el ce-
se al fuego bilateral, nacional y temporal y 
un Mecanismo de monitoreo y verificación. 
Ambos cuentan con protocolos definidos 
para su seguimiento e implementación, lo 
que permitirá la participación de la socie-
dad civil mediante mecanismos de veedu-
ría social. Se acordó también una Agenda 
para avanzar en los puntos de la negocia-
ción convenidos en el Acuerdo de México 
y la conformación de un Comité Nacional 

de Participación, conformado por 81 or-
ganizaciones. A través de este comité, se 
habilita la participación de los distintos 
sectores sociales en la identificación de 
las propuestas para la transformación de-
mocrática, que conduzca hacia una visión 
compartida de paz en el país. Además, se 
propone establecer un diálogo nacional 
para viabilizar estas propuestas.

El reinicio de los diálogos con el Estado 
Mayor Central y los acuerdos para discutir 
y aprobar en primer lugar el cese al fuego 
bilateral, así como el acuerdo para instalar 
un Equipo Nacional de Generación de Con-
fianzas y Resolución de Contingencias, con 
esta estructura, vuelve a generar grandes 
expectativas. Esto ocurre tras las rupturas 
al cese al fuego con dicha agrupación por 
el asesinato de cuatro niños indígenas, 
que habían escapado de su reclutamien-
to; este hecho ha creado desconfianza en 
amplios sectores sobre la viabilidad de un 
proceso de paz serio con este actor arma-
do. El anuncio de inicio de conversaciones 
con las organizaciones armadas en Buena-
ventura genera también prudentes expec-
tativas para la superación de esa guerra 
urbana que ha generado de cientos de víc-
timas.

La realidad actual del conflicto que en-
frenta la sociedad colombiana implica una 
guerra en la que intervienen actores de 
naturaleza política y el predominio de es-
tructuras criminales centradas en el con-
trol de economías ilegales (narcotráfico, 
minería ilegal, prestadiario, tráfico de per-
sona, extorsión y control urbano territorial, 
etc.), que además tienen vínculos con la 
economía legal, sectores de la dirigencia 
política y los organismos de seguridad. Las 
estrategias para superar estas formas de 
violencia requieren enfoques complejos, 
que muchas veces encuentran las mayores 
resistencias en sectores institucionales, 
mediáticos y políticos relacionados o vin-
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culados con los negocios o sectores de las 
economías ilegales, frente a las cuales se 
oponen a su desmantelamiento, pues pon-
drían en riesgo parte de las inconfesables 
bases de su poder político o económico.

Hay incertidumbres también frente a la 
voluntad genuina de los actores ilegales 
por llegar a un proceso de fin de la vio-
lencia, lo que debería motivar una vigoro-
sa movilización de la sociedad alrededor 
de la persistencia en las salidas negocia-
das tanto del conflicto armado como del 
conflicto social en los territorios. La impe-
riosa necesidad de alcanzar la paz es un 
requisito estructural para superar el atra-
so, la exclusión, la precariedad de la de-
mocracia y la violencia en que han vivido 
millones de personas en amplias regiones 
del país. 

La Política de Seguridad 
y Defensa

Por más de 60 años las políticas de segu-
ridad se articularon alrededor del propó-
sito del combatir y aniquilar un enemigo 
interno, cuya definición ha venido va-
riando desde su identificación con “la 
subversión comunista”, “el terrorismo”, 
los “vándalos” que protestan, e incluso 
a todos los sectores de la población que 
expresan la inconformidad, la disidencia 
social, el pensamiento rebelde o cual-
quier otra subjetividad alternativa. Este 
enfoque dio lugar a la adopción de prác-
ticas de violencia extrema y genocidio 
continuado contra la población, causando 
el exterminio de amplios sectores del mo-
vimiento indígena, campesino, sindical y 
de otros segmentos sociales y críticos de 
oposición política.

Prácticas como la represión violenta de 
las protestas durante el estallido social de 
2021, que resultó en 84 asesinados y más 

de 1.900 heridos, así como la eliminación 
de más de 6.402 jóvenes para mostrar su-
puestos éxitos de la estrategia de seguri-
dad, y el continuo exterminio de líderes y 
lideresas sociales, así como de personas 
firmantes del Acuerdo de paz, ponen en 
evidencia el agotamiento del modelo de 
seguridad actual. Esto ha llevado a diver-
sos sectores de inconformidad a impulsar 
líderes populares, como Gustavo Petro y 
Francia Márquez, quienes propusieron pa-
ra la población un nuevo modelo de “segu-
ridad humana”.

La Ley de Paz Total define la Seguri-
dad Humana como aquella que “consiste 
en proteger a las personas, la naturaleza 
y los seres sintientes, de tal manera que 
realce las libertades humanas y la plena 
realización del ser humano por medio de 
la creación de políticas sociales, medioam-
bientales, económicas, culturales y de la 
fuerza pública que en su conjunto brinden 
al ser humano las piedras· angulares de la 
supervivencia, los medios de vida y la dig-
nidad” (Ley 2272 de 2022, art. 2a).

Con el propósito de replantear conduc-
tas y modelos de actuación de una Fuerza 
Pública que en años recientes se ha visto 
implicada en graves violaciones de dere-
chos humanos, una de las medidas más 
importantes para avanzar en la estrate-
gia de seguridad humana fue el nombra-
miento de un Ministro de Defensa, con un 
amplio reconocimiento por su lucha por 
los derechos humanos, el combate a la 
corrupción y su capacidad para enfrentar 
la criminalidad organizada y las dinámicas 
de impunidad. La designación del Dr. Iván 
Velásquez Gómez ha sido de gran impor-
tancia para establecer un mandato claro 
de no tolerancia ante las violaciones de 
derechos humanos y la corrupción en la 
institución militar y policial. Esta designa-
ción ha contribuido a generar un cambio 
en la gestión de la seguridad y a impulsar 
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un enfoque hacia la seguridad humana en 
las instituciones militares y policiales. En 
este sentido, una de las primeras medidas 
tomadas consistió en el retiro del servicio 
de 52 generales para conformar una cúpu-
la militar libre de corrupción, sin vínculos 
con el paramilitarismo y sin antecedentes 
de violaciones a los derechos humanos (El 
Colombiano, 2022).

Aunque el Programa de Gobierno del 
presidente Petro incluye el compromiso de 
una policía civil para la vida y la seguri-
dad humana, su reubicación bajo un mi-
nisterio civil y el desmonte del ESMAD, así 
como una reestructuración de la Policía 
Nacional con amplia participación ciuda-
dana, la puesta en práctica de estas medi-
das ha encontrado fuertes resistencias en 
la Fuerza Pública, lo que pone en duda su 
implementación durante este gobierno. La 
transformación de la policía ha quedado 
pendiente en un proceso de auto-refor-
ma con cambios superficiales y una par-
ticipación ciudadana limitada. La Mesa 
de organizaciones de derechos humanos 
sobre Reforma Policial manifestó que la 
transformación del ESMAD en UNDMO no 
fue estructural ni contó con una verda-
dera participación social. Ellos exigieron 
una transformación estructural de la Po-
licía, con un diálogo inclusivo, garantías y 
enfoque orientado hacia cambios reales 
(Coordinación Colombia – Europa – Esta-
dos Unidos, 2023). Los casos de ejecucio-
nes extrajudiciales han sido excepcionales, 
y el gobierno ha cumplido con su mandato 
de rechazar cualquier bombardeo cuando 
existe riesgo de muerte de civiles o niños. 
Sin embargo, las presiones de sectores mi-
litaristas, junto con las dudas dentro del 
gobierno, sobre la compra de aviones de 
combate por un monto billonario, podrían 
generar tensiones con sectores sociales 
que abogan siempre por estrategias de 
desarme y convivencia pacífica entre na-
ciones (Carvajal, 2023).

No obstante, persisten dudas sobre 
cuán lejos se llegará en la implementación 
de la política integral de desmantelamien-
to de las estructuras criminales y el para-
militarismo, compromiso del Acuerdo Final 
de Paz con las Farc, ratificado por un man-
dato judicial de la JEP. Hasta el momento, 
el enfoque se ha centrado en la expectativa 
de cumplir con los acuerdos relacionados 
con el cese al fuego y la desmovilización, 
logrados a través de procesos de sujeción 
a la justicia y negociaciones políticas con 
los grupos armados organizados. Las pre-
siones desde el Ministerio para afectar la 
economía de las estructuras criminales 
han llevado a incautaciones considerables 
de drogas ilícitas, en mayor medida por Ar-
mada, y resultados menos ambiciosos en 
cuanto a captura de cabecillas o sus vín-
culos en el mundo empresarial, político o 
militar.

Los éxitos en cuanto detener y reducir 
la deforestación usada para actividades 
criminales son irrefutables (Minambiente, 
2023). El Gobierno de los Estados Unidos 
reconoció que Colombia se ha converti-
do en “un exportador neto de seguridad 
a nivel mundial” (El Espectador, 2023) y 
además decidió suspender el monitoreo 
que por décadas mantuvo sobre los cul-
tivos ilícitos en Colombia (Gómez, 2023). A 
pesar de esto, la corrupción en varios sec-
tores militares y policiales, junto con la 
persistencia de vínculos con estructuras 
paramilitares y la connivencia con bandas 
de microtráfico y narcotraficantes, sigue 
prevaleciendo en numerosas regiones del 
país. Estos elementos contribuyen a per-
petuar el clima de violencia. Estos rasgos 
evidencian que el proceso de cambio y 
transformación estructural de la fuerza 
pública podría llevar varios años, pero si-
gue siendo una exigencia apremiante. A 
pesar de las resistencias, el Gobierno se 
encuentra y debe permanecer comprome-
tido con este proceso.
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La situación de los defensores
y defensoras de derechos
humanos 

A pesar de que el Gobierno acogió tem-
pranamente el Plan de Emergencia para la 
Protección a personas líderes sociales, de-
fensoras de DDHH y firmantes de Paz, pre-
sentado por las Plataformas de Derechos 
Humanos, la Cumbre Agraria, el Programa 
Somos Defensores y varios congresistas 
comprometidos con los derechos humanos, 
su implementación ha sido lenta e incom-
pleta Esta implementación ha estado mar-
cada por la falta de articulación y por las 
diferentes voluntades existentes entre di-
versas instancias del Estado a nivel local, 
regional y nacional. El nuevo ministro de in-
terior Luis Fernando Velasco no muestra el 
mismo dinamismo y nivel de interlocución 
y compromiso con los derechos humanos y 
quienes los defienden que exhibía Alfonso 
Prada, lo que puede condicionar la voluntad 
a este nivel en distintas instancias guberna-
mentales, pues a nivel territorial la voluntad 
de alcaldes y gobernadores con la protec-
ción de los liderazgos y quienes defienden 
los derechos humanos es más bien escasa 
Por lo tanto, esta disposición solo podría ser 
promovida e impulsada a través de la pre-
sencia del gobierno central, mediante inter-
locuciones con autoridades de alto nivel.

El Gobierno ha puesto al frente de las 
Direcciones de Derechos Humanos del 
Ministerio del Interior y del Ministerio de 
Defensa a competentes y destacados ac-
tivistas provenientes del movimiento de 
derechos humanos, han llevado a cabo ac-
tividades cruciales de interlocución y aten-
ción de vulneraciones de derechos, y han 
reactivado dinámicas con el movimiento 
social como las Mesas de Garantías, la ar-
monización de la Política de Prevención, el 
Plan de Acción para la Política Publica de 
Protección a Lideresas Sociales o la Polí-

tica Pública de Garantías para las Perso-
nas Defensoras de Derechos Humanos. Sin 
embargo, la ausencia de una autoridad 
nacional con nivel ministerial reconocida 
por defender públicamente el mandato 
gubernamental de comprometer al Esta-
do en su conjunto en el reconocimiento y 
superación de la crisis persistente de de-
rechos humanos, junto con el perfil opaco 
y debilitado de otras autoridades como la 
Viceministra de Diálogo Social o la Con-
sejera Presidencial de Derechos Huma-
nos, reflejan una brecha significativa entre 
los propósitos de derechos humanos del 
presidente y su Plan de Gobierno, y la ca-
pacidad y poder de gobernanza de su ad-
ministración para impulsar los cambios en 
los territorios y ante las autoridades regio-
nales y locales con la responsabilidad de 
afrontar la situación de violencia, deterio-
ro de las condiciones humanitarias y ata-
ques persistentes a la labor de personas y 
comunidades que defienden los derechos 
humanos, la construcción de paz o la de-
fensa de sus territorios.

El informe del secretario general sobre 
la Misión de Verificación de Naciones Uni-
das en Colombia advierte que “La grave 
situación de la seguridad que enfrentan 
los líderes sociales y los defensores de los 
derechos humanos en varias regiones no 
ha cambiado” (ONU, 2023, p. 9) debido a di-
námicas regionales de violencia en las que 
“La persistencia de la violencia de grupos 
armados ilegales y organizaciones crimina-
les sigue perturbando la vida de los civiles y 
socavando la construcción de la paz en va-
rias regiones, lo que resalta la importancia 
de las iniciativas de paz y de que se amplíen 
los esfuerzos para expandir la presencia del 
Estado de manera que se proteja a las co-
munidades vulnerables, especialmente en 
las zonas rurales” (ONU, 2023, p. 7).

En los primeros 12 meses del actual go-
bierno, se ha registrado el asesinato de 168 



43

Seguridad y paz en el Gobierno del presidente Petro

líderes sociales y defensores de derechos 
humanos (70 entre el 7 de agosto y el 31 de 
diciembre de 2022, y 98 en lo que va del 
año hasta el 26 de julio de 2023) (Indepaz, 
2022, 2023). Esto significa que un líder so-
cial es asesinado cada dos días. Durante 
el mismo período, han sido asesinados 34 
excombatientes firmantes de paz (11 entre 
agosto y diciembre de 2022 y 23 hasta el 
27 de julio de 2023). Esto evidencia que, a 
pesar de las medidas del Plan de Emer-
gencia y las declaraciones voluntarias de 
varios grupos armados de acatar un cese 
al fuego, la violencia contra los líderes y 
los defensores de la paz no disminuye. Las 
nuevas negociaciones de paz y conversa-
ciones con el EMC y las estructuras de cri-
men urbano deberían tener un impacto en 
la reducción de esta dramática realidad.

Sin embargo, mientras no se llegue a 
una solución de desmantelamiento o des-
movilización de las estructuras criminales 
que atentan contra la vida, libertad y se-
guridad de los líderes y lideresas sociales, 
excombatientes y quienes defienden la 
paz en los territorios, es difícil esperar el 
fin de la violencia en su contra. Al respec-
to, las mayores falencias están en el papel 
de Fiscalía por esclarecer estos crímenes 
y desmantelar las estructuras que los per-
petran.

Aunque el Fiscal General de la Nación 
anuncia haber llegado a tasas de esclare-
cimiento de los asesinatos de líderes so-
ciales del 73% de los casos (FGN, 2023), la 
verdad es que apenas un 5,6% de los casos 
tienen alguna sentencia, y las condenas 
no alcanzan casi en ningún caso a los de-
terminadores o máximos responsables de 
las estructuras que ordenan su exterminio 
(Historias inconclusas, 2023). Hasta que no 
se logre identificar a los responsables para 
llevarlos ante la Justicia, la impunidad con-
tinuará siendo un incentivo para la perpe-
tuación de esta dinámica criminal.

Es fundamental priorizar la protección 
de los liderazgos sociales en los actuales 
procesos de paz, en la implementación de 
los ceses del fuego y la participación de la 
sociedad en estos procesos. Sin embargo, 
la suerte y la vida de los líderes no puede 
estar subordinada a que en un futuro se 
logre efectivamente la desmovilización y 
el sometimiento de las estructuras crimi-
nales responsables de sus agresiones y su 
exterminio.

Al respecto, el reciente llamamiento de las 
Organizaciones de la Sociedad Civil sobre el 
Modelo de Protección en Colombia advirtió 
que “Es urgente materializar la convergen-
cia de las políticas de: paz total, desmante-
lamiento de organizaciones criminales, de 
seguridad y de garantías para el ejercicio de 
la labor de defensa de los derechos huma-
nos” y que, en consecuencia, resulta urgente 
“la conformación de un sistema nacional de 
prevención y protección estatal civilista, de 
carácter progresivo, de construcción partici-
pativa y vinculante, que incorpore mecanis-
mos de control y veeduría social; que avance 
hacia un nuevo modelo de protección colec-
tiva, sinérgico; que trascienda la prevención 
más allá del riesgo inmediato; que incorpore 
de forma efectiva los enfoques diferencia-
les, étnico, de género, feminista, territorial 
e intersectorial; que redefina el papel de la 
Fuerza Pública y garantice un rol activo de 
los órganos de investigación y control; y se 
enfoque en la desactivación de la causas 
estructurales generadoras de la violencia 
selectiva y sociopolítica contra personas de-
fensoras y lideresas, periodistas y firmantes 
de paz” (Programa Somos Defensores, 2023). 
Esa sería la ruta apropiada para impedir la 
continuidad del exterminio de los liderazgos 
sociales en el país.

En conclusión, el tránsito de un mode-
lo de seguridad y defensa arraigado por 
décadas en la subordinación de la pobla-
ción civil y especialmente de los sectores 
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marginados, basado en la vigilancia poli-
cial y el poder militar que los ha catalo-
gado como “enemigos internos del orden 
establecido” ante sus reclamos, inconfor-
midades y protestas, hacia un enfoque de 
seguridad centrada en el aseguramiento 
de las condiciones para que todas las per-
sonas, sin exclusiones, puedan ganarse la 
vida, cubrir sus necesidades básicas, de-
sarrollar sus proyectos de vida y participar 
de forma y libre en la sociedad (seguridad 
humana) constituye la apuesta vital de es-
te gobierno. 

Las dinámicas institucionales arraiga-
das, los marcos jurídicos y legales así co-
mo las prácticas que por décadas se han 
consolidado para mantener un sistema 
de privilegios y exclusión, para dar lugar 
a una de las sociedades más desiguales, 
generan inercias y resistencias que deben 
enfrentarse con audacia y con el apoyo 
firme de iniciativas ciudadanas y movili-
zación social. Entre estas resistencias, se 
encuentran la obstrucción ejercida por los 
sectores dominantes, que obstaculizan el 
cumplimiento de los acuerdos de paz y la 
aplicación de la ley en relación con los di-
versos focos de violencia presentes en los 
territorios. 

Para avanzar en el sentido menciona-
do, es crucial intensificar el compromi-
so del Estado con los derechos humanos 
desde las esferas centrales de poder del 
Gobierno. Además, resulta esencial que 
las autoridades encargadas de garantizar 
y proteger los derechos humanos adopten 
un enfoque más competente y proactivo. 
Estas medidas fortalecerían aún más la 
determinación manifestada por el actual 
gobierno en su propósito de implementar 
políticas que promuevan la seguridad, la 
satisfacción de las necesidades colectivas 
y la participación democrática, de manera 
adquiera cuerpo el concepto de seguridad 
humana en la vida cotidiana.
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Las mujeres en Colombia: 
potencia mundial de la vida

C
on un discurso que aboga por 
la igualdad y el reconocimien-
to de los nadies, de las perso-
nas históricamente excluidas, 
la apuesta del Gobierno de 

Gustavo Petro y Francia Márquez se abrió 
camino en la intención de voto de las muje-
res en Colombia. Sectores importantes del 
movimiento social, de mujeres y feminista 
impulsaron masivamente la visibilidad de 
sus propuestas en favor de la transforma-
ción de las desigualdades sociales y de gé-
nero que históricamente han demandado 
las mujeres. Estos esfuerzos han resultado 
en un capital político significativo; más de la 
mitad de las personas que votaron en esas 
elecciones fueron mujeres. Un año después, 
los avances y los desafíos nos recuerdan 
que las mujeres somos ciudadanas exigen-
tes y activas en el ejercicio de control social. 
Nos mantenemos firmes en nuestro com-
promiso de elevar la voz para reconocer los 
logros, pero también para señalar los retos 
y los obstáculos que persisten.

Durante los últimos cuatro años, antes 
de iniciar este gobierno, la agenda de las 
mujeres en Colombia había experimenta-
do dos tendencias preocupantes. Por un 
lado, a pesar de su enorme fuerza colecti-
va y su organización, esta agenda había si-
do invisibilizada. Por otro lado, había sido 

instrumentalizada para respaldar ciertos 
aspectos que promovían una perspectiva 
restrictiva en relación a los derechos.

En este primer año de gobierno, han co-
menzado a emerger en la agenda política 
ciertos aspectos estructurales destinados 
a reducir las bases de desigualdad y opre-
sión que han marginado a las mujeres. Es-
te desarrollo marca el inicio de un cambio. 
Aunque su alcance podría limitarse al corto 
plazo –quedan tres años de gobierno–, re-
presenta una oportunidad considerable pa-
ra establecer pilares esenciales destinados 
a fortalecer y asegurar los derechos de las 
mujeres. Este proceso está rindiendo frutos, 
al tiempo que revela desafíos. Por ejemplo, 
se está trabajando en la creación de víncu-
los de diálogo entre algunos sectores del 
movimiento de mujeres y la vicepresidenta, 
quien ahora ostenta el cargo de Ministra de 
Igualdad y Equidad. Se está haciendo hinca-
pié en la necesidad de una mayor apertura 
para escuchar las voces de la diversidad de 
mujeres que habitan el territorio nacional.

El primer avance en materia de la agenda 
de derechos de las mujeres en este Gobier-
no está ligado con el Plan Nacional de Desa-
rrollo, que además de las 199 alusiones a las 
mujeres, incorpora avances importantes en 
el capítulo específico de “Las Mujeres, Po-
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tencia del Cambio”. Estos avances abarcan 
áreas como la participación política, la erra-
dicación del hambre y la atención, protec-
ción y prevención de la violencia contra las 
mujeres. En particular, se ha declarado una 
emergencia debido a la violencia de género.

En materia de institucionalización, en 
estos 12 meses una de las acciones más im-
portantes es la creación del Ministerio de 
Igualdad y Equidad, sancionado en la Ley 
2281 de 2023, entre cuyas funciones está la 
de gestionar y coordinar los esfuerzos diri-
gidos a eliminar todas las formas de violen-
cia contra las mujeres, así como las barreras 
o discriminaciones sociales y políticas en su 
contra y adoptar, implementar, gestionar y 
focalizar la oferta social de las entidades 
del Orden Nacional en el territorio, utilizan-
do estándares de eficiencia y eficacia, con 
énfasis en territorios y poblaciones históri-
camente excluidas (Ley 2281 de 2023).

El proceso enfrentará su mayor desafío 
en lograr la inclusión efectiva de todas las 
diversidades que impactan a las poblacio-
nes, especialmente al reconocer la mayor 
exclusión que ha recaído sobre las mujeres 
en la mayoría de los grupos marginados. Con 
una mega estructura creada para la Igual-
dad, se espera que este Gobierno avance de 
manera importante en la reflexión y mate-
rialización sobre el acceso, la permanencia 
y la garantía de derechos de las mujeres en 
todas las diversidades, así como de aque-
llos grupos que enfrentan una exclusión y 
subrepresentación más acentuadas, sin que 
nadie quede rezagado. Resulta crucial que 
el Ministerio de Igualdad y Equidad no con-
tribuya a profundizar las divisiones en los 
movimientos sociales emancipatorios, que 
han estado luchando durante décadas por 
el reconocimiento de sus derechos.

El Gobierno se enfrenta al desafío de 
garantizar la inclusión de todas las diver-
sidades de las mujeres en cada uno de los 
diseños institucionales del Ministerio de 

Igualdad y Equidad atendiendo a las múl-
tiples exclusiones y opresiones que esto 
implica. Esto requiere una lectura aún pen-
diente sobre el alcance de la igualdad, la 
materialización del Estatuto de la Igualdad 
y la implementación de planes, programas 
y proyectos con efecto inmediato para en-
contrar mayores niveles de legitimidad 
entre las poblaciones más excluidas. Esta 
institucionalización no solo obedece a la 
competencia del Ministerio en mención, si 
no a la necesaria inclusión de recursos en 
el presupuesto de cada una de las entida-
des competentes para la implementación 
de la normatividad y las políticas en favor 
de la igualdad de género y el avance en la 
disminución de las brechas de desigualdad. 
Es crucial impulsar el mecanismo articula-
dor de prevención de violencias basadas 
en género y fortalecer la respuesta de las 
Comisarías de Familia en todo el país. Estas 
acciones serán esenciales durante el próxi-
mo año para que el gobierno logre dismi-
nuir los elevados índices de violencia contra 
las mujeres, especialmente en las regiones 
más alejadas del país.

En garantía de derechos, este gobierno 
ha impulsado, en conjunto con actores cla-
ve del Congreso de la República, reclama-
ciones históricas de las organizaciones de 
mujeres y feministas, en clave de ampliar y 
fortalecer las garantías constitucionales pa-
ra las mujeres. En primer lugar, ha resultado 
de gran importancia en este período lograr 
que Colombia se sume a los 13 países, en 
su mayoría europeos, que han alcanzado la 
paridad de género en el Gabinete, donde el 
50 por ciento o más de sus miembros son 
mujeres al frente de ministerios (ONU Mu-
jeres, 2023). Esto refleja que el gobierno co-
lombiano está cumpliendo con la cuota de 
género y está garantizando un 20% más de 
lo que exige la ley.

Es de gran importancia resaltar el avance 
en cuestiones de derechos, como el acceso 
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a tierras que ha permitido la asignación de 
terrenos a diversas personas. Entre ellas, el 
50% corresponde a mujeres, con un total 
de 28.868 beneficiarios. De este grupo, 5.677 
son campesinas, 1.358 pertenecen a comu-
nidades negras, 21.468 son de resguardos 
indígenas y 473 están relacionadas con 
procesos de restitución. Estos logros están 
enmarcados en la reforma rural (Gamboa, 
2023). En materia de participación política, 
se destaca la aprobación de una ley esta-
tutaria que tiene como objetivo “establecer 
medidas para prevenir, atender, rechazar y 
sancionar la violencia contra las mujeres 
en política y hacer efectivo su derecho a la 
participación en todos los niveles y se dic-
tan otras disposiciones”.

En materia de paz, se han presentado 
algunos avances importantes, con el pro-
ceso de construcción participativo del Plan 
Nacional de Acción de la resolución 1325 de 
Naciones Unidas, impulsado por la Conseje-
ría Presidencial para la Equidad de la Mujer, 
la Cancillería y buena parte del movimiento 
de mujeres. El gobierno se ha comprome-
tido a presentar un plan de acción en oc-
tubre de 2023 construido con los insumos 
que durante años las mujeres y feministas 
han insistido en tener. Asimismo, en el inicio 
de diálogos con el ELN, resulta de relevancia 
la inclusión de algunas mujeres en el Con-
sejo Nacional de Participación con vocerías 
propias, lo que implica un reconocimiento 
de la importancia de sus voces en todos los 
momentos de los diálogos de paz. 

La revisión y actualización de programas 
y políticas se vuelve crucial para abordar 
situaciones de riesgo y amenaza que en-
frentan las mujeres defensoras de derechos 
humanos. Específicamente, se destaca el 
impulso al proceso participativo para cons-
truir el plan de acción de la nueva vigencia 
del Programa Integral de Garantías para De-
fensoras y Lideresas, así como la inclusión 
de una perspectiva feminista en el proyecto 

de la política pública de la Comisión Nacio-
nal de Garantías de Seguridad. En cuanto a 
la paz, es importante la reactivación de la 
Alta Instancia de Género de Gobierno y el 
componente internacional de seguimiento 
al Acuerdo Final de Paz, que contribuyen al 
seguimiento y la implementación de las me-
didas de género del Acuerdo Final de Paz. 
Adicionalmente, se suma la proyección de 
la sostenibilidad de la Instancia Especial de 
Mujeres para el seguimiento de las medidas 
de género del Acuerdo Final, lo cual asegu-
rará recursos específicos para respaldar el 
trabajo de la sociedad civil y el movimiento 
de mujeres en términos de seguimiento y 
veeduría, en el marco de este mecanismo 
participativo creado por el Acuerdo.

Adicionalmente, es relevante destacar 
el impulso de este Gobierno en la creación 
de una política exterior feminista, co-cons-
truida con expresiones del movimiento de 
mujeres y feministas. Su objetivo consiste 
en reconocer, reducir y transformar las nor-
mas y prácticas sociales que perpetúan y 
reproducen las brechas y desigualdades de 
género en la política bilateral y multilateral.

Si bien se tienen estos avances, se iden-
tifican algunos aspectos que merecen con-
sideración en clave de mejorar y asegurar 
de una manera más amplia la participación 
de las mujeres y lograr el ejercicio pleno de 
sus derechos. 

En particular, es importante que este 
gobierno valore e incorpore a las mujeres 
en todos los procesos de la paz total, re-
conociendo sus capacidades prácticas pa-
ra la negociación y el diálogo así como los 
aprendizajes de experiencias previas. Esto 
no se limita a los diálogos con el ELN, sino 
también a los esfuerzos de acercamiento y 
rendición que se están iniciando, así como 
a las mesas de diálogo establecidas en las 
ocho regiones de paz contempladas en esta 
política. Con respecto al diálogo con el ELN, 
existe la posibilidad de que este gobierno 
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amplíe la participación de las mujeres, lla-
mando a la vinculación en condiciones de 
paridad en el Comité Nacional de Participa-
ción. Es esencial garantizar que la agenda 
de las mujeres tenga relevancia en todo el 
proceso de negociación y en la concreción 
de medidas relacionadas con el cese al 
fuego, para lograr impactos inmediatos en 
la reducción de acciones armadas y en la 
eliminación de toda forma de violencia que 
afecte la vida de las mujeres.

En materia de las políticas públicas que 
se encuentran en proceso de desarrollo, 
específicamente en la Política de seguri-
dad y defensa, este gobierno se enfrenta al 
desafío de concretar la visión de seguridad 
humana que el movimiento de mujeres y 
feminista ha enfatizado como crucial para 
lograr la desmilitarización y reducir el im-
pacto armado provocado por las fuerzas 
estatales en las comunidades y poblacio-
nes. Esta discusión incluye generar mayo-
res canales de apertura para discutir, por 
ejemplo, sobre el presupuesto militar que 
en este gobierno se ha mantenido en as-
censo, así como la regulación de las armas 
de menor letalidad.

Otras reformas tales como la reforma a la 
salud, al sistema laboral y pensión, requie-
ren un mayor y decidido impulso para lograr 
incluir por parte del Gobierno la apuesta 
por la igualdad. Esto permitirá generar me-
jores condiciones para enfrentar los mayo-
res obstáculos que tiene las mujeres para el 
disfrute y goce efectivo de derechos.

En materia de implementación del 
Acuerdo Final de Paz, específicamente en lo 
que concierne a las medidas de género, en 
el corto plazo, este Gobierno debe pasar de 
la discusión y el alistamiento a mostrar re-
sultados específicos para las mujeres. Esto 
implica, no solo abordar las más de 100 me-
didas de género, sino también aprovechar 
de manera integral todo el acuerdo para ce-
rrar brechas. En los próximos meses se debe 

avanzar en la actualización del Plan Marco 
de Implementación (PMI), asegurando que 
las medidas del Acuerdo de Paz sean trata-
das de forma integral; esto permitirá identi-
ficar las medidas que pueden impulsar más 
eficazmente la implementación. A través de 
esto, se logrará un impulso sistémico para 
la transversalización y la implementación 
de medidas afirmativas en beneficio de las 
mujeres; se mejorarán los criterios de prio-
rización en todos los puntos del Acuerdo, 
enfocándose especialmente en aquellos 
que pueden contribuir a reducir brechas de 
manera más contundente.

El camino que le espera a este gobierno 
en cuanto a la agenda de las mujeres no 
será fácil; enfrenta considerables desafíos 
técnicos, políticos y presupuestarios para 
concretar todas las propuestas que ha ini-
ciado. Se encuentra en un contexto en el 
que los feminicidios, cuya tasa de denun-
cia está aumentando en varias regiones del 
país, y el asesinato de defensores y defen-
soras plantean serios problemas a resolver. 
Además, enfrenta el desafío más signifi-
cativo de asumir su posición actual en el 
poder y distanciarse del activismo político, 
comprendiendo que ahora, en su papel de 
Estado, debe avanzar con celeridad, ya que 
la paz, la protección de los derechos y la 
igualdad no dan más espera.

Referencias
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El agua: patrimonio vivo y para la vida, 
en el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026

D
e acuerdo con los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible, a 
2030 se deberá garantizar la 
disponibilidad de agua y su 
gestión sostenible para todos 

(ODS 6), lo que implica acceso universal y 
equitativo, mejoramiento de la calidad y 
condiciones equitativas de acceso; a través 
de un uso eficiente del recurso hídrico, la 
protección de sus fuentes y el fortaleci-
miento de la participación comunitaria en 
su gestión. 

Según cálculos hechos por el Ministe-
rio de Vivienda, para alcanzar este obje-
tivo “se tendrán que conectar alrededor 
de 12 millones de personas. Esto equivale 
a 4,6 millones de personas que no tenían 
acceso en 2018, así como a 7,4 millones de 
personas adicionales, producto del creci-
miento poblacional hasta 2030” (Ministe-
rio de Vivienda, 2021). Esta dependencia 
del alto gobierno identificó como princi-
pales desafíos:

1)	 Cerrar las brechas entre la zona ur-
bana y rural, así como entre regiones. 
“Por ejemplo, en 2018, los municipios 
PDET3 tenían una cobertura prome-
dio de tan solo 28% de acceso a 
agua potable y 10% de saneamien-
to (SSPD, 2018). Esto contrasta con el 

promedio nacional de 90,4% y 92,8% 
respectivamente.”

2)	 Reducir el riesgo de inseguridad hí-
drica mediante un mejor uso del re-
curso hídrico y una mayor capacidad 
de mitigación y adaptación al cambio 
climático. 

3)	 Enfrentar grandes desafíos financie-
ros e institucionales en los próximos 
años. “Para lograr las metas de ODS, 
el sector debe invertir $79,8 billones 
en el período 2018-2030 solo para lo-
grar las metas de acceso, de los cua-
les se estima un déficit cercano a los 
$28 billones. Además, es necesario 
hacer inversiones en la sostenibili-
dad y resiliencia del sector.”

En este nuevo gobierno el agua ha sido 
incorporada en el Plan Nacional de Desa-
rrollo 2022-2026 como uno de los temas 
centrales, abordándola en cinco dimensio-
nes claramente diferenciadas pero inter-
dependientes: 1) el agua como objeto de 
especial protección, 2) como determinante 
en la planeación y ordenamiento del te-
rritorio, 3) como derecho con garantía de 
acceso, 4) como motor de la gestión comu-
nitaria, y 5) como elemento articulador en 
la lucha contra la pobreza. Con estas di-
mensiones se construye un enfoque inte-
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gral y una mirada holística sobre uno de 
los elementos esenciales para la vida en 
cualquiera de sus expresiones, pero vis-
tos en su singularidad son a su vez, y en 
respectivo orden, respuestas a las necesi-
dades de sustentabilidad ambiental, pla-
nificación del desarrollo, protección de la 
vida, gestión participativa e inclusión so-
cioeconómica.

El agua como sujeto de especial 
protección (sustentabilidad
ambiental)

En relación con la protección del patri-
monio hídrico, la ley establece diversas 
medidas basadas en principios de justi-
cia ambiental. Podemos identificar medi-
das estratégicas con un enfoque concreto: 
una se dirige al conocimiento y planea-
ción del recurso, otra busca la recupera-
ción de fuentes gravemente deterioradas y 
una última se centra en la prevención de 
daños. En términos generales, el artículo 
229 ordena un plan de conocimiento geo-
científico con el propósito de proporcionar 
información a escalas adecuadas para la 
planificación y uso del suelo y el subsue-
lo, el cuidado y la gestión del agua. En un 
ámbito particular, el artículo 273 dispone 
que el Programa de Agua es Vida, bajo 
la responsabilidad de los ministerios de 
Igualdad y Vivienda, debe articularse con 
los planes de acción para la restauración 
ecológica del río Atrato, profundamente 
afectado por la minería. Además, se exige 
la presentación de informes semestrales al 
Congreso, utilizando indicadores claros de 
impacto. Igualmente, el artículo 25 regula 
los vertimientos y ordena una revisión in-
tegral de las obligaciones a cargo de los 
prestadores y los territorios.

El agua como determinante
en la planeación y ordenamiento 
del territorio (planificación
del desarrollo)

Dentro de los “Ejes de transformación” es-
tablecidos en el artículo 3, se contempla 
el “ordenamiento del territorio alrededor 
del agua” como un determinante para la 
protección ambiental y de las áreas priori-
tarias en la producción de alimentos. En el 
Capítulo II (arts. 32 y ss.), se otorga una po-
sición de alta importancia a los elementos 
relacionados con los ciclos del agua en el 
proceso de ordenamiento territorial. En es-
te sentido, se establece la creación de los 
Consejos Territoriales para fortalecer su 
gobernanza, y se dispone el ordenamiento 
de los asentamientos humanos alrededor 
del agua, como una medida en respuesta 
al cambio climático. Por otra parte, en la 
estrategia de “Paz Total”, donde la plani-
ficación participativa se concibe como un 
pilar para las “Regiones de paz”, se esta-
blece la articulación con otras herramien-
tas de ordenación territorial, como son los 
Planes de Ordenación y Manejo de Cuen-
cas Hidrográficas (POMCA) (art. 23).

La garantía de acceso al agua 
(protección de la vida)

El esfuerzo por garantizar el acceso al agua 
se refleja claramente en el PND, el cual 
contiene medidas dirigidas a mejorar la 
efectividad de los subsidios, la financiación 
de programas, la diversificación de medios, 
la priorización de sectores vulnerables y la 
focalización de las intervenciones.

El “Fondo Colombia potencia mundial 
de la vida” (art. 327) administrará recursos 
destinados al desarrollo de proyectos para 
el sector de agua y saneamiento básico, al 
tiempo que el Programa Agua es Vida (art. 
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273), a cargo del Fondo para la Superación 
de Brechas de Desigualdad Poblacional e 
Inequidad Territorial (art. 72), brindará solu-
ciones de agua potable y saneamiento bási-
co en territorios marginados y excluidos, así 
como a los sujetos de especial protección 
constitucional, a la población vulnerable, 
aplicando enfoques diferenciales y de géne-
ro, de derechos, territorial e interseccional.

Se mantiene el programa de obras por 
impuestos (art. 292), con el beneficio tribu-
tario para inversiones en Zonas más afec-
tadas por el conflicto armado (Zomac) y 
en los municipios con Programas de desa-
rrollo con enfoque territorial (PDET), rela-
cionadas con agua potable y saneamiento 
básico. Con el objetivo de facilitar el ac-
ceso a los servicios y el ordenamiento, se 
autoriza al Gobierno nacional a cofinanciar 
el desarrollo de estudios y diseños, así co-
mo la construcción de infraestructura aso-
ciada a los proyectos estratégicos para el 
desarrollo urbano que se encuentren pre-
vistos en los diferentes instrumentos de 
planificación y gestión (art. 297).

Se autoriza también al Ministerio de Vi-
vienda para definir y reglamentar medios 
alternos y lineamientos del mínimo vital 
para garantizar el acceso al agua donde no 
sea posible la prestación del servicio pú-
blico (art. 192), y al Fondo Nacional de Vi-
vienda para desarrollar programas de agua 
potable y saneamiento básico, dentro del 
concepto integral de hábitat (art. 295).

Con relación a los subsidios, se introdu-
ce una redefinición de los criterios para su 
aplicación, buscando así una distribución 
más equitativa (arts. 270 y 274). Además, 
se autoriza el giro directo a las empresas 
prestadoras en caso de que la entidad te-
rritorial no cumpla con los pagos corres-
pondientes (art. 301).

Dentro de un enfoque específico y te-
rritorialmente focalizado, el plan incorpora 

medidas concretas como parte de la Políti-
ca para el Desarrollo Integral del Pacífico y 
el Fondo para el Desarrollo del Plan “Todos 
somos Pazcífico”. Estas medidas incluyen 
un fortalecimiento de las inversiones en 
agua potable y saneamiento básico (arts. 
288 a 290). Por otro lado, se posibilita el 
desarrollo de sistemas de riego en los Dis-
tritos de Adecuación de Tierras (art. 36), 
dirigidos a promover la producción de ali-
mentos.

La gestión comunitaria del agua 
(gestión participativa del territorio)

Uno de los componentes más destacados 
del PND es el de la gestión comunitaria 
toda vez que sus organizaciones se bene-
ficiarán directamente de figuras de con-
tratación pública como las Asociaciones 
Público Populares (art. 100), donde recibi-
rán apoyo y exenciones para los trámites, y 
las Asociaciones de Iniciativa Público Po-
pular (art. 101), que permiten acceder a in-
versiones públicas directas para el diseño, 
construcción, renovación, reparación, me-
joramiento, equipamiento, gestión, ope-
ración y mantenimiento de proyectos de 
infraestructura y demás actividades téc-
nicas esenciales para el cumplimiento del 
contrato en el territorio de la respectiva 
comunidad.

Las disposiciones más importantes res-
pecto a este tema se encuentran en el ar-
tículo 272, que contiene los lineamientos 
para la gestión comunitaria del agua y sa-
neamiento básico, con las siguientes me-
didas:

-	 Las organizaciones no estarán suje-
tas a la inscripción y trámites ante 
las cámaras de comercio ni al pago 
de impuesto a la renta y complemen-
tarios, según la reglamentación que 
respecto a este último beneficio ex-
pida el gobierno.
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-	 Los inmuebles destinados a la pres-
tación de esos servicios podrán ser 
beneficiarios de subsidios en las ta-
rifas de energía eléctrica.

-	 El Ministerio de Vivienda podrá otor-
gar subsidio a los usuarios de pe-
queños prestadores que no reciban 
apoyo de los entes territoriales, así 
como destinar recursos para la in-
versión y sustentabilidad de los sis-
temas de aprovisionamiento.

-	 Se elimina el requisito de concesión 
de aguas en caudales inferiores a 
un litro por segundo (1 lps), aunque 
mantiene el de su inscripción en el 
Registro de Usuarios del Recurso Hí-
drico.

-	 Para el caso de los caudales entre 1 y 
4 litros por segundo se les exime del 
Programa de uso eficiente y ahorro 
del agua, y de la autorización sanita-
ria como prerrequisito para el otor-
gamiento de la respectiva concesión.

-	 Se exime de la concesión a los pro-
yectos de reúso que posibiliten el 
aprovechamiento del agua en activi-
dades agrícolas e industriales.

-	 Homologa estos beneficios para las 
comunidades étnicas.

Como se mencionó arriba, el artículo 
192 habilita al gobierno nacional para ga-
rantizar estos servicios a través de medios 
alternos en aquellos casos donde no sea 
posible hacerlo por los mecanismos con-
vencionales. Esta disposición introduce la 
posibilidad de un régimen especial para la 
gestión comunitaria en la reglamentación 
que deberá hacer el ministerio. 

Esto se suma a la disposición de formu-
lar el programa Agua es Vida en un plazo 
de seis meses, junto con la facultad otor-
gada al Fondo Nacional de Vivienda para 

ejecutar proyectos y programas de agua y 
saneamiento básico. Estas medidas abren 
valiosas oportunidades para el fortaleci-
miento de esta acción comunitaria en fa-
vor del acceso al agua y la preservación de 
este recurso.

El agua como articulador
en la lucha contra la pobreza
(inclusión socioeconómica)

Al ubicar estas dimensiones en un te-
rritorio concreto, se convierten en ele-
mentos fundamentales de un proceso de 
lucha contra la pobreza. El ordenamiento 
del suelo y el subsuelo basado en un en-
foque centrado en el agua, garantizando 
la sustentabilidad a través de la participa-
ción comunitaria, constituye sin duda una 
medida para superar la desigualdad, entre 
otras, por las siguientes razones:

-	 Como servicio, el mínimo vital dismi-
nuye gastos al interior de los hoga-
res, garantiza el acceso sin depender 
del ingreso económico y eleva la ca-
lidad de vida por su impacto directo 
sobre otros derechos como los de 
alimentación, salud y vivienda.

-	 La gestión comunitaria ayuda a tras-
cender la percepción del agua como 
mercancía, priorizando la satisfac-
ción de necesidades humanas; al 
tiempo que fortalece el enfoque par-
ticipativo y de autonomía en la base 
de la sociedad, estimulando el desa-
rrollo de capacidades propias para 
contrarrestar la vulnerabilidad.

-	 Utilizar el agua como herramienta 
para la planificación territorial trans-
forma la perspectiva del desarrollo 
de los asentamientos humanos y re-
define la relación de las comunida-
des con su entorno. Esto conlleva a 
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cuestionar el modelo de crecimiento, 
particularmente en contextos urba-
nos, como un factor que contribuye 
a la exclusión y la pobreza.

Comentarios de cierre

Dada la amplitud y profundidad del tema 
en el PND, es muy probable que surjan 
nuevos hallazgos y lecturas en sus artícu-
los, base programática y plan plurianual de 
inversiones, lo cual no cambia el sentido de 
las dimensiones abordadas en este análi-
sis. Lo cierto es que destaca la centralidad 
del recurso hídrico no solo como un pa-
trimonio en sí mismo, sino también como 
un derecho y un bien común. Se presenta 
como una estrategia para abordar el cam-
bio climático y avanzar en la lucha contra 
la desigualdad y la pobreza. Esta visión de 
gobierno resalta su visión holística, en una 
amplia conjugación de su importancia pa-
ra la vida, el desarrollo y la democracia.

A medida que avancemos en su imple-
mentación, comprenderemos la verdade-

ra magnitud de lo adoptado, su impacto 
sobre la planificación y ordenamiento del 
territorio, su papel como dinamizadora de 
la gestión comunitaria del territorio, los 
servicios y los derechos; su contribución 
al desarrollo territorial y la inclusión so-
cioeconómica, e incluso su rol como factor 
determinante de importantes actividades 
económicas, donde tal vez encuentre re-
sistencia. No cabe duda de que el éxito de 
estas medidas dependerá de la capacidad 
para promover una gestión democráti-
ca del desarrollo, conscientes de que sin 
agua, la vida no puede existir.
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Cambio y cooperación:
la diplomacia de Gustavo Petro
en el escenario internacional

T
ras la llegada a la presidencia 
de Gustavo Petro hace un año, 
la política exterior de Colom-
bia muestra notables transfor-
maciones en comparación con 

administraciones previas. El presidente ha 
elaborado y establecido una agenda que 
consta de al menos seis pilares que difieren 
significativamente de las políticas adopta-
das en gobiernos anteriores y que, si bien 
hasta ahora empiezan, ya se vislumbran 
impactos positivos tanto para el país como 
para la región. A continuación, se detallan 
estos avances en la política exterior.

Una de las primeras acciones del go-
bierno fue la reactivación de las relaciones 
con Venezuela. A partir de agosto de 2022, 
tras el fracaso de la estrategia del “cerco 
diplomático”, se ha logrado un progresivo 
restablecimiento de las relaciones diplo-
máticas, comerciales y de cooperación en-
tre ambos países. Hacia finales de agosto 
de 2022, tanto el embajador colombiano 
como el venezolano ya se habían estableci-
do en el país vecino, en septiembre de 2022 
se reabrió la frontera colombo-venezolana 
y, en noviembre, después de seis años sin 
que esto ocurriera, los presidentes de Ve-
nezuela y Colombia se reunieron para abor-
dar temas de interés binacional. A la par 
se restablecieron los vuelos comerciales y 

se acordaron planes conjuntos para com-
batir el narcotráfico en la zona fronteriza, 
además de dar pasos hacia la reintegración 
de Venezuela al Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos (Prensa, 2022).

Vale destacar también las ofertas de 
colaboración recíprocas que han tenido 
ambos países con ocasión del proceso de 
normalización de sus relaciones. Por un 
lado, el gobierno venezolano manifestó su 
disposición para ser anfitrión de los diá-
logos de paz del Estado colombiano y la 
guerrilla del ELN. Por otro lado, el gobierno 
colombiano ha tratado de ser mediador en 
la crisis política del vecino país propiciando 
acercamientos y diálogos entre la oposición 
y el oficialismo.

En relación con la crisis climática, el 
gobierno Petro ha aprovechado diferentes 
escenarios para posicionar la importancia 
de este tema en la agenda común interna-
cional.

Durante su discurso ante la ONU el 20 
de septiembre de 2022 (CNN, 2022), el presi-
dente Petro llamó la atención hacia el fra-
caso en la lucha contra la crisis climática, la 
necesidad de transitar hacia una economía 
libre de dependencia del carbón y el pe-
tróleo, la nocividad del modelo económico 
actual y la imperativa protección la selva. 
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Asimismo, en la COP 27, celebrada en Egip-
to en noviembre de 2022, además de reite-
rar estos temas, calificó a la crisis climática 
como el principal desafío que enfrenta la 
humanidad, un peligro capaz de poner en 
riesgo nuestra existencia. En este sentido, 
propuso un decálogo orientado a superar 
este fenómeno, destacando la necesidad 
de establecer un fondo común para preser-
var los pilares climáticos del planeta, espe-
cialmente la selva amazónica, y subrayando 
que “el FMI debe iniciar el programa de 
cambio de deuda por inversión en la adap-
tación y mitigación del cambio climático en 
todos los países en desarrollo del mundo” 
(CNN, 2022b).

A propósito del objetivo de preservar la 
selva amazónica, el presidente ha sosteni-
do múltiples reuniones con homólogos de 
la región en las cuales ha defendido esta 
causa con importantes logros; se desta-
can dos eventos. Primero, la cumbre de ju-
lio de 2022 en Leticia con presencia de los 
ocho países amazónicos integrantes de la 
Organización del Tratado de Cooperación 
Amazónica (OTCA). En esta cumbre se bus-
có revitalizar esta alianza debido a su im-
portancia para la conservación de la selva 
amazónica, y se acordaron medidas des-
tinadas a cumplir este objetivo (Tarazona, 
2023), al tiempo que se conformó un bloque 
para ejercer una influencia conjunta en tor-
no a este proyecto de cara a la próxima COP. 
En segundo lugar, la reunión del 20 de abril 
de 2023 con el presidente Joe Biden, en la 
que el presidente estadounidense se com-
prometió a aportar 500 millones de dólares 
para el Fondo de Revitalización de la selva 
(Portafolio, 2023).

En materia de integración regional y el 
fortalecimiento de relaciones con otros paí-
ses, el gobierno actual ha desempeñado 
un papel protagónico en el que no solo ha 
procurado hacer llamados para propiciar 
una integración en Latinoamérica como es-

trategia para afrontar las crisis contempo-
ráneas de la humanidad, sino que además 
ha asumido un rol de liderazgo lo que, por 
ejemplo, se traduce en la designación a la 
presidencia de la CELAC para el 2025 (Pine-
da, 2023).

La relevancia indiscutible que ha juga-
do en este aspecto el gobierno se debe, en 
gran medida, a su capacidad de enfocar la 
atención en agendas comunes y la impor-
tancia que conforme a estas se congreguen 
los países de la región. Los temas que des-
tacan en términos de importancia y que 
el gobierno ha resaltado en variados con-
textos, como el Consejo Permanente de la 
OEA (Escobar, 2023), la CELAC y encuentros 
con distintos líderes de la región, abarcan 
la transición energética, la interconexión 
e integración energética regional, la lucha 
contra el cambio climático y su financia-
miento, el nuevo enfoque del problema de 
las drogas, la migración, y la autosuficiencia 
alimentaria y sanitaria, entre otros (Canci-
llería, 2023).

Por otra parte, el señalamiento acerca de 
que la guerra contra las drogas ha sido una 
política fallida y que por ello hay que re-
plantear el paradigma prohibicionista, jun-
to con las medidas para atender la cuestión 
de las drogas, ha sido un aspecto de gran 
resonancia en la agenda de política exterior 
del gobierno actual.

En este sentido, el discurso de Petro 
ante la Asamblea General de la ONU tuvo 
como foco principal alertar a las naciones 
del norte global sobre los efectos de la gue-
rra contra las drogas a lo largo del tiem-
po, generando derramamiento de sangre 
y conduciendo a la criminalización de los 
estratos más bajos en la cadena del nar-
cotráfico. Los impactos más graves de esta 
problemática se han sentido en Colombia 
y, en general, en las naciones marginadas 
del sur global (CNN, 2022a). El presidente 
colombiano ha abordado audazmente este 
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tema, incluso frente al presidente de Esta-
dos Unidos, Joe Biden, en su visita del 20 de 
abril de 2023 (Portafolio, 2023) y en espacios 
claves que fomentan el multilateralismo, 
como la quinta edición del Foro de París por 
la Paz (Forbes, 2022).

Si bien procurar que se reconsidere el 
enfoque prohibicionista a la cuestión de 
las drogas es una tarea cuyos resultados no 
se dan de la noche a la mañana, hay que 
valorar de manera positiva la inclusión de 
estos temas en la agenda internacional. Es-
to cobra aún mayor relevancia al considerar 
las consecuencias que la guerra ha tenido 
en Colombia, cuyo costo tanto en términos 
de tierras como humanitarios se encuentra 
entre los más significativos a nivel mundial.

Otro punto que vale destacar de la agen-
da internacional del gobierno del “Cambio” 
es la forma en que se ha relacionado con 
los Estados Unidos. Lo anterior porque si 
bien hubo sectores políticos y sociales que 
durante la campaña vaticinaron resulta-
dos catastróficos en este ámbito, lo cierto 
es que el gobierno, aunque ha adoptado 
una postura crítica frente a ciertas dinámi-
cas actuales e históricas del país nortea-
mericano, también ha sido consciente de 
que se trata del principal socio en muchas 
áreas. Por lo cual, aunque existe una con-
ciencia de la necesidad de reconsiderar la 
tradicional posición sumisa del país, esta 
transformación se ha llevado a cabo sin 
generar inconvenientes diplomáticos o co-
merciales.

Este enfoque se refleja, por ejemplo, en 
el primer diálogo de alto nivel entre Colom-
bia y Estados Unidos, donde se abordaron 
temas de gran importancia para el gobier-
no nacional. Estos incluyen la reforma rural 
integral, la acción climática y la contención 
de la deforestación, la transición energética 
justa, el problema mundial de las drogas, 
la seguridad y los asuntos migratorios. Ade-
más, se trataron otros aspectos relaciona-

dos con la salud, el deporte, la ciencia, la 
cultura, la infraestructura, la democracia, 
los derechos humanos y la justicia (Canci-
llería, 2023b).

Es importante reseñar, también, la pos-
tura del Gobierno ante el conflicto entre 
Ucrania y Rusia. El presidente Gustavo Pe-
tro, contrario a la amplia tendencia occi-
dental, no ha sido de la línea de condenar 
en forma enérgica a Rusia por la invasión 
a Ucrania; en su lugar, ha hecho llamados 
para buscar un acuerdo de paz ante las no-
civas consecuencias mundiales que trae la 
guerra entre esos dos países, al tiempo que 
se ha abstenido de enviar armas a Ucrania, 
como en su momento, se lo pidió Estados 
Unidos. No obstante, ante el atentado sufri-
do por tres colombianos en un restaurante 
en Ucrania a finales de junio de 2023, el pre-
sidente ordenó enviar una nota diplomática 
de protesta a Rusia en la que señaló que, al 
atacar civiles indefensos, se violaron conve-
nios (Torrado, 2023).

En materia de Derechos Humanos hay 
dos logros importantes para destacar en el 
primer año del gobierno del “Cambio”. Por 
un lado, el 13 de julio de 2023, fruto de una 
solicitud elevada por el gobierno colombia-
no, el Consejo de Derechos Humanos (CDH) 
aprobó la resolución A/HRC/RES/53/22 para 
fortalecer la garantía de derechos humanos 
en Colombia y promover la construcción de 
paz en el país mediante el mejoramiento en 
temas como la atención de las víctimas y 
la protección a líderes sociales y defenso-
res de derechos humanos (Reliefweb, 2023). 
Además, la Resolución instó a designar a 
una persona experta en derechos humanos 
para apoyar a Colombia en la implementa-
ción de las recomendaciones de la Comi-
sión de la Verdad y en la identificación de 
obstáculos al proceso de paz, así como en 
la formulación de recomendaciones para 
removerlos, especialmente, los anunciados 
por la JEP en marzo de 2023. 
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Como consecuencia, el 26 de julio de 
2023, el Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos, Volker 
Türk, designó a la exministra chilena y ex-
comisionada de la CIDH, Antonia Urrejola, 
para que cumpliera con el anterior man-
dato. Se espera que Urrejola presente un 
informe con las recomendaciones para su-
perar los obstáculos encontrados y avan-
zar hacia una implementación efectiva del 
Acuerdo (ONU, 2023), antes de finalizar el 
2023 en la celebración de la 55ª sesión del 
CDH.

El segundo logro en cuanto a derechos 
humanos y paz tuvo lugar el 2 de agosto de 
2023, cuando el Consejo de Seguridad de la 
ONU, de manera unánime, profirió resolu-
ción para extender el mandato de la Misión 
de la ONU encargada de la verificación del 
cese al fuego bilateral entre el gobierno y la 
guerrilla del ELN. En términos concretos, es-
to significa que se hará parte del Mecanis-
mo de Monitoreo y Verificación, compuesto 
también por la Conferencia Episcopal, 
miembros de la Fuerza Pública y de la gue-
rrilla. Lo anterior con ocasión de la entrada 
en vigor del cese al fuego y los protocolos 
correspondientes el 3 de agosto de 2023 (El 
Espectador, 2023).
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La oposición al Gobierno:
Obstaculizar sin liderar

E
n el dogma católico, Dios es un 
ser único que existe como tres 
personas distintas: el Padre, 
el Hijo y el Espíritu Santo. Por 
otro lado, en el régimen cons-

titucional colombiano, el presidente1 es un 
individuo que ostenta tres condiciones di-
ferentes: jefe del Estado, jefe del gobierno 
y suprema autoridad administrativa. Esta 
trinidad terrenal refleja una capacidad de 
acción institucional que no tiene parangón 
con otro funcionario del Estado. El presi-
dente de la República tiene la facultad de 
nombrar a los ministros, a los jefes de de-
partamentos administrativos, así como a 
los presidentes, directores o gerentes de 
los establecimientos públicos nacionales. 
Además, dirige las Fuerzas Armadas, con-
serva el orden público y dirige la guerra; 
orienta las relaciones internacionales; 
expide decretos y resoluciones, y sancio-
na las leyes o las objeta. Tiene también la 
potestad de crear, fusionar o suprimir los 
empleos que demande la administración 
central, y puede suprimir o fusionar enti-
dades u organismos administrativos na-
cionales. Igualmente, supervisa el recaudo 
público; tiene a su cargo el control sobre 
las personas que realicen actividades fi-
nancieras, bursátiles y aseguradoras; orga-
niza el crédito público y regula el comercio 
exterior, entre otras funciones listadas en 

la Constitución Nacional. En suma, buena 
parte de las cuatro rutas habituales de la 
acción estatal, como son coerción legítima, 
gasto público, conocimiento estatal y ge-
neración de normas jurídicas, dependen 
del presidente.

El gobierno de Gustavo Petro se suele 
caracterizar como la primera administra-
ción de izquierda en la historia de Colom-
bia2. Sin embargo, en ocasiones se pasa por 
alto otra novedad correlativa: es la primera 
ocasión en que las fuerzas políticas que 
tradicionalmente han ocupado el ejecutivo 
pierden incidencia en la toma de decisio-
nes en la Casa de Nariño. Los expulsados 
del paraíso ya no tienen acceso a la trini-
dad, pero, a diferencia del dogma, los án-
geles caídos deben convertirse en ángeles 
rebeldes. Harold Bloom recuerda en el li-
bro de Job la presencia de un ángel llama-
do ‘Satanás’, quien parece ser el fiscal de 
Dios y entra en la corte divina para hacer 

1	 Nótese que en el texto constitucional las figuras de 
autoridad estatal se nombran con género masculino, 
de manera análoga a las tres figuras de la trinidad 
cristiana.

2	 Con las posibles excepciones de los atisbos 
reformistas de la Revolución en marcha en los años 
30 del siglo XX y de la corta experiencia del gobierno 
de José María Melo a mediados del siglo XIX.
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una apuesta con el padre. Señala también 
que la palabra hebrea ‘Satán’ alude a un 
agente que bloquea u obstaculiza3, y que la 
palabra griega para ‘obstáculo’ es skanda-
lon, de la cual derivan vocablos como ‘es-
cándalo’ y ‘calumnia’4 (Bloom, 2007, p. 17).

La oposición al gobierno ha ganado te-
rreno apoyándose en tres factores: a) los 
escándalos de la administración Petro, en 
especial las denuncias de la ex esposa del 
hijo mayor del presidente, y la confronta-
ción pública entre Armando Benedetti –
quien al momento de escribir estas líneas 
aún es embajador en Venezuela– y la otro-
ra jefa de gabinete, Laura Sarabia. b) Los 
problemas objetivos de gobernabilidad, 
que incluyen una coalición de gobierno di-
versa pero débil, persistentes desafíos en 
materia de seguridad y una herencia de la 
estructura estatal que obstaculiza el cum-
plimiento del programa de gobierno (Man-
tilla, 2023). Y c) algunas torpezas que han 
repercutido negativamente en la imagen 
del primer mandatario en particular, y del 
gobierno en general; estos episodios inclu-
yen un anuncio de cese al fuego multilate-
ral que no fue pactado con los alzados en 
armas, declaraciones que defendían la je-
fatura de Petro sobre el Fiscal, o demoras 
injustificadas en ciertos nombramientos 
de alto nivel. Sin embargo, las fuerzas polí-
ticas de oposición carecen de un liderazgo 
claro y no han procurado formar una coa-
lición alternativa. En lugar de formular un 
proyecto propio, se han enfocado en obs-
taculizar la marcha del gobierno. En otros 

términos, si bien tienen la capacidad de 
desgastar tácticamente al gobierno, tam-
bién enfrentan su desgaste estratégico. Los 
expulsados del paraíso logran obstaculizar, 
pero por ahora no ofrecen su propia ver-
sión del cielo. Tal tendencia podría confir-
mar un rasgo general del régimen político 
colombiano: su propensión al inmovilismo 
o su impermeabilidad al cambio.

La derecha busca la calle

La novedad obliga a cambiar de caminos, 
como lo revela la estrategia política de la 
derecha con su presencia activa en la calle; 
un ámbito históricamente más afín a los 
movimientos populares y las izquierdas, 
que para el establecimiento. La derecha 
no está acostumbrada a la movilización 
pública de oposición; sus manifestaciones 
han sido, o bien circunstanciales, o poco 
exitosas, como pudo constatarse en las 
marchas contra la insurgencia a inicios de 
2008, en las movilizaciones contra la “ ideo-
logía de género” en 2016 y en las débiles 
manifestaciones contra el proceso de paz 
en el segundo gobierno de Santos. Sin em-
bargo, en la coyuntura actual, la oposición 
ha adoptado una postura distinta con mo-
vilizaciones más frecuentes, y en procura 
de conquistar mayorías que ocupen el es-
pacio público. Esa estrategia ha mostrado 
un carácter tan lento como acumulativo. 
Las convocatorias realizadas en los prime-
ros meses del gobierno fueron lánguidas, 
pero la movilización de militares retirados 
del 10 de mayo y la llamada “marcha de la 
mayoría” del 20 de junio, aparecieron co-
mo puntos de inflexión. Si bien es cierto 
que la oposición ha ganado capacidad de 
disputar la calle, aún no se puede deter-
minar si lograrán mantener la constancia 
y el respaldo necesario para erosionar la 
popularidad del gobierno.

El repertorio de manifestaciones calle-
jeras tiene una doble faz. Por un lado, po-

3	 Esta tesis parece coincidir con las traducciones de la 
Biblia más fieles a nuestra lengua. En la traducción 
del libro de Job elaborada por Manuel Revuelta, no 
se habla de ‘Satán’ sino de “el Satán”. Podría decirse 
que no se trata del nombre de un individuo, sino de 
un tipo de agente. 

4	 La palabra inglesa slander, que puede traducirse 
como ‘calumnia’ tiene la misma raíz que skandalon.
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dría poner en aprietos a un gobierno que 
ha convocado manifestaciones públicas de 
respaldo a las reformas que impulsa y cu-
yo origen fue el más contundente estallido 
social de las últimas décadas. Para un go-
bierno que tiene a la movilización social en 
el centro de sus prácticas y sus orígenes, 
perder la calle podría tener consecuencias 
catastróficas. Por otro lado, no está claro si 
las manifestaciones de la oposición tienen 
la capacidad de convocar al centro políti-
co, a la clase media, a las organizaciones 
campesinas, indígenas y afrodescendien-
tes o a la juventud5. Esto podría represen-
tar un contraste notable con los estallidos 
sociales ocurridos en 2019 y 2021, los cua-
les lograron una amplia convocatoria de 
diferentes sectores de la sociedad. La si-
tuación se complica por los llamados a un 
golpe de Estado hechos por el coronel 
retirado John Marulanda, expresidente de 
ACORE (Asociación Colombiana de Oficiales 
Retirados) y uno de los organizadores de 
la concentración del 10 de mayo6. Además, 
en tales manifestaciones se han registrado 
constantes expresiones racistas contra la 
vicepresidenta Francia Márquez7, así como 
una retórica antidemocrática por parte de 
algunos grupos integristas que piden sus-
pender la constitución8. Estos elementos 

pueden limitar las posibilidades de articu-
lación con sectores más allá de la derecha 
y dificultar la formación de una coalición 
opositora más amplia.

El discurso empresarial 
como retórica reaccionaria

En su libro La retórica reaccionaria, el eco-
nomista Albert O. Hirschmann diferenció 
tres categorías de tesis que suelen esgri-
mirse en contra de proyectos de cambio 
social: las tesis de la perversidad, la futi-
lidad y el riesgo. Tales posiciones han si-
do defendidas explícitamente por diversos 
sectores empresariales que se han opues-
to a las reformas impulsadas por el gobier-
no. “No lo saben, pero lo hacen”, escribió 
un filósofo nacido en Tréveris. 

La tesis de la perversidad esgrime que 
“cualquier acción intencional para mejo-
rar algún aspecto del orden político, social 
o económico solo sirve para exacerbar la 
condición que se desea remediar” (Hir-
schmann, 1991, p. 97). Bruce Mac Master, 
presidente de la Asociación Nacional de 
Empresarios (ANDI), afirmó que la reforma 
laboral sería un fracaso porque “destruirá 
cientos de miles de empleos” (Valora Ana-
litik, 2023), o que “los efectos sobre millo-
nes de familias pueden ser los contrarios 
a los esperados” (Empleo, 2023). El CEO de 
Rappi sostuvo que “de 150.000 personas 
que han recibido ingresos de la compañía 
en los últimos seis meses, solo 10.000 a 
15.000 personas quedarían con oportuni-
dades”, dejando al 90 % de los domicilia-
rios sin ingresos (Vargas, 2023).

Por su parte, la tesis de la futilidad sos-
tiene que “todo intento de cambio es fa-
llido, que de una u otra manera cualquier 
cambio pretendido es, fue o será una gran 
superficialidad, algo cosmético y, por lo 
tanto, ilusorio, dado que las estructuras 
profundas de la sociedad permanecerán 

5	 Sobre la ausencia de movimientos juveniles en las 
marchas opositoras ver Osorio y Reynoso (2023).

6	 “Yo creo que Colombia está siguiendo los pasos del 
Perú y yo creo que en el Perú las reservas fueron 
exitosas en el sentido de que allá lograron defenestrar 
a un presidente corrupto. Aquí vamos a tratar de hacer 
lo mejor por defenestrar a un tipo que fue guerrillero”, 
afirmó Marulanda en una entrevista en vivo. (Buitrago, 
2023).

7	 Ver al respecto Redacción política (2022), o el gesto 
de blackface de la marcha del 20 de junio (Ugueto, 
2023).

8	 Por ejemplo, en la marcha del 20 de junio un grupo 
de marchantes cargó una pancarta que llamaba a 
recuperar el Frente Nacional y a tener candidaturas 
únicas para gobernaciones, alcaldías, concejos y 
asambleas.
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totalmente intactas” (Hirschmann, 1991, p. 
127). Jorge Segebre, presidente de Camacol 
Atlántico, afirmó que las reformas “termi-
nan sin funcionar; la reforma tributaria no 
va a dar los resultados esperados, porque 
aumentaron los impuestos, pero las com-
pañías dejaron de producir” (Arenales y Ji-
ménez, 2023).

Y la tesis del riesgo plantea que “el cos-
te de un cambio o una reforma propuesta 
es demasiado elevado para poner en peli-
gro determinados logros valiosos previos” 
(Hirschmann, 1991, p. 93). Buenos ejemplos 
se han expresado a propósito de las re-
formas pensional y del sistema de salud. 
Sobre la reforma pensional, Mac Master 
afirma que ocasiona un riesgo innecesario 
pues “le genera un problema a Colombia 
alrededor de un riesgo que es del mercado 
de valores” (Rojas, 2023). Con respecto a la 
reforma del sistema de salud, el gremio de 
las aseguradoras privadas (Empresas Pro-
motoras de Salud, EPS) han manifestado 
que el proyecto de ley “no construye sobre 
lo construido y, por el contrario, destruye 
los avances de más de 70 años de historia 
de la seguridad social en salud en Colom-
bia” (Unidad de Salud, 2023).

Aunque los ejercicios de comprobación 
de datos sobre las reformas han mostra-
do que varios argumentos empresariales 
están apoyados en datos imprecisos, fal-
sos o engañosos (Equipo Vorágine, 2023a, 
2023b, 2023c; Detector, 2023a, 2023b), la re-
tórica empresarial tiene como trasfondo 
una defensa de la regulación neoliberal, 
pues sugiere que solo mediante políticas 
de desprotección social y regulación favo-
rable al empresariado se podrán asegurar 
la estabilidad del empleo, la atención en 
salud y la cobertura pensional (Manti-
lla, 2023). En otros términos, defienden la 
inevitabilidad del libre mercado, la impo-
sibilidad de transformar la política pública 
vigente y la inviabilidad de confrontar los 
intereses de los grandes empresarios.

A lo anterior se suma la presión de los 
mercados que, a decir de la prensa tra-
dicional, reaccionan positiva o negativa-
mente a las medidas y la popularidad del 
gobierno. Sin embargo, tal retórica encu-
bre relaciones sociales, pues aquello que 
la jerga imperante denomina ‘mercados’ 
no es más que la acción de los operado-
res bursátiles y financieros que procuran 
impedir medidas estatales redistributivas 
o que regulen al gran capital.

Micropolítica sin cabeza

Se dice que toda política es, a la vez, ma-
cropolítica y micropolítica, pues al lado 
de las grandes estructuras de los Estados, 
los liderazgos nacionales, los movimientos 
sociales, los gremios empresariales o los 
partidos, la política se manifiesta también 
en la percepción cotidiana, en el afecto y 
en la conversación familiar (Deleuze y Gua-
ttari, 1980, p. 218).

Los sectores opositores hoy cuentan 
con mayor capacidad para movilizarse, 
mientras los lobistas empresariales persis-
ten en la retórica reaccionaria que procura 
consolidar un discurso que impida la apro-
bación de reformas orientadas a garantizar 
derechos sociales. Esas dos tendencias se 
complementaron el 20 de junio, pues el día 
de la mayor marcha de la oposición coin-
cidió con la derrota de la reforma laboral 
en el Congreso de la República. Las emo-
ciones que posibilitan la movilización y los 
contenidos del discurso opuesto a la apro-
bación de las reformas se constituyen en 
dos factores que explican la reducción en 
la popularidad del gobierno, pues al 29 de 
junio la desaprobación del Presidente ha-
bía llegado al 61 % (Santaeulalia, 2023). Sin 
embargo, los paulatinos avances del dis-
curso y de la calle no se han complementa-
do con la unidad de la coalición opositora, 
ni con la aparición de un liderazgo capaz 
de canalizar dicha desaprobación.
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En la campaña presidencial de 2022 se 
notó el desgaste de los liderazgos políticos 
tradicionales, reflejados en el descalabro 
de la llamada “coalición de la experiencia”, 
que incluía a figuras como Alejandro Char, 
Juan Carlos Echeverry, Enrique Peñalosa, 
Dilian Francisca Toro y Aydeé Lizarazo, cuyo 
candidato presidencial, el ex alcalde Fe-
derico Gutiérrez, no logró pasar a segunda 
vuelta. La coalición conservadora fue de-
rrotada por un empresario controvertido 
que no lucía cercano al poder político más 
tradicional, sino que aparecía como una 
suerte de outsider con una gran capacidad 
para hacer campaña en redes sociales. En 
su momento, Rodolfo Hernández se cons-
tituyó tanto en la posibilidad de frenar a la 
izquierda, como en el síntoma de los pro-
blemas de los partidos tradicionales para 
ganar las mayorías sociales tras el esta-
llido social de 2021. A lo anterior se suma 
el desprestigio del Centro Democrático, el 
principal partido de oposición, debilitado 
por la desastrosa gestión de Iván Duque, 
por los problemas judiciales de Álvaro 
Uribe, y por su incapacidad para atraer a 
los sectores más jóvenes de la población, 
quienes ya no se ven atraídos por la retóri-
ca contrainsurgente. La figura política que 
ha buscado ganar mayor protagonismo 
como unificador de la oposición es Ger-
mán Vargas Lleras, quien recientemente 
llamó a la unidad de una coalición para 
frenar las reformas del gobierno, en asocio 
con el ex presidente César Gaviria (García, 
2023). Vargas Lleras ha multiplicado sus 
encuentros con líderes empresariales, con 
dirigentes de su partido, Cambio Radical, y 
con líderes locales que serán candidatos 
a las elecciones de octubre próximo. Sin 
embargo, su estruendosa derrota en las 
elecciones de 2018 y su imagen de repre-
sentante del poder tradicional, puede res-
tar sus posibilidades a la hora de buscar 
unificar una oposición que no tiene una 
brújula clara en los escenarios nacionales, 

aunque conserve capacidad de acción en 
escenarios locales y regionales.

Esa ausencia de liderazgo bien se ha 
notado en los debates en el Congreso. Las 
dificultades del gobierno en el legislativo 
han dependido más de las fluctuaciones 
de la coalición de gobierno, del carácter 
ambiguo de un sector del Partido Verde, y 
del carácter clientelar de los partidos Li-
beral, Conservador y de la U a la hora de 
pactar acuerdos con el ejecutivo, que de 
las capacidades políticas de los parlamen-
tarios opositores de Cambio Radical y el 
Centro Democrático. Aunque estos logran 
una actividad importante en redes sociales 
y una capacidad de convocar a los sectores 
más conservadores de la sociedad, su ope-
ratividad parlamentaria se nota bastante 
recortada tras las elecciones de 2022.

El llamado de Vargas Lleras a unificar la 
oposición a Petro, en procura de redefinir 
las alianzas políticas antes de las elec-
ciones regionales, es más un síntoma de 
la crisis de los sectores opositores que la 
expresión de un liderazgo que pueda co-
mandarlos. Vargas Lleras no luce como el 
posible director técnico de la oposición, 
sino como un veterano suplente que tuvo 
que volver a la cancha ante los desaciertos 
de los jugadores más jóvenes. Es posible 
que el desgaste de sus rodillas no le per-
mita jugar su mejor partido.

La figura que ha procurado llenar ese 
vacío de liderazgo ha sido el Fiscal Fran-
cisco Barbosa, quien ha obstaculizado de-
cisiones de los negociadores de paz del 
gobierno (López, 2023), ha llamado a la 
desobediencia de las Fuerzas Armadas (Va-
lencia, 2023), ha intervenido en escenarios 
internacionales oponiéndose a un cambio 
en la política de drogas (Reynoso, 2023), 
se ha opuesto a propuestas para evitar la 
reincidencia penal de los jóvenes (Bossa, 
2023), y ha chocado de manera frontal con 
el jefe de Estado (Portafolio, 2023). No obs-
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tante, su limitado carisma y el poco tiempo 
que le resta en el cargo limitan sus posibi-
lidades como dirigente.

Algunos sectores cercanos al gobierno 
han sostenido que un ámbito de acción de 
las fuerzas opositoras ha sido la prensa 
tradicional. Sin embargo, conviene distin-
guir entre tres tendencias. En primer lugar, 
encontramos ejercicios periodísticos que 
ejercen una labor de indagación, control 
o fiscalización de las acciones del gobier-
no. Ese rol es incómodo para los funcio-
narios, pero resulta necesario en cualquier 
democracia. Vale tener en cuenta que a 
las administraciones alternativas, progre-
sistas, o de izquierda, se les juzga públi-
camente con mayor severidad al pedirles 
coherencia entre su discurso y sus accio-
nes de gobierno9, y esa actitud tiende a ser 
reforzada por la prensa. En segundo lugar, 
encontramos un ejercicio de indagación 
periodística que a veces traspasa las fron-
teras de la objetividad y la ponderación, al 
mostrar ciertas acciones cómo negativas, 
o sembrar dudas sobre ejercicios que no 
implican faltas éticas o jurídicas10. Por últi-

mo, encontramos el quehacer cotidiano de 
medios con una explícita línea editorial de 
oposición al gobierno; medios cuyas accio-
nes, titulares y notas, contravienen en mu-
chos casos los mínimos estándares de la 
ética periodística. El ejemplo obvio de esta 
última tendencia es la Revista Semana, di-
rigida por Vicky Dávila.

Inmovilidad e inestabilidad

Una oposición fragmentada, sin un lide-
razgo claro y con problemas de renova-
ción generacional, pero con capacidad de 
aprovechar el creciente descontento con 
el gobierno, de profundizar la movilización 
en las calles y bloquear las reformas más 
estratégicas de la actual administración, 
son síntomas de dos aspectos del régi-
men político que seguramente definirán 
el porvenir nacional a mediano plazo: la 
tendencia a la inmovilidad y la potencial 
inestabilidad.

La retórica intransigente que busca 
evitar la aprobación de reformas redistri-
butivas muestra el carácter de un empresa-
riado y unas fuerzas políticas tradicionales 
que buscan consolidar la resistencia a los 
grandes cambios en la política social, en la 
política antidrogas, en la política de paz, en 
la configuración del Estado y, en definitiva, 
en todo el sistema político. La derecha co-
lombiana ha logrado retomar la iniciativa 
política pérdida tras el fracaso del gobierno 
Duque y tras el estallido social, pero aún 
no parece tener la capacidad, ni la volun-
tad, de vehicular un proyecto propio que 
asegure una dirección moral e intelectual 
del conjunto de la sociedad, procuran-
do reorientar al Estado. El proyecto de la 
oposición consiste en ser un obstáculo y 
bloquear una nueva orientación para la so-
ciedad colombiana, en lugar de ofrecer un 
proyecto consistente de nación o de reor-
ganización social.

9	 En palabras de Alejandro Mantilla, “Conviene que la 
izquierda recuerde que la sociedad tiende a juzgarla 
con un doble estándar. Ciertos comportamientos 
que no sorprenderían en representantes del poder 
tradicional, generan genuina sorpresa cuando en ellos 
incurren quienes tienen un discurso de cambio. A los 
sectores alternativos, o de izquierda, se les juzga con 
mayor severidad cuando incurren en malas prácticas, 
cuando traicionan su propia comprensión de la virtud. 
Pero ese doble estándar no debería ser objeto de 
denuncia, más bien deberíamos asumir que ese doble 
racero es razonable, porque se apoya en lo que las 
sociedades esperan de los proyectos emancipadores”. 
(Mantilla, 2023).

10	 Un buen ejemplo es el señalamiento sobre los 
contratos del esposo de la Ministra de Educación, 
Aurora Vergara. El funcionario hace parte de la 
Defensoría del Pueblo mucho antes de la posesión de 
la ministra, y sus labores no generan un conflicto de 
interés, pero algunas notas de prensa han sembrado 
dudas gratuitas sobre un comportamiento apegado 
a la ley y la ética. (Caracol Radio, 2023).
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Lo anterior puede llevarnos a la pregun-
ta por la suma de cuatro elementos que, de 
profundizarse y conjugarse, pueden llevar 
a un período de inestablidad política: a) 
un régimen político que impide la puesta 
en marcha de reformas; b) una crisis social 
persistente, reflejada en la desigualdad, la 
pobreza, la informalidad y la dependencia 
de la economía colombiana; c) un descon-
tento, ya reflejado en el estallido social, que 
sigue intacto ante el inmovilismo del siste-
ma político; y d) una violencia creciente en 
diversas escalas y en distintos territorios.

Un gobierno que carece de suficiente 
fuerza para asegurar su proyecto y una opo-
sición enfocada en obstaculizar los proyec-
tos gubernamentales podrían combinarse 
en una receta con dos posibles resultados: 
primero, la persistencia de la crisis social 
aupada por nuevas coaliciones conserva-
doras que refuercen el poder tradicional sin 
generar cambios; segundo, el surgimiento 
de soluciones autoritarias que se presenten 
como alternativas al orden establecido.

En virtud de lo expuesto, en los tres 
años que le quedan a la administración 
Petro, no solo estará en juego su propia 
estabilidad gubernamental, sino que lo 
más importante será la prueba que impli-
ca para la naturaleza misma del régimen 
político. Se determinará si se confirmará su 
carácter inmovilista, conservador e intran-
sigente, o si la actual administración podrá 
impulsar cambios que redefinan las posi-
bilidades de transformación política.
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El Congreso de la República: 
entre las alianzas y la efectividad

L
a elección del Congreso el 13 
de marzo para el período 2022-
2026 generó una expectativa de 
renovación, representada en el 
aumento de las curules elegi-

das bajo un discurso de cambio en ambas 
cámaras. En la Cámara de Representan-
tes, el Pacto Histórico, la Alianza Verde, el 
Nuevo Liberalismo, Comunes, y otras ex-
presiones independientes de carácter pro-
gresista1 suman un total de 57 curules, de 
las cuales 29 son nuevas. Mientras tanto, 
en el Senado, estos mismos partidos, junto 
a ASI y AICO, suman un total de 40 curules, 
de las cuales 17 son nuevas. De la mano de 
este proceso de renovación, la participa-
ción de las mujeres también aumentó, con 
una inclusión de 30 nuevas mujeres con-
gresistas, representando un crecimiento 
del 9,1 % frente al Congreso anterior.

Los partidos tradicionales –que en su 
mayoría hicieron parte de la bancada de 

gobierno de Iván Duque– experimentaron 
una significativa disminución en el número 
de curules. En la Cámara de Representan-
tes, el Centro Democrático perdió 17 curules 
en comparación con el período inmediata-
mente anterior, mientras que la U y Cam-
bio Radical redujeron en 12 y 11 curules su 
presencia, respectivamente. En el Senado, 
el Centro Democrático perdió seis curules, 
Cambio Radical cinco, y la U cuatro. No obs-
tante, y en fiel reproducción del dicho tra-
dicional “la excepción confirma la regla”, el 
partido Conservador logró no solo mante-
nerse, sino crecer en estas elecciones. Así, 
logró seis nuevas curules en la Cámara, pa-
ra un total de 27, y aumentó una curul en el 
Senado, llegando a 15, con lo que se convir-
tió en la segunda fuerza en la Cámara Alta.

Sin embargo, a pesar del aumento en 
la proporción de fuerzas progresistas y al-
ternativas, el gobierno electo no logró ma-
yorías absolutas en el Legislativo. El nuevo 
presidente se encontró, entonces, con un 
Congreso donde los partidos tradicionales 
siguen constituyendo una importante ma-
yoría, en el que partidos como Centro De-
mocrático y Cambio Radical se declaran en 
oposición al proyecto de gobierno, mien-
tras que los partidos Liberal, Conservador 
y de la U abren limitadas opciones al diá-
logo y la negociación con el Ejecutivo.

1	 Este Congreso se destaca por la inclusión de nuevas 
personerías jurídicas dentro del campo progresista 
que hoy tienen acceso a una credencial en el 
Legislativo. Así, partidos como Nuevo Liberalismo, 
Dignidad, Fuerza Ciudadana y los movimientos de 
las 16 Circunscripciones Transitorias Especiales de 
Paz (CITREP) lograron representación por primera 
vez en este escenario.
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Teniendo en cuenta que el presidente 
fue elegido como representación de un 
proyecto alternativo que no logró mayo-
rías absolutas en el Legislativo, el papel 
central del ministro del Interior de los pri-
meros meses de Gobierno, Alfonso Prada, 
consistió en procurar acuerdos políticos 
que permitieran la gobernabilidad y el 
desarrollo de las reformas sociales que 
representan el núcleo del programa de 
gobierno. Así, en los primeros meses de 
gobierno se avanzó en una negociación 
con los partidos Liberal, Conservador, y 
de la U, que unidos recogen a un total de 
39 senadores y 75 representantes a la Cá-
mara, para lograr la participación de estos 
partidos en el Gobierno Nacional –lo que 
se evidenció en el ingreso de cuotas de 
estos partidos en ministerios como el de 
Vivienda, Transportes y TIC–, y garantizar 
acuerdos políticos que aseguraran la in-
clusión de estos partidos en la bancada 
de gobierno del Congreso.

En el marco de este primer momento, 
se avanzó en la aprobación de una refor-
ma tributaria y la modificación, adición y 
prórroga a la Ley 418 de 1997, también co-
nocida como la Ley de Paz Total. La noción 
de paz de esta ley comprende la seguridad 
humana, entendida como la protección 
de las personas, la naturaleza y los seres 
sintientes por medio de políticas sociales, 
medioambientales, económicas, culturales 
y de la fuerza pública; y la paz total defini-
da como una política de Estado que busca 
el logro de la paz estable y duradera, con 
garantías de no repetición y de seguridad 
para todas las personas; estándares que 
eviten la impunidad y garanticen en el ma-
yor nivel posible, los derechos de las vícti-
mas a la verdad, la justicia y la reparación.

Esta ley establece distinciones en las 
aproximaciones del Estado con los diver-
sos actores armados que existen en el 
país, y plantea un cambio sustancial en su 

tratamiento. Por un lado, establece la posi-
bilidad de realizar diálogos de carácter po-
lítico, y lograr acuerdos de paz, con grupos 
armados organizados al margen de la ley, 
sujetos bajo la dirección de un mando res-
ponsable y con control del territorio. Por 
otro lado, permite el desarrollo de acerca-
mientos y conversaciones con estructuras 
armadas organizadas de crimen de alto im-
pacto, es decir, organizaciones criminales 
organizadas en una estructura jerárquica 
y/o en red, que se dediquen a la ejecución 
permanente o continua de conductas pu-
nibles, enmarcadas en patrones criminales 
que incluyen el sometimiento violento de 
la población civil y la realización de algu-
na función en el ámbito de las economías 
ilícitas. Para cada ruta de interlocución se 
plantea un final específico: mientras que 
en el caso de los actores políticos se bus-
ca la realización de acuerdos de paz, en el 
caso de las estructuras armadas organiza-
das de crimen de alto impacto se busca su 
sometimiento a la justicia.

El distanciamiento ideológico de los 
partidos políticos tradicionales con el pro-
grama de gobierno alternativo, el desgaste 
de los mecanismos de composición clien-
telar de mayorías en un ambiente político 
que exige cambios profundos, y la reticen-
cia de los partidos tradicionales integrados 
en la coalición de gobierno a tramitar las 
reformas, fueron algunos de los aspectos 
que contribuyeron a la descomposición de 
estas mayorías en el Legislativo en el mes 
de abril. 

Como consecuencia, en el balance del 
cierre del primer año de este Congreso se 
pueden evidenciar los diferentes momen-
tos de la relación entre Ejecutivo y Legis-
lativo. La agenda discutida durante esta 
primera legislatura da cuenta de, al me-
nos, tres oleadas de nuevos proyectos de 
ley surgidos de la manifestación popular y 
la organización de los movimientos socia-
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les en torno a una apuesta de cambio, que 
se evidenció inicialmente en las moviliza-
ciones del año 2021, y que se desarrolló en 
las elecciones legislativas y presidenciales 
que permitieron la consolidación del Pacto 
Histórico como la primera fuerza política 
del país y la llegada a la presidencia de 
Gustavo Petro.

En términos de la revisión legislativa, 
en un primer momento, este nuevo Con-
greso recibió once proyectos presentados 
por el Comité Nacional de Paro (CNP) y la 
bancada de oposición al gobierno de Iván 
Duque en el marco del estallido social del 
año 2021. Posteriormente, el Congreso re-
cibió un segundo grupo de 15 proyectos 
radicados durante los primeros meses tras 
las elecciones de 2022, que daban cuenta 
de una nueva bancada mayoritaria a fa-
vor del programa de cambio. Y finalmente, 
se radicaron en el Congreso lo que sería 
la tercera oleada de proyectos, asociada 
al desarrollo del impulso reformador del 
gobierno en el marco de la definición del 
programa “Colombia Potencia Mundial de 
la Vida”, la cual se articuló en torno a 18 
nuevos proyectos de acto legislativo y ley.

Con respecto al primer grupo, de los 
once proyectos presentados solo uno fue 
aprobado2. Cinco proyectos no fueron de-
batidos ni una sola vez, mientras que tres 
fueron archivados en su primer debate, y 
solo uno llegó al segundo debate para ser 
archivado. Solo se mantiene vivo un pro-
yecto, que busca la reactivación económi-
ca de las MiPymes, pero deberá cursar tres 
debates en la legislatura que viene, lo cual 
es poco probable.  

Frente a la segunda oleada, de los 15 
proyectos que se encontraban en trámi-

te para abril, cinco fueron aprobados en 
la primera legislatura; dos de estos co-
rresponden a actos legislativos (jurisdic-
ción agraria y campesinado como sujeto 
de derechos), cuya aprobación requería 
de amplias mayorías. Adicionalmente se 
aprobó el código electoral, así como el 
cambio de enfoque y nombre del MinCul-
tura, y un acuerdo con la República Boli-
variana de Venezuela sobre el transporte 
por carretera. Otros cinco proyectos conti-
núan su trámite en el Congreso y deberán 
surtir los debates faltantes en la próxima 
legislatura para convertirse en leyes; es el 
caso de la regulación de cannabis de uso 
adulto, la ley de música y la aprobación 
del protocolo contra tráfico ilícito de mi-
grantes, proyectos que deberán superar 
tres debates más. Los dos proyectos res-
tantes, prohibición del fracking y el esta-
blecimiento del 12 de octubre como día 
de la diversidad étnica, tienen pendientes 
dos debates.

Sin embargo, el gobierno aún no logra 
aprobar la totalidad de su agenda legislati-
va. Cinco proyectos no lograron completar 
su trámite en el Congreso: el proyecto de 
acto legislativo para regularizar el canna-
bis (archivado en su último debate) y el 
proyecto de prohibición de entretenimien-
to cruel con animales (archivado en tercer 
debate). Tres proyectos fueron retirados 
por sus autores, como fue el caso de la re-
forma política (retirada por el entonces se-
nador Roy Barreras tras la primera vuelta), 
y dos proyectos de aprobación de Conven-
ciones Interamericanas contra el racismo y 
formas de discriminación.

De los 18 proyectos correspondientes a 
la tercera oleada, solo dos fueron aproba-
dos en su totalidad (el Plan Nacional de 
Desarrollo –PND– y la adición presupues-
tal 2023). Tres proyectos tienen algún gra-
do de avance en debates, como es el caso 
de las reformas pensional y a la salud, y 

2	 El proyecto de ley de Matrícula Cero, que llegó a su 
último debate en la última semana de la legislatura.
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la aprobación al Protocolo Facultativo de 
la Convención contra la tortura, los cua-
les cuentan con un primer debate. Cuatro 
proyectos (reforma laboral, ley de some-
timiento, humanización penitenciaria y 
código ferroviario) fueron archivados por 
falta de trámite en la legislatura, ya que no 
surtieron ni un debate. Finalmente, otros 
nueve proyectos anunciados no fueron ra-
dicados en la legislatura –falta ver si serán 
presentados en julio–.

Las reformas a los regímenes de salud, 
laboral y pensional hicieron parte de la úl-
tima oleada de proyectos, y fueron objeto 
de álgidos debates desde su radicación. En 
el interés de describir la complejidad de 
la situación en el Congreso, a continuación 
se presenta un breve análisis de lo ocu-
rrido en el tránsito de cada una de estas 
reformas.

Al comienzo del año fue radicada la re-
forma a la salud. En febrero se presentó 
el texto a la Cámara de Representantes, el 
cual contenía, entre otros temas, la crea-
ción de los Centros de Atención Primaria 
(CAP), la eliminación de la intermediación 
de las EPS en la administración de los re-
cursos de la salud por medio del giro di-
recto realizado por la Administradora de 
los Recursos del Sistema General de Se-
guridad Social en Salud (ADRES), la digni-
ficación de los profesionales médicos y la 
creación de un sistema público de infor-
mación sobre el manejo de los recursos 
del sistema. Este proyecto de ley, consen-
suado con organizaciones de la sociedad 
civil, fue atacado desde el primer momen-
to por parte de las EPS, gremios económi-
cos, medios de comunicación y varios de 
los partidos políticos tradicionales.

Tras varios intentos de consensuar el 
texto, incluyendo la reunión de los directi-
vos de las EPS con el presidente Petro, la 
tensión se saldó con la salida del gobierno 
de la ministra Carolina Corcho, el ingreso 

de Guillermo Jaramillo a la cartera de salud, 
y la negociación al interior de la comisión 
séptima de la Cámara para lograr la apro-
bación del proyecto de ley en primer debate 
en mayo, por la votación mínima requeri-
da para continuar el trámite parlamentario. 
El proyecto quedó vivo, sin embargo, no es 
clara la estrategia para conseguir su apro-
bación en la plenaria de la Cámara, mucho 
menos su continuación en el Senado.

La reforma laboral fue presentada un 
mes después de la radicación de la refor-
ma a la salud. A diferencia de ésta, el texto 
del proyecto de ley había sido discutido 
en la Comisión Permanente de Concerta-
ción de Políticas Salariales y Laborales, y 
la ministra de Trabajo, Gloria Inés Ramírez, 
reiteró en varias ocasiones que existía dis-
posición al diálogo y la concertación. De 
hecho, en marzo se llegó a anunciar que 
la reforma había sido concertada. Sin em-
bargo, gremios como la Asociación Nacio-
nal de Empresarios (ANDI), la Sociedad de 
Agricultores de Colombia (SAC), la Federa-
ción Nacional de Comerciantes (Fenalco), 
la Asociación Colombiana de las Micro, 
Pequeñas y Medianas Empresas (ACOPI) y 
Asobancaria manifestaron su desacuerdo 
con los textos presentados, y congresistas 
de los partidos tradicionales hicieron eco 
de estos mensajes, llegando a persuadir a 
congresistas que inicialmente respaldaban 
el texto del gobierno.

La ponencia para primer debate de la 
reforma, coordinada por la representante 
María Fernanda Carrascal, sufrió un impor-
tante traspiés con la presentación de una 
ponencia alternativa, firmada por el repre-
sentante Víctor Manuel Salcedo del partido 
de la U, el cual se contaba, en principio, 
como uno de los congresistas compro-
metidos con la reforma y con la coalición 
de gobierno. Esta ponencia eliminaba o 
morigeraba varios de los elementos más 
transformadores de la reforma, y al ser 
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presentada primero, debía discutirse antes 
que la ponencia de la coalición. Tras una 
serie de recusaciones a varios congresistas 
de la comisión séptima, la ponencia alter-
nativa no logró ponerse en consideración y 
se votó la ponencia del gobierno en la úl-
tima semana de sesiones ordinarias. Dado 
que no se alcanzó a realizar la discusión 
del articulado, la reforma fue archivada al 
finalizar la primera legislatura.

En cuanto a la reforma pensional, pre-
sentada también en marzo –una semana 
después de la reforma laboral–, esta logró 
superar el primer debate en la comisión 
séptima del Senado. Aun cuando se repitió 
el patrón señalado en las reformas ante-
riores de rechazo por parte de los grandes 
gremios económicos y los fondos privados 
de pensiones, así como una campaña de 
ataques en los medios de comunicación, el 
desarrollo de lógicas de negociación con 
los senadores presentes en la Comisión, al 
margen de cualquier intento de concerta-
ción con los sectores económicos, repre-
sentó una posibilidad de avanzar en la 
votación del proyecto de ley.

Para complementar este balance, es im-
perativo profundizar en algunas reformas 
de carácter prioritario para este informe, 
tales como la reforma política y el código 
electoral. Con respecto a la reforma política, 
es importante señalar que ésta fue conce-
bida en el marco del programa de gobier-
no “Colombia Potencia Mundial de la Vida”, 
como una propuesta que incluiría la finan-
ciación totalmente pública y racional de las 
campañas electorales y la reforma a la Re-
gistraduría y el Consejo Nacional Electoral 
para dar lugar a una arquitectura electoral 
eficiente, organizada, e independiente.

Se esperaba que esta propuesta de re-
forma política incorporara las sugerencias 
planteadas en las recomendaciones de la 
Misión Electoral Especial3 (MEE) de 2017, 
orientadas a lograr la apertura del sistema 

político de cara al cumplimiento del Acuer-
do Final de Paz, por medio de la puesta en 
marcha inmediata de las listas cerradas 
y paritarias con alternancia de género, la 
definición de mecanismos para la demo-
cratización interna de los partidos, y el es-
tablecimiento del voto obligatorio. Al inicio 
de la legislatura se presentaron varios pro-
yectos de acto legislativo al respecto en el 
Senado, dando lugar a un ejercicio de con-
ciliación que culminó en la presentación a 
primer debate del proyecto de acto legis-
lativo 18 de 2022.

En el articulado que se presentó a de-
bate se excluyeron la gran mayoría de es-
tos temas, manteniendo solamente las 
listas cerradas y paritarias con alternan-
cia de género (no inmediatas). Asimismo, 
se excluyó de la discusión de la reforma 
política la referencia al sistema electoral, 
es decir, la arquitectura institucional. La 
reforma política buscaba avanzar en la re-
solución de los siguientes problemas del 
sistema político:

1.	 Estructuras partidistas con prácticas 
transaccionales para el otorgamien-
to de avales, y de compra y venta de 
votos para la escogencia y elección 
de candidatos(as).

3	 La Misión Electoral Especial (MEE) fue un espacio 
conformado en el marco del punto 2.3.4 del Acuerdo 
Final de Paz, que recibió el mandato de construir 
recomendaciones orientadas a asegurar una mayor 
autonomía e independencia de la organización 
electoral; modernizar y hacer más transparente el 
sistema electoral; y dar mayores garantías para la 
participación política en igualdad de condiciones y 
mejorar la calidad de la democracia. La MEE contó 
con la participación de siete personas, entre las 
que se encontraba un representante de la MOE y 
seis personas designadas por cuatro instituciones, 
dos nacionales (Departamentos de Ciencia Política 
de las Universidad de los Andes y Universidad 
Nacional de Colombia) y dos internacionales (Centro 
Carter, Instituto Holandés para la Democracia 
Multipartidaria, NIMD).
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2.	 Utilización de recursos ilegales y/o 
indebidos o establecimiento de 
acuerdos que exigen retribuciones 
posteriores a la elección y compro-
meten el erario.

3.	 Debilidad de actores políticos que 
ponen en riesgo la estabilidad insti-
tucional, con baja legitimidad en las 
regiones y sin mecanismos democrá-
ticos que representen al conjunto de 
la sociedad colombiana.

4.	 Baja representación de las mujeres 
en la política.

Inicialmente, el articulado del proyecto 
de acto legislativo incluía los siguientes 
mecanismos para resolver cada uno de los 
problemas:

1.	 Dejando explícito el límite de dere-
chos políticos de los servidores pú-
blicos de elección popular en los 
casos previstos por la Constitución 
y la ley, por sentencia judicial profe-
rida por una autoridad judicial com-
petente en un proceso penal o de 
pérdida de investidura.

2.	 Financiación anticipada, con recur-
sos 100 % estatales para campañas 
electorales, y mixta (estatal y priva-
da) para el funcionamiento interno y 
la administración de los partidos.

3.	 Exigencia de mecanismos democráti-
cos a los partidos para elegir sus di-
rectivas y candidaturas, garantizando 
la participación, respetando la pari-
dad de género, así como la inclusión 
de personas con discapacidad. Esto 
incluye la obligatoriedad de respetar 
los resultados de las consultas inter-
nas e interpartidistas.

4.	 Listas cerradas, bloqueadas, parita-
rias y con alternancia para las cor-
poraciones públicas para elecciones 
nacionales y locales por parte de los 

grupos significativos de ciudadanos, 
movimientos o partidos políticos o 
en coalición.

La propuesta de reforma política tam-
bién evitó abordar mecanismos de de-
mocratización interna de los partidos, y 
reglamentos para el funcionamiento de las 
coaliciones. El proyecto de acto legislativo 
fue modificado de forma sustancial frente 
a la propuesta inicial. En lugar de obligar 
a las listas cerradas, en la propuesta para 
quinto debate creaba incentivos, como una 
financiación estatal un 30 % adicional, pa-
ra los partidos que libremente decidieran 
tenerlas. Asimismo, a lo largo del trámite 
legislativo se incluyeron temas no plan-
teados en el programa de gobierno o en 
las recomendaciones de la MEE; un ejem-
plo de ello fue la propuesta de eliminar la 
mención de conflicto de interés para los 
congresistas al votar proyectos de ley que 
pudieran afectar a quienes hayan financia-
do sus campañas.

Las organizaciones de la sociedad civil 
señalaron4 una serie de elementos que de-
bían retirarse del articulado, como fueron:

1.	 La definición del consenso como una 
forma de selección de candidaturas.

2.	 La eliminación de la incompatibili-
dad de los congresistas para renun-
ciar y hacer parte del Ejecutivo.

3.	 La organización de listas, por una 
única vez, teniendo en cuenta el or-
den de elección del último período 

4	 El desarrollo de los argumentos expuestos por 
organizaciones y plataformas como Transparencia 
por Colombia, Viva la Ciudadanía, la Misión de 
Observación Electoral, Fundación Karisma, entre 
otras, puede evidenciarse en las audiencias públicas 
realizadas por la comisión primera de Senado 
(Senado de la República, 2022a) y la Cámara de 
Representantes (2022).
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constitucional para la respectiva 
corporación, sin condicionamiento 
de género, lo cual permitía la posi-
bilidad de que, para las elecciones 
siguientes –las de 2026– los congre-
sistas actuales mantuvieran los pri-
meros puestos de las listas cerradas.

Después del rechazo al texto que se ha-
bía estado consolidando, la reforma polí-
tica fue retirada tras el cuarto debate por 
iniciativa de su autor, el senador Roy Ba-
rreras. Actualmente, no está claro si la re-
forma se presentará de nuevo, y mientras 
no se recomponga la mayoría de gobierno 
en el Legislativo, se presume será difícil 
llevar a cabo esta tarea.

Mientras tanto, el código electoral logró 
superar la totalidad de los debates corres-
pondientes. Tras una primera mitad de le-
gislatura en la que hubo lentitud para el 
trámite de este proyecto, con un impulso 
decidido por parte de los partidos tradi-
cionales, y sin mayor interlocución con la 
bancada alternativa, el proyecto avanzó 
rápidamente en la primera mitad de 2023. 
El código electoral consistía en la presenta-
ción del mismo proyecto radicado por el Re-
gistrador, Alexander Vega, en el último año 
del gobierno Duque, el cual se cayó en la re-
visión realizada por la Corte Constitucional.

Si bien la propuesta aprobada del código 
electoral contiene una serie de actualizacio-
nes necesarias en términos del tratamiento 
de proselitismo político en redes sociales, 
la propiedad estatal del software con el que 
se hace el conteo de votos, y la financiación 
de campañas por medios electrónicos, las 
organizaciones de la sociedad civil señala-
ron al menos cinco elementos que debían 
modificarse para mejorar el texto (Senado 
de la República, 2022b):

1.	 Ampliación de la planta de personal 
en la Registraduría Nacional del Esta-
do Civil: el código electoral aprobó la 

creación de registradores delegados 
y especiales en los departamentos, 
y estableció funciones para dispo-
ner de los registradores municipales. 
Además, se crearon más delegados 
en los municipios de mayor pobla-
ción, lo que genera una nómina de 
más de mil empleados. La creación 
de esta nueva burocracia regional 
es un riesgo porque puede dar pie a 
mayores dinámicas de carácter clien-
telar en la entidad, máxime cuando 
se trata de funcionarios encargados 
del conteo de votos.

2.	 Garantías para el voto: el código elec-
toral no resuelve los problemas de 
acceso al voto, ya que no aborda pro-
blemáticas de acceso para la vota-
ción. Hizo falta ampliar el número de 
puestos de votación, especialmente 
en zonas rurales y en el exterior, así 
como también la creación de campa-
ñas informativas y pedagógicas ma-
sivas, para promover e incrementar 
el nivel de participación electoral. 
De igual forma, adoptar un enfo-
que de sanción a la ciudadanía que 
no actualice su residencia electoral 
es una medida que puede impactar 
negativamente la participación y no 
contribuye a reducir los riesgos de 
trashumancia o inscripción fraudu-
lenta de cédulas.

3.	 Soberanía informática y tecnológica 
de las elecciones: no basta con la 
propiedad estatal de los softwares, 
era necesario profundizar en la vee-
duría y la observación a los mismos. 
La veeduría no puede limitarse a la 
visualización del funcionamiento del 
programa, sino que debe incluir el 
acceso al código fuente, así como la 
posibilidad de acceder por parte de 
los actores políticos y los observado-
res institucionales.
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4.	 Enfoque de género: si bien se valora 
positivamente la inclusión de con-
ceptos y prácticas que constituyen 
violencias basadas en género, así 
como medidas para la prevención, 
protección y sanción, no se logró al-
canzar la paridad en la conformación 
de listas para las corporaciones pú-
blicas. La paridad estaba en la versión 
que fue rechazada por la Corte, pero 
no se mantuvo en esta propuesta.

5.	 Coherencia, armonización y coor-
dinación de reformas: se requieren 
reformas políticas y electorales cen-
tradas en la financiación pública de 
las campañas, la democratización de 
los partidos, la adquisición progresi-
va de derechos para los movimientos 
y partidos políticos, y la regulación 
de los grupos significativos de ciu-
dadanos. Estas reformas debe incluir 
la implementación de listas cerra-
das y paritarias, reglas para el fun-
cionamiento de las coaliciones y la 
creación de una autoridad electoral 
independiente que brinde garantías 
reales, seguridad y transparencia an-
te la ciudadanía. Al día de hoy, esta 
tarea sigue pendiente.

Como se puede evidenciar, en este mo-
mento el Congreso de la República se cons-
tituye en uno de los escenarios de mayor 
debate político en cuanto al avance o re-
troceso en el cumplimiento del programa 
de gobierno votado en la Presidencia. En 
medio de la complejidad de las relaciones 
entre el Ejecutivo y los partidos políticos 
tradicionales, y entre tensiones y concilia-
ciones, el análisis tiende a dejar por fuera 
del análisis a otros actores. Por lo tanto, es 
importante situar a la ciudadanía en tér-
minos de su relación con el Congreso, en-
tendiendo que este último es, en principio, 
un órgano de expresión representativo de 
la voluntad del constituyente primario.

En términos de la relación entre Con-
greso y ciudadanía, es importante destacar 
que la constitución de las mesas directi-
vas del Congreso logró establecer espacios 
importantes de toma de decisión para los 
partidos de gobierno en el primer año, 
proclives a facilitar la interlocución con la 
gente. Este aspecto adquiere particular re-
levancia en el caso de la Presidencia de la 
Cámara de Representantes, que, junto con 
organizaciones de la sociedad civil, univer-
sidades y entidades vinculadas a organi-
zaciones internacionales, conformaron la 
Alianza para la Transformación durante el 
primer período legislativo. El objetivo de 
esta alianza fue fortalecer las capacidades 
del Congreso para contribuir a la construc-
ción de una democracia más inclusiva y 
participativa.

En el marco de este proceso se llevó a 
cabo la formulación y puesta en marcha 
de una Escuela de Democracia Abierta pa-
ra integrantes de Unidades de Trabajo Le-
gislativo (UTL), funcionarios y congresistas; 
se avanzó en la realización de Encuentros 
Ciudadanos Regionales en Barranquilla, 
Cali y Medellín, enmarcados en la genera-
ción de espacios de cocreación con la ciu-
dadanía; y se propuso la construcción del 
séptimo Plan de Acción para la Cámara de 
Representantes.

La bancada del Pacto Histórico ha es-
tablecido de manera informal escenarios 
coyunturales para articularse con organi-
zaciones de la sociedad civil. Un ejemplo 
de ello es la creación de mesas técnicas 
encargadas de recibir, corregir y presen-
tar propuestas al PND. En este sentido, 
la presidencia de la Cámara promovió la 
colaboración entre las UTL del Pacto His-
tórico y diversas organizaciones con el 
objetivo de presentar un bloque unificado 
de propuestas que fueran consideradas 
en diferentes etapas del debate del pro-
yecto de ley.
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En conclusión, al reflexionar sobre el 
Congreso, su composición actual, su ca-
pacidad de acción y su articulación con la 
ciudadanía durante el primer año de go-
bierno, se evidencian las tensiones exis-
tentes en la sociedad colombiana. Uno de 
los desafíos más grandes del Gobierno 
nacional será construir capacidades de 
negociación y operación política de las 
mayorías en el Legislativo, ya que de ello 
dependerán muchas de las grandes refor-
mas sociales. En este contexto, el reto de 
las organizaciones sociales consiste en 
respaldar y fortalecer la movilización en 
torno a las iniciativas que promuevan la 
garantía de derechos, así como en rees-
tructurar y redimensionar las relaciones 
entre el Gobierno, el Congreso y los movi-
mientos sociales.

La consolidación de posibles mayorías 
en el Congreso implicará al menos dos es-
cenarios de discusión. Por un lado, estará 
la disputa ideológica y política de cara al 
cumplimiento del programa de Gobierno, 
para lo cual se requerirá de una moviliza-
ción activa que evidencie la imposibilidad 
de ceder excesivamente a las pretensiones 

de los partidos tradicionales y los gru-
pos económicos que se han manifestado 
en contra de las reformas. Por otro lado, 
la consolidación de mayorías dependerá 
también de una recomposición del gabine-
te y de los cargos de alto nivel en el Estado, 
de cara a una representación burocrática 
que satisfaga a los partidos tradicionales, 
especialmente teniendo en cuenta la cer-
canía de las elecciones regionales. En es-
tas elecciones, la cercanía con el Gobierno 
central se considerará como un criterio pa-
ra acceder a los recursos necesarios en las 
entidades territoriales.

En todo caso, la manifestación de las 
tensiones evidenciadas en este documen-
to cambiará una vez que se lleven a cabo 
las elecciones regionales. En este proceso 
electoral, se expresará una nueva correla-
ción de fuerzas que, de nuevo, requerirá de 
un reacomodo de las dinámicas políticas 
del Congreso y su relación con el Ejecutivo. 
Esto ocurrirá dentro del marco de las asig-
naciones presupuestales que este último 
pueda establecer, en relación con las de-
mandas de inversión por parte de las al-
caldías y gobernaciones.
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Anexos

Tema Proyecto de Ley Título Estado

Salud C 073/2020
Por medio del cual se modifican los artículos 194 
y 195 de la Ley 100 de 1993. Archivado en segundo debate

Educación C 132/2021
- S 260/2022

Por la cual se establece la gratuidad universal en 
la educación superior pública y se dictan otras 
disposiciones. - Ley Matrícula Cero.

Aprobado

Renta básica C 137/2021

Por medio de la cual se crea el programa Renta 
Básica de emergencia como medida para ga-
rantizar derechos ciudadanos y se dictan otras 
disposiciones.

Archivado en primer debate

MiPymes y empleo C 136/2021

Por medio del cual se establecen mecanismos 
para la reactivación económica de las MiPymes 
y apoyo para la generación de empleo y se dictan 
otras disposiciones.

Aprobado primer debate

Créditos Agro S 78/2021

Por medio del cual se modifica el decreto 596 de 
2021 y se adicionan otras disposiciones para los 
acuerdos de recuperación, saneamiento de la car-
tera agropecuaria, las medidas de alivio especial 
a deudores del fondo de solidaridad agropecuario 
y del programa nacional de reactivación agrope-
cuaria y otros tipos de deudores del sector agrario.

Archivado en primer debate

Insumos Agro S 81/2021
Por el cual se define la política de fijación de pre-
cios de los productos e insumos agropecuarios en 
el mercado nacional.

Archivado por tránsito de legislatura

Juventud S 84/2021
Por medio del cual se reforma la Ley 1622 de 
2013, se incentiva la participación política de la 
juventud y se adoptan otras disposiciones.

Archivado por tránsito de legislatura

Protesta social S 79/2021
Por medio de la cual se establecen garantías para 
el ejercicio del derecho fundamental a la protesta 
pacífica.

Archivado por tránsito de legislatura

Reforma a la Policía S 31/2021
Por la cual se reforma la ley 62 de 1993, la ley 
1801 de 2016, se fortalece el carácter civil de la 
Policía Nacional y se dictan otras disposiciones.

Archivado por tránsito de legislatura

Género S 80/2021
Por medio de la cual se dictan medidas para pre-
venir, atender y erradicar la violencia contra las 
mujeres y se dictan otras disposiciones.

Acumulado y archivado por tránsito 
de legislatura

Derogatoria del 1174 C 133/2021
Por medio del cual se deroga el Decreto 1174 de 
2020 y se dictan otras disposiciones en relación 
con los pisos de protección social.

Archivado en primer debate

Tabla 1
Estado de los proyectos de ley presentados por el Comité Nacional de Paro en el año 2021
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Tema Proyecto de Ley Título Estado

Reforma Política PAL S 18/2022
– C 243/2022

Por medio del cual se adopta una reforma política.
Retirado por el autor

Jurisdicción Agraria PAL C 173/2022
–S 35/2022

Por el cual se reforma la Constitución Política de Co-
lombia y se establece la jurisdicción agraria y rural. Aprobado

Campesino sujeto
de derechos

PAL C 254/2022
– S 019/2022

Por medio del cual se reconoce al campesinado co-
mo sujeto de especial protección constitucional y se 
integra el bloque de constitucionalidad el texto de la 
declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos 
de los campesinos y de otras personas que trabajan 
en las zonas rurales.

Aprobado

Cannabis PAL C 002/2022
– S 033/2022 

Por medio del cual se modifica el artículo 49 de la 
Constitución Política de Colombia, se regulariza el 
Cannabis de uso adulto y se dictan otras disposiciones

Archivado en octavo
debate

Código electoral S 111/2022
- C 418/2023

Por medio del cual se expide el Código Electoral co-
lombiano y se dictan otras disposiciones. Aprobado

Prohibición de Fracking S 114/2022
- C 413/2023

Por medio de la cual se prohíbe el fracking, la ex-
ploración y producción de los yacimientos no con-
vencionales (YNC) de hidrocarburos, se ordena la 
reformulación de la política de transición energética 
y se dictan otras disposiciones.

Aprobado en segundo
 debate

Cambio de nombre 
Ministerio de Cultura

C 240/2022
- S 280/2023

Por medio de la cual se reforma la ley 397 de 1997, se 
cambia la denominación del Ministerio de Cultura, se 
modifica el término de economía naranja y se dictan 
otras disposiciones.

Aprobado

Día de la Diversidad
Étnica y cultural S 220/2022

Por medio del cual que se establece el 12 de octubre 
de cada año como el día de la diversidad étnica y cul-
tural de la Nación colombiana.

Aprobado en segundo
debate

Reglamentación Cannabis C 246/2022
Por medio del cual se regula el cannabis de uso adulto 
y se dictan otras disposiciones.

Aprobado en primer
debate

Entretenimiento
cruel con animales

S 85/2022
- C 328/2022 

Por la cual se prohíben progresivamente las prácticas 
de entretenimiento cruel con animales y se dictan 
otras disposiciones.

Archivado en tercer 
debate

Reconocimiento
y fortalecimiento sector
de la música en Colombia

C 189/2022

Por medio del cual se reconoce, promueve y fortalece 
el ecosistema musical colombiano y se dictan otras 
disposiciones.

Aprobado en primer 
debate

Acuerdo entre Colombia
y Venezuela sobre
el Transporte por Carretera

S 208/2022
-C 322/2022

Por medio de la cual se aprueba el “acuerdo entre la 
república de Colombia y la república bolivariana de 
Venezuela sobre el transporte internacional de carga 
y pasajeros por carretera”, suscrito en Cartagena de In-
dias, República de Colombia, el 1° de agosto de 2014.

Aprobado

Tabla 2
Estado de los proyectos de ley priorizados por el Gobierno y en trámite para abril de 2023
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Tema Proyecto de Ley Título Estado

Convención Interamericana 
contra el racismo,
la discriminación racial 

S 235/2022

Por medio de la cual se aprueba la “Convención Inte-
ramericana contra el racismo, la discriminación racial 
y formas conexas de intolerancia”, adoptada en la An-
tigua, Guatemala, el 5 de junio de 2013.

Retirado por el autor

Convención interamericana 
contra toda forma
de discriminación
e intolerancia

S 234/2022

Por medio de la cual se aprueba la “Convención In-
teramericana contra toda forma de discriminación e 
intolerancia”, adoptada en la Antigua, Guatemala, el 
5 de junio de 2013.

Retirado por el autor

Protocolo contra el tráfico 
ilícito de migrantes
por tierra, mar y aire

S 250/2022

Por medio de la cual se aprueba el “Protocolo contra 
el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, 
que complementa la Convención de las Naciones Uni-
das contra la delincuencia organizada trasnacional”, 
adoptado por la Asamblea General de la Organización 
de las Naciones Unidas, el 15 de noviembre de 2000.

Aprobado en primer
debate

Tabla 3

Estado de los proyectos de ley priorizados por el Gobierno por radicar en abril de 2023

Tema Proyecto de Ley Título Estado

Plan Nacional de Desarrollo S 274/2023
- C 338/2023

Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 
2022-2026 Colombia potencia mundial de la vida. Aprobado

Ley de adición presupuestal C 342/2023
- S 278/2023

Por la cual se adiciona y efectúan unas modificaciones 
al presupuesto general de la nación de la vigencia fiscal 
de 2023.

Aprobado

Reforma a la Salud C 339/2023
Por medio de la cual se transforma el sistema de salud 
en Colombia y se dictan otras disposiciones. Aprobado Primer Debate

Reforma Pensional S 293/2023
Por medio de la cual se establece el sistema de protec-
ción social integral para la vejez Aprobado Primer Debate

Reforma Laboral C 367/2023

Por medio de la cual se adopta una reforma laboral para 
el trabajo digno y decente en Colombia y se modifican 
parcialmente el código sustantivo del trabajo, ley 50 de 
1990, la ley 789 de 2002 y otras normas laborales.

Archivado por tránsito
de legislatura

Código Minero No radicado

Modernización de la Policía No radicado

Aceptación
de Responsabilidad Penal
/ Sometimiento

S 288/2023

Por la cual se establecen mecanismos de sujeción a la 
justicia ordinaria, garantías de no repetición y desman-
telamiento de estructuras armadas organizadas de cri-
men de alto impacto y se dictan otras disposiciones.

Archivado por tránsito
de legislatura
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Tema Proyecto de Ley Título Estado

Humanización Penitenciaria S 277/2023 - C 
336/2023

Por medio de la cual se humaniza la política criminal y 
penitenciaria para contribuir a la superación del estado 
de cosas inconstitucional y se dictan otras disposiciones

Archivado por tránsito 
de legislatura

Régimen  Sancionatorio 
de Transporte No radicado

Código Ferroviario 
(infraestructura ferroviaria) C 337/2023

Por medio de la cual se definen y establecen las condi-
ciones para el desarrollo de infraestructura ferroviaria 
nacional, se regula la prestación del servicio público de 
transporte férreo y se dictan otras disposiciones.

Archivado por tránsito 
de legislatura

Desmonte de vehículos No radicado

Reforma a la Educación No radicado

Protocolo Facultativo 
de la Convención contra
la tortura y otros tratos
o penas crueles,
inhumanos o degradantes

S 276/2023

Por medio del cual se aprueba el “Protocolo facultativo 
de la Convención contra la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes”, adoptados en Nue-
va York, el 8 de diciembre de 2002, mediante resolución 
a/res/57/799 de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas. 

Aprobado Primer Debate

Servicios Públicos No radicado

Código Nacional de Tránsito No radicado

Sistema Nacional Ambiental No radicado

Transferencias Municipios No radicado
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LOS ORGANISMOS JUDICIALES, DE INVESTIGACIÓN 
Y DE CONTROL, EN CONTRAVÍA DE LAS REFORMAS 
DEMOCRÁTICAS

Introducción

U
na apreciación tradicional en 
los estudios sobre la demo-
cracia y el funcionamiento de 
las instituciones legales en 
Colombia se basa en el plan-

teamiento de que el régimen político en Co-
lombia es excesivamente presidencialista, 
puesto que concentra en el Presidente de 
la República excesivas atribuciones y fun-
ciones que opacan o subordinan las funcio-
nes y capacidades de las demás ramas del 
poder público, y terminan imponiendo la 
voluntad del Ejecutivo en la gestión de los 
asuntos públicos, haciendo que los contro-
les a su decisiones sean más bien débiles, 
esporádicas o de carácter excepcional. 

Los sucesivos congresos elegidos tradi-
cionalmente han avalado las iniciativas del 
Ejecutivo, respaldando su aprobación por 
coaliciones generalmente fluidas articula-
das alrededor de concesiones de beneficios 
por su adhesión; el control y la investiga-
ción por sus actuaciones generalmente son 
neutralizados por procedimientos dispues-
tos adrede para no prosperar y las cortes 
han sido generalmente bastante condes-
cendientes con el actuar y las decisiones 
del Ejecutivo,  con excepción de fallos ad-
versos de la Corte Constitucional sobre al-

gunos decretos de estados de excepción, 
decretos legislativos o los que impidieron 
la voluntad de perpetuación en el poder del 
presidente a través de la consagración de la 
reelección.

Sin embargo, en 212 años de vida repu-
blicana la oposición entre la presidencia y 
las entidades de las otras ramas del Estado 
nunca evidenciaron situaciones de riesgo 
para los intereses generales de los partidos 
tradicionales, que canalizan las demandas 
de los sectores económicos y políticos do-
minantes, más allá de eventuales disputas 
de intereses generadas por la dinámica de 
la alternancia política de los partidos que 
se disputan el poder. Pero como tendencia 
general, lo que se constata es una alinea-
ción general de las instituciones estatales 
alrededor de los intereses de las élites do-
minantes y subordinación funcional de las 
demandas de los sectores subalternos de la 
población que pudieran poner en riesgo los 
privilegios y la posición dominante de los 
sectores prevalecientes de la vida económi-
ca y política.

La llegada al poder del primer gobierno 
progresista ubicado por fuera de los parti-
dos tradicionales y con una agenda de re-
formas estructurales que busca revertir la 
hegemonía del capital privado en la gestión 
de servicios sociales como las pensiones, la 
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salud, la represión de las remuneraciones 
salarios o los monopolios en el extractivis-
mo minero e inclusive de los sectores ma-
fiosos en la mercado interno y desregulado 
de las drogas ha puesto de presente la re-
acción unánime de las élites para impedir 
la concreción de dichas reformas y por esa 
vía hacer fracasar la posibilidad de que los 
sectores progresistas puedan arraigarse en 
la vida política.

Consciente de la insuficiencia del Pacto 
Histórico y de las fuerzas que lo apoyan el 
Congreso para sacar adelante sus reformas 
estructurales el Presidente Petro apostó 
por intentar sacarlas adelante por la vía del 
Acuerdo Nacional con distintos sectores di-
rigentes y partidos políticos. Pero ante un 
Congreso que no representa a los sectores 
que lo eligen sino a quienes lo financian, 
pudo más el lobby del gran capital que la 
capacidad del gobierno de mantener a los 
congresistas alineados en la coalición pa-
ra aprobar las reformas. Ante unas EPS que 
manejan como como si fueran privados más 
de 51 billones de pesos (Arias, 2023) y unos 
Fondos de Pensiones que manejan más de 
320 billones pesos (Arias, 2022) que el Esta-
do les entrega a los grandes conglomerados 
financieros para la atención de la salud y 
las pensiones de los colombianos, el pul-
so lo terminaron ganando los privados para 
dejar en evidencia el chantaje que el Con-
greso y los jefes e integrantes de los parti-
dos políticos le impusieron al Congreso y a 
la sociedad, dejando en claro su lealtad a 
los sectores que los financian.

Asedio de los organismos
de investigación judicial
y de control y la desviación
de sus funciones públicas. 

No ha sido el Congreso el único escenario 
en que se ha llevado a la práctica la vo-
luntad de paralizar la dinámica reformista 

propuesta por el gobierno. Este bloqueo se 
ha concretado en una gran medida desde 
la dirección actual de la Fiscalía General de 
Nación, la Procuraduría, la Defensoría del 
Pueblo e incluso desde un activismo des-
de las altas cortes que no puede ocultar su 
sesgo politizado en contra de la de la acti-
vidad del Presidente y sus principales vo-
ceros en el Congreso y en el Gabinete por 
sacar adelante las reformas por las cuales 
votaron 11.5 millones de ciudadanos. 

Esta estrategia de asedio a las fuerzas y 
dinámicas reformistas en realidad comen-
zó a desatarse desde la firma misma del 
Acuerdo de Paz con las Farc, que anuncia-
ba y comprometía al Estado a implemen-
tar reformas largamente demandas por los 
sectores subalternos y sus luchas sociales, 
y que buscaban superar factores estructu-
rales que han causado o mantenido la vio-
lencia a lo largo de cerca de 6 décadas. La 
contra-ofensiva de las élites expresada en 
su apuesta por impedir la aprobación de 
los acuerdos en el plebiscito por la paz y 
sobre todo en el triunfo del candidato de la 
ultraderecha para el periodo 2018-2022 fue 
acompañada de un genocidio que no cesa 
contra los líderes sociales, los excombatien-
tes firmantes de paz y quienes defienden la 
paz en los territorios, de una expansión del 
paramilitarismo y estructuras asociadas al 
narcotráfico en los territorios anteriormen-
te bajo control de las Farc, llegando según 
la Defensoría del Pueblo, a tener presencia 
de estos grupos en las zonas rurales de cer-
ca de la mitad de los municipios del país, 
poniendo en riesgo a al menos 7,2 millones 
de personas condenadas a vivir bajo la vio-
lencia cotidiana de actores ilegales (Ocha, 
2023, p. 5). 

A nivel institucional, las palancas del go-
bierno de ultraderecha de Iván Duque se 
movilizaron para alcanzar el control mono-
pólico de instituciones como la Fiscalía, la 
Procuraduría y la Defensoría en cabeza de 
aliados del gobierno o de la coalición de 
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gobierno como Francisco Barbosa, Marga-
rita Cabello y Carlos Camargo, respectiva-
mente, quienes al proyectar gran parte de 
sus mandatos sobre el periodo del actual 
gobierno se han convertido en los voceros 
principales de la oposición política de los 
sectores conservadores, anti-reformistas y 
favorecedoras de las estrategias inmovilis-
tas de los conglomerados financieros que 
por décadas se han apropiado de los fon-
dos públicos dedicados a financiar los ser-
vicios sociales e incluso a oponerse a las 
estrategias que abrirían la posibilidad a la 
paz completa con todos los sectores que 
mediante el ejercicio de la violencia en los 
territorios, garantizan la continuidad de los 
sectores del privilegio, de los monopolios 
sobre los factores productivos e impiden el 
clima propicio para la movilización social 
por social por las reformas necesarias pa-
ra superar las crisis políticas, humanitarias, 
sociales y ambientales. 

El ejercicio autocrático del poder
por el Fiscal General Francisco Barbosa. 

El papel más agresivo de la oposición polí-
tica al mandato reformista recibido por el 
actual gobierno lo representa sin duda el 
Fiscal General Francisco Barbosa, nomina-
do por Iván Duque, su amigo de juventud 
y compañero de aulas. Desde su posesión 
no ha hecho el menor esfuerzo por aparen-
tar al menos un mínimo de independencia 
frente al partido al que le debe su nomina-
ción, y ha hecho un ejercicio selectivo de 
sus obligaciones de investigar y acusar a 
quienes están sujetos al poder punitivo de 
la institución a su cargo. 

No existe ninguna medida en materia de 
seguridad o política de orden público de es-
te gobierno, enmarcadas en el nuevo marco 
de seguridad humana, a las cuales el go-
bierno no haya salido ante los medios a ter-
giversar, distorsionar o desprestigiar. Desde 

su oposición a la propuesta contenida en el 
Plan de Desarrollo de contratar obras o ser-
vicios con comunidades u organizaciones 
de economía popular a la cual estigmatizó 
diciendo que “se les van a entregar recur-
sos de forma directa a quienes se dedican 
a la actividad industrial del narcotráfico” 
hasta la desacreditación de la Política Na-
cional de Drogas 2023-2033 llamada “De la 
guerra contra las drogas al cuidado de la 
vida”(Semana, 2023d)., por supuestamen-
te “no contemplar “estrategias y acciones 
claras que demuestren la lucha del Estado 
contra el narcotráfico y el desmantelamien-
to de las organizaciones criminales” (FGN, 
2023b)., es decir, por no dar continuidad al 
enfoque de la fracasada “guerra contra las 
drogas” mantenida de manera interrumpi-
da durante las últimas décadas. Con orgu-
llo, sostenía Barbosa ante los medios que 
era la primera vez en 30 años que había una 
clara desaprobación de la Fiscalía General 
de la Nación contra la política nacional de 
drogas de un gobierno (FGN, 2023c). 

Descalificando el debate público sobre 
la necesidad de combatir la impunidad 
mediante la reforma de la justicia y los or-
ganismos de control, el Fiscal no disimuló 
sus ambiciones políticas, al convocar a los 
medios para hacer un “frente amplio” para 
refutar la posibilidad de plantear dichas re-
formas, “para que no nos vayan a meter en 
un embeleco de una constituyente”, y ade-
más rechazando el proyecto que se debatía 
en el Congreso para la creación de una Cor-
te Agraria, que es uno de los compromisos 
contenidos en el Acuerdo Final de Paz entre 
el Estado y las Farc. A pesar de la rampante 
impunidad de la entidad a su cargo, el Fis-
cal también advirtió que “Tampoco pode-
mos permitir la solicitud de comisiones de 
Naciones Unidas para investigar”, descalifi-
cando los esfuerzos de cooperación que de 
manera permanente ha ofrecido esta insti-
tución para la lucha contra la impunidad en 
Colombia (Semana, 2023e).
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Sin embargo, es contra la Política de 
Paz Total impulsada por el actual gobierno 
que el Fiscal ha enfilado su agresiva cru-
zada demoledora. Desde un inicio ha exigi-
do suspender todos los decretos del cese 
al fuego ((Semana, 2023c). Los ha puesto 
como pretexto para ocultar su propia in-
competencia, diciendo que 3.291 no se han 
podido cumplir por la vigencia de dichos 
decretos (El Tiempo, 2023), desconociendo 
que estos fueron tempranamente suspen-
didos con el Clan del Golfo y el EMC y con 
el ELN no entraron en vigencia desde un 
inicio.

A pesar de que por mandato legal la Fis-
calía hace parte integral de la Comisión Na-
cional de Garantías de Seguridad, el Fiscal 
se han opuesto, ha interpuesto obstáculos 
para que esta entidad, luego de 7 años de 
creada, pueda por fin acordar la expedición 
y puesta en práctica de una Política Integral 
para el Desmantelamiento de las Estructu-
ras Criminales y el Paramilitarismo, a pesar 
de un mandato judicial expreso de la Juris-
dicción Especial para la Paz para no dilatar 
más dicha obligación. Argumenta en con-
trario la Fiscalía que “no se considera nece-
sario ni conveniente discutir en escenarios 
diferentes al Congreso de la República una 
política judicial de desmantelamiento de 
estructuras criminales”, y argumenta el Fis-
cal Barbosa que “Cuando me están diciendo 
que no hay resultados del ‘clan del Golfo’, 
entiendo que la ley de sometimiento se dis-
cute en el Congreso, no en otros escenarios” 
(El Tiempo, 2023).  Se desconoce que la obli-
gación de desmantelar las estructuras pa-
ramilitares no depende de leyes de futura 
expedición, sino que es obligación esencial 
de la Fiscalía para la cual incluso fue crea-
da en virtud de los Acuerdos con las Farc la 
Unidad Especial de Investigaciones para el 
Desmantelamiento de las Estructuras Crimi-
nales mediante Decreto Ley 897 de 2017, la 
cual debe rendir cuentas de esta obligación 
ante la CNGS. 

Mientras justifica su inacción y falta de 
resultados en la no aprobación de la ley de 
sometimiento a la justicia de las organiza-
ciones criminales, el Fiscal Barbosa se ha 
convertido a la vez en el mayor enemigo de 
la estrategia para la Paz Total y para la ex-
pedición de la Ley de sujeción a la justicia. 
Mientras afirma que “la idea de ‘paz total’ 
ha contribuido a que se esté “producien-
do un colapso en términos de seguridad y 
justicia” (El Tiempo, 2023), ha desatado una 
oposición enorme al trámite y aprobación 
de la Ley de Sujeción, marco legal para po-
der implementar los procesos de negocia-
ción con las estructuras ilegales de crimen 
de alto impacto. Distorsionando el sentido 
de la iniciativa ha presentado la concesión 
de beneficios legales y la posibilidad de 
que puedan retener algún porcentaje redu-
cido de los bienes en su poder, como una 
claudicación y entrega del país al narcotrá-
fico (FGN, 2023a). Tergiversando de mala fe 
el sentido de la iniciativa, ha manifestado 
que la ley de sometimiento será “una ope-
ración de lavado de activos” a tal nivel que 
“Pablo Escobar y el cartel de Cali estarían 
felices con la ley de sometimiento” (Sema-
na, 2023b), llevando su oposición al extremo 
de advertir que “yo como fiscal general no 
voy a dejar que pase esa norma” (Noticias 
Caracol, 2023), poniendo evidencia que el 
claro de las funciones que la Constitución 
le asigna en la investigación y acusación de 
los delincuentes para abusar de su autori-
dad e invadir las responsabilidades que son 
exclusivas del Presidente y del Congreso.

Con la propuesta de Ley de Humaniza-
ción de las Cárceles y reducción de penas, 
tanto el fiscal como la procuradora, de ma-
nera irregular, convocaron reuniones con 
los partidos políticos opositores al Gobier-
no para impedir la aprobación de estas 
normas, cruciales para avanzar tanto en las 
negociaciones de paz como en la garantía 
de derechos humanos a la población reclui-
da en las cárceles (Cortés, 2023). Utilizando 
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su capacidad de adelantar investigaciones 
penales o disciplinarias sobre los miembros 
del Congreso, es indudable que dichas pre-
siones incidieron en el hundimiento en el 
Congreso de la Ley de Sujeción y de la Ley 
de Humanización de prisiones, a tal punto 
que, ante la ausencia de un marco legal pa-
ra los acercamiento y sometimiento de las 
estructuras ilegales, el Gobierno ha debido 
considerar apelar la Ley de Justicia y Paz ex-
pedida para la negociación con los grupos 
paramilitares durante el Gobierno de Álva-
ro Uribe, como marco para poder continuar 
las conversaciones con diversas estructuras 
criminales, a pesar de los cuestionamientos 
que se han formulado a dicho marco legal. 

A pesar de negarse a acordar o llevar a 
cabo una estrategia de desmantelamiento 
de las estructuras criminales e impedir con 
su accionar un sometimiento voluntario y 
negociado de las mismas, las actuaciones 
del Fiscal dejan serias dudas sobre su vo-
luntad de perseguir a estos grupos. Así, a 
pesar de la gravedad de los testimonios 
ante la JEP del ex jefe paramilitar Salvatore 
Mancuso en la acusó a altos funcionarios 
del Estado, mandos militares, dirigentes 
políticos, dirigentes de medios de comu-
nicación y empresarios de haber trabajo 
conjuntamente con los paramilitares en su 
conformación y expansión y en la perpetra-
ción conjunta de graves crímenes contra los 
derechos humanos como cientos de des-
apariciones forzadas, masacres, despojos 
y asesinatos selectivos (JEP, 2023), hasta el 
momento no se conoce ninguna decisión 
del fiscal contra los implicados en estos crí-
menes. Similares omisiones evidenciaron el 
país cuando luego de 6 meses de estar re-
cluido a la espera de su extradición el jefe 
paramilitar alias Otoniel, la Fiscalía se negó 
a interrogarlo a pesar de su intención de-
clarada de aportar nombres de militares en 
su nómina y de políticos y empresarios que 
han conformado o están vinculados a la 
trama criminal del paramilitarismo duran-

te los últimos 20 años (Álvarez, Calderón y 
Flórez. 2023). También impidió que fuera en-
trevistado por los medios, para que el país 
conociera la verdad sobre los responsables 
detrás del terror paramilitar, y jamás inves-
tigó por qué en cinco ocasiones la Policía 
se opuso a que Otoniel fuera entrevistado 
por la JEP (El Espectador, 2022) o por qué 
las grabaciones obtenidas por la Comisión 
de la Verdad fueras arrebatas al funciona-
rio que las portaba luego de una entrevista 
que también fue obstaculizada (Lara, 2022). 

Tampoco los casos que implican a diri-
gentes políticos, militares y empresariales 
en casos de narcotráfico evidencian es-
fuerzos investigativos importantes en la 
Fiscalía. Es el caso de los generales y altos 
mandos mencionados por colaborar con la 
estructura paramilitar la Cordillera en Na-
riño al servicio de alias Matamba (como el 
general retirado Leonardo Barrero y el ge-
neral Chávez), así como otros generales de 
la policía y el Ejército mencionados en la 
fuga de este jefe paramilitar y los parami-
litares asociados (Zapateiro y mandos de la 
policía y el implicados). Investigaciones que 
se han quedado en eslabones más bajos 
de la cadena o en los delitos menos graves 
han sido denunciados no solo en ese caso 
sino en casos como las narcolaboratorios 
de la finca del exembajador Sanclemente, 
o el caso de Odebrecht para no alcanzar 
otros implicados acompañantes en el viaje 
en que se concertó la millonaria coima. La 
recurrente actitud de la Fiscalía por dilatar 
la investigación del expresidente Uribe, con 
miras a una posible prescripción, mediante 
las reiteradas solicitudes de preclusión, o la 
inactividad para oponerse a la libertad por 
vencimiento de términos del socio de la fa-
milia de la ex vicepresidenta Martha Lucia 
Ramírez también evidencian el favoritismo 
de la dirección de la Fiscalía por favorecer 
la impunidad de los poderosos. La ausencia 
de investigaciones eficaces en casos como 
la pérdida de miles de bienes de la SAE, la 
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corrupción y captura por intereses mafiosos 
de la UNP o el robo de los recursos de los 
fondos para la Paz y los OCAD-Paz eviden-
cian los mismos sesgos. 

Esta apatía y falta de diligencia para in-
vestigar los crímenes de los poderosos, así 
como de altos miembros de la Fuerza Públi-
ca implicados en graves crímenes contra los 
derechos humanos (como el caso de los 84 
asesinados en el marco de las protestas del 
Estallido Social) contrasta con la furia y ve-
hemencia con que la Fiscalía se ha ensaña-
do con los cerca de 300 jóvenes detenidos 
por su participación en el marco de dichas 
movilizaciones. 

Otras actuaciones del fiscal general de-
berían originar el rechazo nacional, como 
permitir que se utilicen recursos públicos 
para pagar a dos trabajadoras de la Fisca-
lía en oficios de servicio doméstico de su 
residencia (Charry, 2022b). Varios medios 
denunciaron que se habría emitido una 
factura por servicios de “limpieza y coci-
na” a nombre del Ministerio de Justicia, 
entidad a la que está adscrita la Fiscalía 
General, por un valor de $ 2.529.000 y que 
habría sido utilizada para pagar a dichas 
trabajadoras. O el hecho, también publi-
cado a la opinión, de que se vio a Walfa 
Téllez, esposa del fiscal, sacando maletas 
de gran tamaño de la Fiscalía General de 
la Nación (Charry, 2022a). 

También hay una denuncia penal contra 
a la señora Téllez por haber firmado un con-
trato con la Planta de Tratamiento de Aguas 
Residuales (PTAR) del Salitre, en Bogotá, 
mientras era integrante de su junta direc-
tiva. Tal comportamiento podría implicar un 
posible conflicto de interés y una falta ética, 
dado que la  PTAR Salitre es una entidad 
que recibe recursos públicos mediante con-
tratos con entidades del Estado, incluida la 
Fiscalía General de la Nación (El Tiempo, 
2022). Sin embargo, todavía se desconocen 
los avances sobre esta investigación. 

Son numerosas las situaciones cuestio-
nables. El ente acusador utiliza una aerona-
ve para sus requerimientos, cuyo costo por 
hora es de 20 millones de pesos. En ella se 
trasladó a San Andrés a José Manuel Gnec-
co, miembro de una prominente familia y 
acusado de asesinar a su esposa y prima 
María Mercedes Gnecco (Redacción Cambio, 
2023).Todos estos hechos deberían originar 
responsabilidades políticas, disciplinarias y 
penales como ha sucedió con otros servi-
dores públicos. En su desempeño, el fiscal 
utiliza la autocracia. 

La oposición desde la Procuraduría 
y la Defensoría del Pueblo

Como se ha mencionado, la Procuraduría 
al igual que la Fiscalía ha buscado movi-
lizar a los partidos políticos para impedir 
la aprobación de las reformas con las que 
se comprometió el nuevo Gobierno. La 
procuradora Margarita Cabello, exministra 
de Justicia,  nominada por quien fuera su 
jefe el Presidente Iván Duque, ha hecho 
uso de la ley que ella misma propuso para 
usar los poderes de la Procuraduría para 
investigar, suspender o destituir funcio-
narios elegidos por voto popular, en clara 
contravención a mandatos de la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos. Con 
este propósito viene adelantando inves-
tigaciones disciplinarias contra 6 de los 
Congresistas del Pacto Histórico (Reynoso, 
2023). Su empeño por paralizar la acción 
del gobierno queda manifiesto en inves-
tigaciones emprendidas contra 37 altos 
funcionarios del Gobierno, incluidos seis 
de sus ministros (Acero, 2023). Su alinea-
miento con los sectores poderosos que se 
oponen a las reformas quedó expuesto al 
descalificar despectivamente ante los gre-
mios económicos la Reforma Laboral a la 
que calificó de que “pareciera más un plie-
go de peticiones sindicales que una refor-
ma laboral” (El Espectador, 2023).
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El Defensor del Pueblo, Carlos Camargo, 
elegido también bajo el anterior gobierno 
de Iván Duque, venía de ser miembro del 
Consejo Nacional Electoral, y fue parte de 
la terna que, a pesar de la evidencia, archi-
vó la investigación por la corrupción de los 
dineros de Odebrecht de Oscar Iván Zulua-
ga. Mientras Camargo fue premiado luego 
con su designación para la Defensoría del 
Pueblo, los otros dos de la terna fueron 
premiados altos cargos por influencia del 
Gobierno Duque: Felipe García como em-
bajador ante la Unión Europea y Alexander 
Vega como Registrador Nacional (Revista 
Cambio, 2023). Desde su cargo de Defen-
sor, ha mantenido una campaña velada 
en contra de la propuesta de Paz Total del 
Gobierno (Semana, 2023a), ha mantenido 
un significativo alejamiento de las organi-
zaciones de víctimas y de derechos huma-
nos, al punto de no haberlas invitación a la 
presentación de la Alerta Temprana sobre 
los Riesgos para los defensores de dere-
chos humanos (CCEEU, 2023) y ha colmado 
los cargos directivos de la Defensoría con 
personas que han evidenciado hostilidad al 
proceso de paz (Sindhep, 2022).

Finalmente, también en las Altas Cortes 
se ha evidencia un mayor activismo que mi-
lita en contra de la posibilidad de avance 
de los sectores reformistas en la actual co-
yuntura y de sus propuestas de transforma-
ción del orden vigente. De un lado, la Corte 
Constitucional decidió avalar la iniciativa de 
la Procuradora para permitirle a esta enti-
dad administrativa investigar, suspender y 
destituir personas elegidas por voto popu-
lar. De otro, el Consejo de Estado no solo ha 
anulado iniciativas con las que el Gobierno 
buscaba llevar a cabo sus reformas como el 
decreto que le permitía regular los costos 
de los servicios públicos frente a empresas 
que a su antojo suben las tarifas alcanzan-
do un 33% de aumento en las mismas en 
los dos últimos años sino que acumula-

ron utilidades por 11 billones, a costa del 
empobrecimiento de la mayor parte de la 
población (De la Torre, 2023). También anu-
laron Directiva que buscaba democratizar el 
acceso a las funciones públicas y que im-
pedía la acumulación de Contratos con el 
Estado. Mientras el Consejo de Estado avaló 
la usurpación de la curul de las víctimas en 
manos de Jorge Tovar Vélez, hijo del jefe pa-
ramilitar Jorge 40 y mantiene aún la curul 
del congresista Polo Polo, demandada en 
varios procesos por usurpar curul de gru-
pos afrodescendientes, tomó la decisión de 
anular la elección de algunos de los princi-
pales alfiles del Gobierno de Petro, como su 
ex presidente del Senado Roy Barreras, por 
no haber renunciado un año antes al parti-
do de donde previamente había sido expul-
sado, del senador Cesar Pachón del Partido 
de gobierno del Presidente y del excontralor 
Carlos Rodríguez, titular del único órgano 
de control que acompañaba la lucha contra 
la corrupción del actual gobierno.

En suma, aunque el régimen político se 
ha afianzado en el presidencialismo por 
más de dos siglos, la irrupción en la vida 
política de fuerzas progresistas por fuera 
de los partidos tradicionales con un pro-
grama de gobierno que busca sentar las 
bases de reformas sociales, políticas y eco-
nómicas que le quiten sustento a la guerra, 
a la exclusión social y a la privatización de 
la seguridad social y los servicios públicos, 
ha llevado a la configuración de una estra-
tegia articulada en donde tanto los secto-
res institucionales dentro del Estado como 
los poderes fácticos, económicos y mediá-
ticos se han concertado para impedir el 
avance de las reformas y sobre todo para 
anular la posibilidad que se consolide en 
el poder una fuerza política reformista con 
voluntad de cuestionar el orden de privile-
gios y de exclusiones que ha dominado la 
vida política del país desde hace más de 
dos siglos.
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El País-América-Colombia. https://el-
pais.com/america-colombia/2023-05-31/
la-bancada-del-gobierno-de-petro-acu-
de-a-la-cidh-para-evitar-que-la-procura-
duria-los-suspenda.html

Semana (2023a, 16 de enero). Defensor del 
Pueblo le da “espaldarazo” al fiscal y 
justifica negativa a suspender órdenes 
de captura a narcos y Clan del Golfo. Se-
mana-Nación....https://www.semana.
com/nacion/articulo/contundente-de-
fensor-del-pueblo-le-da-espaldara-
zo-al-fiscal-y-justifica-negativa-a-sus-
pender-ordenes-de-captura-a-nar-
cos-y-clan-del-golfo/202331/

Semana (2023b, 22 de marzo). Ley de some-
timiento será una “operación de lavado 
de activos”, la cruda advertencia del fis-
cal general. https://www.semana.com/
nacion/articulo/dura-arremetida-del-fis-
cal-contra-el-presidente-pablo-esco-
bar-y-el-cartel-del-cali-estarian-feli-
ces-con-la-ley-de-sometimiento/202306/

Semana (2023c, 22 de marzo). Fiscal Fran-
cisco Barbosa le pide al presidente Pe-
tro suspender todos los decretos del 
cese al fuego. Semana-Nación. https://
www.semana.com/nacion/articulo/fis-
cal-francisco-barbosa-le-pide-al-presi-

dente-petro-suspender-todos-los-decre-
tos-del-cese-al-fuego/202343/

Semana. (2023d, 22 de marzo). Reparos del 
fiscal al Plan de Desarrollo del Gobierno 
Petro, señala [sic] que el articulado pue-
de favorecer a corruptos y narcos. Sema-
na-Nación. https://www.semana.com/
nacion/articulo/hay-un-narcomico-en-
el-plan-de-desarrollo-del-gobierno-pe-
tro-asi-lo-denuncio-el-fiscal-francisco-
barbosa/202349/

Semana. (2023e, 21 de abril). “Que no nos vayan 
a meter en el embeleco de una constitu-
yente”: el fuerte mensaje del fiscal general 
Francisco Barbosa. Semana-Política. ht-
tps://www.semana.com/politica/articulo/
que-no-nos-vayan-a-meter-en-el-embe-
leco-de-una-constituyente-el-fuer-
te-mensaje-del-fiscal-general-francis-
co-barbosa/202323/

Sindicato de Defensoras y Defensores De 
Derechos Humanos De la Defensoría del 
Pueblo de Colombia., Sindhep [@SIND-
HEP_Oficial]. (1º de noviembre de 2022). 
Defensor del Pueblo, elegido en época de 
Duque, les dio contratos a varios duquis-
tas algunos enemigos de la paz [Tweet]. 
Twitter:  https://twitter.com/SINDHEP_Ofi-
cial/status/1587603347137331201
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EL Sistema Integral de Paz al Tablero

E
l Acuerdo Final de la Habana 
o Acuerdo Final de Paz (AFP) 
contempló la creación de un 
Sistema integral compuesto 
por tres instituciones: la Comi-

sión de la Verdad, la Unidad de Búsqueda 
de Personas dadas por Desaparecidas y la 
Jurisdicción Especial para la Paz. El objetivo 
de estas instituciones es contribuir a facili-
tar la transición desde el conflicto armado 
hacia la paz. En este contexto, “Proponemos 
que el Ministerio de Relaciones Exteriores 
considere desarrollar un procedimiento de 
postulación de los nombramientos para 
titulares para los procedimientos especia-
les y órganos de tratados en el Sistema de 
Naciones Unidas, así como proveer candi-
daturas cargos en la Corte, Comisión Inte-
ramericana de Derechos Humanos y otros 
tribunales. Que el proceso resultante sea 
público, transparente, contemple criterios 
de diversidad y paridad, experiencia e ido-
neidad, que involucre consultas con orga-
nizaciones de la sociedad civil, a efectos de 
designar candidatos y candidatas en cargos 
de justicia internacional que reúnan los es-
tándares más altos de competencia y expe-
riencia” (PCDHDD, 2019).

El informe “El aprendiz del embrujo” 
(PCDHDD, 2019), elaborado por las platafor-
mas de derechos humanos, dio cuenta de 

cómo el gobierno de Iván Duque manejó un 
doble discurso frente a la implementación 
del AFP y con ello entorpeció en gran medi-
da su puesta en marcha, ya sea a través de 
las objeciones a los proyectos de ley o me-
diante la reinterpretación de los objetivos 
del Acuerdo, como las reformas políticas, 
rural y la atención a las víctimas.

Afortunadamente, ninguna de esas obje-
ciones se tradujo en suspensión de labores 
de los mecanismos del Sistema Integral de 
Paz1 (SIP) y ahora superados los obstáculos 
impuestos por el gobierno anterior y ante la 
posibilidad de nuevos escenarios de nego-
ciación y superación del conflicto armado y 
la violencia propuestos por el gobierno ac-
tual, vale la pena hacer un balance de los 
aciertos, desaciertos y desafíos del SIP de 
cara a los derechos de las víctimas y las ex-
pectativas de la sociedad civil.

La Comisión para el Esclarecimiento de 
la Verdad, la Convivencia y la No Repetición 
(CEV) se configuró como el mecanismo ex-

1	 Se denomina así al Sistema Integral de Verdad 
Justicia, Reparación y Garantías de no repetición 
creado con el Acuerdo Final de paz de la Habana 
(2016).
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trajudicial del sistema, con el objetivo de 
contribuir al esclarecimiento de los hechos 
y causas del conflicto armado. Después de 
poco más de tres años de trabajo y de ha-
ber escuchado un número significativo de 
víctimas y actores del conflicto2, entregó su 
Informe Final el 28 de junio de 2022 en el 
teatro Jorge Eliecer Gaitán. El Informe, com-
puesto por diez tomos se constituye en un 
importante aporte al reconocimiento de las 
víctimas como sujetas de derechos. Ade-
más, visibiliza los repertorios de violencia y 
sus efectos tanto en las víctimas como en la 
sociedad; y formula recomendaciones que 
pueden operar como garantías de no repe-
tición. Durante la presentación del Informe, 
las y los comisionados destacaron que la 
verdad es un bien público y resaltaron la 
necesidad de implementar las 67 recomen-
daciones allí formuladas.

El Informe Final refleja un trabajo de con-
trastación y la intencionalidad de que sus 
hallazgos puedan llegar a muchos sectores, 
lo que se advierte en el uso de un lengua-
je de fácil comprensión y el uso de herra-
mientas multimedia para su difusión. Como 
puntos novedosos frente a otros informes 
de la verdad en el mundo, este informe in-
cluyó tomos específicos sobre el exilio, y las 
violencias en contra de las mujeres, la po-
blación LGTBIQ+ y las comunidades étnicas.

El Informe plantea a la sociedad colom-
biana debates relevantes sobre la crudeza 
de los hechos de violencia y los factores 
que contribuyen a su persistencia. Sin em-
bargo, presenta también algunas ambi-
güedades, como la atribución genérica de 
responsabilidad a la sociedad por su indi-
ferencia, y otras de suma gravedad, como la 
falta de claridad para afirmar que las ejecu-

ciones extrajudiciales cometidas en el pe-
ríodo 2002-2010 no correspondieron a una 
política de Estado. Al respecto, la Comisión 
hizo algunas consideraciones que se alejan 
de la experiencia de victimización con estos 
hechos y la magnitud masiva de estas con-
ductas.

De otra parte, el Informe hace referencia 
explícita a los factores que propiciaron la 
aparición del paramilitarismo, su configura-
ción como una estructura que trasciende lo 
puramente militar, así como a los sectores 
que obtuvieron beneficios de sus acciones, 
evitando, en cierta medida, atribuciones di-
rectas de responsabilidad. En este sentido, 
se comprende que dentro de su mandato 
no se contempla la determinación de res-
ponsabilidades específicas; no obstante, 
se echa de menos una mayor precisión en 
cuanto a la identificación de los sectores 
favorecidos, lo cual es esencial para com-
prender adecuadamente el fenómeno pa-
ramilitar.

Dentro de las recomendaciones inclui-
das en el Informe se encuentran varias 
sobre las cuales las organizaciones de la 
sociedad civil y las víctimas han insisti-
do con vehemencia, y que pasan por una 
nueva visión de seguridad, la lucha contra 
la impunidad, el fortalecimiento de la de-
mocracia, la implementación del AFP y un 
cambio en la política en contra de las dro-
gas. Sin embargo, a pesar de la relevancia 
de estas recomendaciones, no existen rutas 
claras sobre su ejecución; de parte del Go-
bierno Nacional actual existió la intención 
de incluirlas como vinculantes en el Plan 
Nacional de Desarrollo pero dicho artículo 
no fue aprobado en el Congreso de la Re-
pública.

El balance es agridulce, pues si bien 
se cuenta con un Informe en el marco del 
mandato que da cuenta de los orígenes del 
conflicto armado y de los terribles hechos 
que ocurrieron en él, este no ha generado 

2	 Según la CEV se recolectaron alrededor de 15.000 
entrevistas y en total se escucharon alrededor de 
30.000 personas (Comisión de la Verdad, 2022).
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una transformación de la sociedad colom-
biana de cara a la superación del conflicto 
armado, que sigue presente y dificulta la 
valoración de los impactos del Informe. Por 
otro lado, los hallazgos, pese a su dureza, 
no han logrado permear las conciencias y 
narrativas de los defensores de la guerra, ni 
han logrado cambiar la perspectiva social 
que discrimina a las víctimas. Esas deficien-
cias pasan por la complejidad de la reali-
dad social y política del país, pero también 
se ven afectadas por una incapacidad del 
Estado para internalizar el contenido del In-
forme y, sobre todo, para implementar sus 
recomendaciones.

El presidente Gustavo Petro expresó su 
compromiso con el cumplimiento de las re-
comendaciones de la CEV. En el Proyecto de 
Ley del Plan Nacional de Desarrollo (PND) 
se incluyó el artículo 8, que exigía a las en-
tidades públicas acatar dichas recomenda-
ciones. Sin embargo, durante las últimas 
etapas de negociación en el Congreso de la 
República y en el proceso de conciliación 
del proyecto de ley, se aprobó una proposi-
ción de la senadora María Fernanda Cabal 
del partido Centro Democrático para elimi-
nar el artículo 8 del PND; esto ocurrió a pe-
sar de que algunas de las recomendaciones 
ya se encontraban incorporadas en varios 
de los componentes del PND. Frente a esta 
situación, el padre de Roux manifestó que 
“se destituyó a la Comisión de la autoridad 
moral pública como referente en las discu-
siones sobre los cambios indispensables 
para que el conflicto termine (...) se trata de 
aniquilar el porte a la verdad del Informe 
Final de la Comisión que fundamenta las 
recomendaciones” (El Espectador, 2023).

Cumplido un año de la entrega del Infor-
me, el Comité de seguimiento y monitoreo a 
la implementación de las recomendaciones 
de la Comisión para el esclarecimiento de 
la verdad, la Convivencia y la No repetición 
presentó su informe (CSM, 2023), en donde 
destaca que la asimilación de las recomen-

daciones han sido influenciada por dos fac-
tores principales: (i) una creciente actitud 
de cuestionamiento sobre lo que el informe 
ha revelado, debido a una clase política en 
oposición que aún no reconoce su respon-
sabilidad frente al pueblo colombiano y las 
innumerables víctimas del conflicto arma-
do, y (ii) un sentimiento de calma aparente 
que ha relegado las recomendaciones y su 
implementación del diálogo cotidiano que 
deberían ser el foco.

El informe menciona temas como el ya 
referido “hundimiento” del artículo 8 del 
PND que preveía el acogimiento progresivo 
de las recomendaciones, pero en todo caso 
enlista las recomendaciones que sí fueron 
incluidas y otras que quedaron parcialmen-
te incluidas en el PND, entre las que se des-
tacan las relacionadas con: construcción de 
paz, víctimas, democracia, narcotráfico, se-
guridad, paz territorial, población LGTBIQ+  
lo que refleja la voluntad del Gobierno en 
su cumplimiento.

En todo caso, la creación e implementa-
ción de las recomendaciones de la CEV, re-
quiere la formulación de políticas públicas, 
programas y proyectos a nivel local, en par-
ticular, en los planes regionales de desarro-
llo. Es fundamental que todas las entidades 
del Estado trabajen en conjunto para este 
propósito, además de incluir indicadores y 
herramientas que permitan el seguimiento 
y la movilización social de la ciudadanía. 
Es necesario impulsar un instrumento le-
gal que garantice el cumplimiento efectivo 
de las recomendaciones, contribuyendo al 
reconocimiento de los derechos de las víc-
timas y estableciendo garantías de no repe-
tición en el país. La participación activa de 
la sociedad es clave para lograr un proceso 
integral de verdad, justicia y reparación, y 
para impulsar una transformación profun-
da en la sociedad colombiana.

La Unidad de Búsqueda de Personas da-
das por Desaparecidas (UBPD) como me-
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canismo humanitario y extrajudicial del 
Sistema tiene la función de llevar a cabo la-
bores de búsqueda e identificación de por lo 
menos 103.955 personas desaparecidas en el 
marco del conflicto armado (UBPD, 2023). De 
acuerdo con las cifras de la misma entidad, 
a mayo de 2023 la Unidad ha recuperado 811 
cuerpos, 12 personas vivas y ha llevado a ca-
bo 187 entregas dignas (UBPD, 2023).

El trabajo de la Unidad inició con la crea-
ción de un Plan Nacional de Búsqueda en 
el que se construyó una estrategia metodo-
lógica para la búsqueda e incluyó diversas 
estrategias de ubicación de información, 
localización de víctimas, relacionamiento 
con personas y organizaciones buscadoras 
y relaciones con comunidades étnicas par-
tiendo también de la idea de que existen 
ya unos antecedentes de búsqueda en el 
país. Actualmente, la Unidad se encuentra 
en una segunda fase llamada Priorización 
Estratégica y Territorial, en la cual se han 
establecido urgencias en las labores de 
búsqueda.

A pesar de que la Unidad ha llevado a 
cabo una cuidadosa planeación de activi-
dades con la participación de las víctimas, 
esto no se ve reflejado en un avance sig-
nificativo en los cuerpos y/o personas en-
contradas. El panorama de 811 personas 
encontradas en 5 años de trabajo resulta 
desalentador, especialmente si se tiene en 
cuenta la cantidad total de desaparecidos y 
el término de funcionamiento inicialmente 
establecido para la entidad, que es de 20 
años. Entre los desafíos de la entidad, se 
encuentra la articulación con entidades co-
mo la JEP, la Fiscalía General de la Nación y 
el Instituto de Medicina Legal cuyos tiempos 
y alcances, ralentizan el trabajo y prorrogan 
el sufrimiento de las personas que siguen 
buscando a sus familiares desaparecidos.

Para fortalecer su trabajo, es necesario 
implementar una política pública de bús-
queda de personas desaparecidas que ar-

ticule los esfuerzos institucionales, cuente 
con equipos más territorializados, robus-
tezca los planes de búsqueda regional y ga-
rantice la celeridad en los procedimientos 
de identificación de cuerpos. Esta política 
debe involucrar activamente a las personas 
que ya están involucradas en estas labores. 
Además, debe tener la capacidad de supe-
rar las dificultades asociadas con la bús-
queda en territorios periféricos y aquellos 
aún en disputa por grupos armados.

La Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) 
es el mecanismo judicial del Sistema y tiene 
como mandato investigar, juzgar y sancio-
nar los más graves crímenes cometidos en 
el marco del conflicto armado. A la fecha, 
ha dado apertura a diez macrocasos en los 
que por criterios territoriales y de conduc-
tas, se agrupan situaciones de macro cri-
minalidad similares. De esos diez casos se 
encuentran avanzados el caso 001 corres-
pondiente al crimen de secuestro por parte 
de las Farc-EP y el caso 003 correspondien-
te al caso de asesinatos y desapariciones 
forzadas presentadas ilegítimamente como 
bajas en combate por antiguos integrantes 
del Ejército que ya cuentan con resolución 
de conclusiones; es decir, han dado paso a 
la competencia de las Secciones con y sin 
reconocimiento del Tribunal.

Es innegable que, en los dos casos más 
avanzados, decisiones como los autos de 
determinación de hechos y conductas re-
presentan un importante avance cualitati-
vo acerca del conocimiento de las prácticas 
criminales, que han permitido a la Juris-
dicción profundizar en la caracterización 
del fenómeno macrocriminal. En el ca-
so 001, la Jurisdicción ha imputado al se-
cretariado de las Farc-EP la existencia de 
una política criminal de secuestro que se 
extendió entre sus filas. En el caso 003, la 
Jurisdicción ha iniciado el proceso con la 
caracterización del modus operandi, para 
luego construir inductivamente los patro-
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nes y sus modalidades. Se espera que en 
el futuro se logre esclarecer la existencia 
de una política nacional que promovió el 
fenómeno de asesinatos y desapariciones 
forzadas presentados ilegítimamente como 
bajas en combate. El conocimiento público 
de estos avances se ha difundido a través 
de la transmisión de audiencias públicas, 
en las cuales algunos comparecientes han 
reconocido su responsabilidad. También 
campañas comunicativas como “Quién dio 
la orden” han contribuido a fomentar la 
reflexión pública sobre la magnitud de las 
muertes ilegítimamente presentadas como 
bajas en combate.

Sin desconocer estos importantes avan-
ces, a nivel cuantitativo, la Jurisdicción tie-
ne resultados que pueden ser discutibles. 
El modelo de justicia implementado por 
esta entidad sólo toma en consideración 
una muestra representativa de los hechos 
y los responsables, mediante la aplicación 
de criterios de priorización. Para mayor 
ilustración, un ejemplo es el caso 003. La 
Sala de Reconocimiento de Verdad y Res-
ponsabilidad (SRVR) priorizó la región del 
Catatumbo entre aquellas más represen-
tativas del fenómeno criminal. De un uni-
verso provisional de 6.402 víctimas entre 
el 2002 y el 2010, en esta región se prio-
rizaron sólo los hechos que corresponden 
a 120 víctimas atribuibles a dos unidades 
militares y sólo entre los años 2007 y 2008 
(auto 125 de 2021). En lo que respecta a los 
comparecientes, las cifras de sometimiento 
indican que son 3.582 los que han acudido 
a la Jurisdicción. De estos, 177 comparecien-
tes pertenecen a las dos unidades militares 
abordadas en la priorización del Catatum-
bo. Complementariamente, se sometie-
ron cinco terceros civiles, y siete personas 
más fueron llamadas por la SRVR a rendir 
versión voluntaria en calidad de compare-
cientes forzosos. En total, la JEP tiene a su 
disposición a 189 comparecientes de esta 
región, de los cuales sólo once fueron lla-

mados a reconocer responsabilidad como 
máximos responsables. De los restantes, al 
no ser considerados máximos responsa-
bles, 120 fueron remitidos a la Sala de Defi-
nición de Situaciones Jurídicas (SDSJ) para 
que se resuelva su situación jurídica.

Como puede verse a partir de esta ilus-
tración, el modelo de enjuiciamiento de la 
JEP en cabeza de la SRVR se asemeja al de 
una encuesta. De todo el universo de víc-
timas y comparecientes se selecciona una 
pequeña muestra representativa que pro-
porciona un pronóstico del fenómeno cri-
minal y la victimización en su conjunto.

La lógica que guía el procedimiento an-
te la Jurisdicción indica que la investiga-
ción de los fenómenos macrocriminales se 
adelante ante la SRVR, mientras las Salas 
de definición de situaciones jurídicas y de 
amnistía e indulto tienen un carácter más 
“residual”, en el que se resuelve la situa-
ción jurídica de quienes no detentaron la 
máxima responsabilidad en las graves con-
ductas cometidas en el conflicto armado. En 
ese sentido, se tiene que por vía de la Sala 
de amnistía e indulto entran a la Jurisdic-
ción los antiguos combatientes de Farc-EP 
a fin de obtener unos beneficios jurídicos, 
mientras que los antiguos integrantes de 
la Fuerza Pública, los terceros civiles y los 
agentes estatales no integrantes de fuerza 
pública hacen su ingreso a la Jurisdicción 
por vía de la Sala de definición de situacio-
nes jurídicas y ahí inician el proceso para 
obtener los beneficios consagrados en el 
marco jurídico.

Vale decir que a seis años de la pues-
ta en marcha del mecanismo de justicia 
del Acuerdo Final de Paz, los mandatos de 
estas Salas se han ido recomponiendo pa-
ra responder a la realidad que enfrentan, 
superando las formas jurídicas previstas 
inicialmente. Frente a la Sala de amnistía e 
indulto, por ejemplo, pesa un bajo nivel de 
acceso por parte de los excombatientes de 
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Farc-EP, mientras que respecto de la SDSJ 
han variado algunos factores que dieron 
paso incluso a que eventualmente ex para-
militares como Rodrigo Tovar –Jorge 40– y 
Salvatore Mancuso puedan acceder a bene-
ficios a cambio de la información que pue-
dan aportar de cara al recién abierto caso 
008 que busca investigar los graves críme-
nes cometidos por antiguos integrantes del 
Estado en asocio y/o connivencia con gru-
pos paramilitares.

En todo caso, las Salas que inicialmen-
te fueron concebidas como escenarios 
“residuales”, ahora se enfrentan a aspec-
tos complejos en los que también se ven 
relacionados los derechos de las víctimas 
a la verdad, la justicia, la reparación y las 
garantías de no repetición. Sin embargo, no 
parece ser muy claro cuáles son las rutas 
para garantizar la participación en este es-
cenario, especialmente teniendo en cuenta 
que las personas que no sean consideradas 
como máximos responsables seguirán cum-
pliendo sus obligaciones ante el SDSJ.

Este trámite, en el marco de la SDSJ se 
conoce como régimen de condicionalidad y 
se traduce en un complejo sistema de com-
promisos por parte de los comparecientes 
a cambio de incentivos por parte de la Ju-
risdicción. Sin embargo, se observa que la 
cantidad de situaciones que enfrenta la Sa-
la parece exceder su capacidad de gestión, 
lo que resulta en una problemática que 
trasciende a la gestión de los macrocasos 
y que se puede traducir en escenarios de 
impunidad generalizada sobre quienes ya 
se encontraban condenados en la justicia 
ordinaria por crímenes graves. En el mis-
mo estado de ambigüedad se encuentra el 
tema de trabajos, obras y actividades que 
realiza el compareciente para restaurar o 
reparar el daño causado (toars) y meca-
nismos de cumplimiento y verificación de 
las sanciones propias que irá imponiendo 
la JEP a los máximos responsables que re-
conocen su responsabilidad en la primera 

fase del procedimiento. Se ha planteado la 
posibilidad de que estas sanciones se cum-
plan en el marco de las reparaciones colec-
tivas establecidas en la Ley 1448 de 2011; sin 
embargo, aún no se han aclarado ni com-
prometido estos aspectos por parte de la 
institucionalidad.

Otro asunto que ha venido cobrando re-
levancia al interior de la Jurisdicción y que 
tiene un potencial transformador en los de-
rechos de las víctimas tiene que ver con las 
medidas cautelares que en el marco de sus 
funciones ha dictado la JEP a fin de preser-
var ciertos lugares y/o archivos relevantes 
en materia de derechos humanos. La JEP ha 
dictado hasta el momento medidas caute-
lares sobre, por lo menos, 16 zonas del país 
en donde se presume habría disposición 
de cuerpos de personas dadas por desa-
parecidas a fin de preservar estos lugares 
y facilitar las labores de búsqueda. Además, 
ha dictado medidas cautelares sobre los ar-
chivos de inteligencia, contrainteligencia y 
gastos reservados del antiguo DAS y de la 
Brigada XX del Ejército Nacional, y también 
sobre la colección “Voces para transformar 
a Colombia” del Centro Nacional de Memo-
ria Histórica.

A pesar de la naturaleza provisional de 
estas medidas, las mismas han sido bene-
ficiosas tanto para las víctimas como para 
el trabajo que realiza la Jurisdicción. Estas 
medidas han contribuido a transformar las 
condiciones de abandono que han afectado 
históricamente a ciertos territorios, donde 
las víctimas y organizaciones de víctimas 
han denunciado la disposición de cuerpos 
sin que ninguna entidad estatal haya toma-
do medidas adecuadas y proporcionales.

Finalmente, es relevante destacar que 
hasta el momento, el proceso de no reco-
nocimiento se ha activado en algunos po-
cos casos en donde la SRVR ha remitido a 
la Unidad de Investigación y Acusación (UIA) 
la situación de algunos comparecientes que 
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no reconocieron verdad y responsabilidad3. 
A pesar de tener a disposición un nutrido 
equipo de fiscales e investigadores, para 
la investigación de un reducido número de 
comparecientes remitidos por la SRVR, la 
UIA ha avanzado muy lentamente en el ejer-
cicio de sus funciones. Recientemente, luego 
de casi dos años, se informó que fue pre-
sentado el escrito de acusación en contra 
de Luis Fernando Almario, que es relevante 
por ser la primera actuación de este tipo, lo 
cual inaugura el proceso sin reconocimien-
to, también por tratarse de un tercero civil, 
y por tratarse de una macroacusación por 
el delito de lesa humanidad de persecución 
para cegar la vida de 20 políticos en alianza 
con la guerrilla de las Farc. Entre tanto, aún 
están pendientes las acusaciones contra 
los agentes de Estado que no reconocieron 
responsabilidad por los asesinatos y desa-
pariciones forzadas, ilegítimamente presen-
tados como bajas en combate.

Es imprescindible que se solucionen in-
ternamente los cuellos de botella que no 
han permitido a la UIA cumplir con su fun-
ción de acusar a quienes no reconocen res-
ponsabilidad de forma pronta y oportuna.

A grandes rasgos, este balance del fun-
cionamiento del SIP permite evidenciar 
que se han logrado avances en el cumpli-
miento de los mandatos dispuestos sobre 
las entidades y que, sin lugar a dudas ello 
se traduce en aminorar algunas cargas so-
bre las víctimas. Sin embargo, no se puede 
verificar con claridad el impacto que ten-
drán estos avances en la superación del 
conflicto armado. Aunque existe un Infor-
me final de la CEV, la sociedad colombiana 
aún no lo ha asimilado ampliamente y no 
hay claridad sobre la ruta que el gobierno 
actual seguirá para implementar las reco-
mendaciones. Frente a la UBPD, el alcance 
a la búsqueda y sobre todo, de las entre-
gas, ha sido minúsculo frente a la cantidad 
de personas desaparecidas. Y finalmente, 
en cuanto a la JEP, a pesar de mostrarse 
en el debate público unos avances sobre 
las máximas responsabilidades en uno y 
otro bando del conflicto y de la masividad, 
sistematicidad y gravedad de los crímenes 
existe una alta preocupación sobre los es-
tándares de impunidad que se pudieran 
propiciar sobre los crímenes no prioriza-
dos y/o seleccionados.

3 	 La primera remisión a la UIA correspondió a la 
situación de Luis Fernando Almario Rojas en octubre de 
2021. Posteriormente, en el caso 003 se han realizado 
progresivamente varias remisiones de comparecientes 

a la UIA, en el sub-caso caribe se remitieron a Publio 
Hernán Mejía, Juan Carlos Figueroa Suárez y José 
Pastor Ruiz Mahecha, y posteriormente, en el sub-
caso Dabeiba se remitió a José Alberto Amor Páez.

MACRO CASOS EN LA JEP

CASO Presuntos responsables Estado del caso

Caso 01: Secuestro Farc-EP Resolución de conclusiones sobre siete integrantes del último secre-
tariado de las Farc-EP. Auto de determinación de hechos y conductas 
sobre diez integrantes del Comando Conjunto Central.

Caso 02: Situación territorial Ricaurte, Tu-
maco y Barbacoas, Nariño.

Farc-EP y Fuerza Pública Auto de determinación de hechos y conductas sobre 15 integrantes 
la Columna Móvil Mariscal Sucre, la Columna Móvil Daniel Aldana y el 
Frente 29 del Bloque Occidental Alfonso Cano de las extintas Farc-EP.
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RECOMENDACIONES

De las plataformas de derechos 
humanos al Gobierno nacional 

En relación con la política
de PAZ TOTAL: 

1.	 Persistir en el cumplimiento del 
Acuerdo final para la terminación del 
conflicto y la construcción de una paz 
estable y duradera, 2016 (en adelante, 
Acuerdo final de paz). Hacer especial 
énfasis en la Reforma Rural Integral 
(punto 1), que incluye la compra y 
entrega de tierras, la definición de 
beneficiarios y la formalización de la 
tenencia de la tierra, la creación de 
nuevas zonas de reserva campesina 
y la ampliación de los mecanismos 
de participación y veeduría en los 
Programas de Desarrollo con Enfo-
que Territorial (PDET).

2.	 En relación con el punto 1, definir, 
con la participación de la sociedad 
civil, los objetivos y la implementa-
ción del “Sistema para la garantía 
progresiva del derecho a la alimen-
tación” (numeral 1.3.4.) como lo esta-
blece el Acuerdo final de paz, en el 
que se permite el acceso de bienes y 
servicios en las zonas rurales.

3.	 Dar cumplimiento a las disposiciones 
de género establecidas a lo largo del 
Acuerdo final de paz. En particular, la 
sostenibilidad a la Instancia Especial 
de Mujeres con recursos específicos 
para respaldar el trabajo de la socie-
dad civil y del movimiento de mujeres 
en términos de seguimiento y veedu-
ría, en el marco de este mecanismo 
participativo creado por el Acuerdo. 
Mejorar los criterios de priorización 
en todos los puntos del Acuerdo en-
focándose en los que contribuyan a 
reducir las brechas de género.

4.	 Avanzar en la actualización del Plan 
Marco de Implementación de lo acor-
dado (PMI, numeral 6.1.1) asegurando 
que las medidas del Acuerdo de Paz 
se traten de manera integral.

5.	 Implementar de manera efectiva el 
Capítulo Étnico con participación ac-
tiva y vinculante de la Instancia de Al-
to Nivel de pueblos étnicos (numeral 
6.2.3. f).

6	 Aprobar en forma urgente, en el mar-
co de la Comisión Nacional de Ga-
rantías de Seguridad (CNGS, numeral 
3.4.3), la política pública y el plan de 
acción para el desmantelamiento 
de estructuras y conductas respon-
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sables del asesinato de personas 
defensoras de derechos humanos, lí-
deres y lideresas sociales y firmantes 
de paz. Es importante que se incluya 
el presupuesto para su implementa-
ción y un sistema de indicadores me-
dibles y cuantificables que permitan 
evaluar el impacto y la eficacia de la 
implementación con el fin de fortale-
cer la prevención y protección de las 
personas y comunidades objeto de la 
política

7.	 Mantener y fortalecer el diálogo y la 
participación de las comunidades en 
los territorios más afectados por el 
conflicto armado y por la violencia 
en la implementación del Acuerdo 
final de paz. Urge abordar, median-
te una presencia integral del Estado, 
la violencia y la inseguridad en las 
zonas más afectadas por el conflicto 
armado. Esa presencia necesita estar 
articulada con los entes territoriales 
y con las comunidades y procesos 
organizativos.

8.	 Avanzar en y mejorar la articulación 
entre varias políticas: de paz total, de 
desmantelamiento de estructuras y 
conductas criminales, de seguridad, 
defensa y convivencia ciudadana y la 
política de derechos humanos, con 
el fin de garantizar que no se repita 
la violencia contra la población civil, 
en especial, contra los grupos más 
vulnerables. Se trata de asegurar su 
protección y garantizar sus derechos. 

9.	 Hacer que las propuestas para some-
ter a la justicia a estructuras armadas 
criminales contemplen plenas garan-
tías de verdad, justicia, reparación y 
no repetición para las víctimas. Esto 
implica establecer estándares riguro-
sos y suficientes en materia del apor-
te a la verdad por parte de los actores 
armados. De esa manera, se contri-

buirá a desmantelar todo el comple-
jo criminal, incluidas las estructuras 
militares y las relaciones con actores 
políticos y económicos que operan 
bajo un manto de legalidad.

10.	 Exigir a las organizaciones arma-
das con voluntad de acercamiento 
que cesen totalmente las agresiones 
contra la población civil, incluido el 
reclutamiento de niñas y niños, el 
confinamiento de comunidades y 
otras violaciones a los derechos hu-
manos y al Derecho Internacional Hu-
manitario. Exigirlo en el contexto de 
los acercamientos, conversaciones y 
negociaciones de carácter político y 
jurídico y en el de la implementación 
de los ceses del fuego. Además, que 
esas organizaciones lo hagan yen-
do más allá del cese de hostilidades 
pactado entre actores armados. 

11.	 La protección de los liderazgos socia-
les debe ser una de las prioridades 
en los actuales esfuerzos de conse-
cución de paz, en la implementación 
de los ceses del fuego y en la parti-
cipación de la sociedad en esos es-
fuerzos. 

12.	 Tener presentes tres elementos en 
relación con el Comité Nacional de 
Participación creado en el contex-
to de la negociación con el ELN para 
diseñar la metodología de la parti-
cipación ciudadana: primero, que se 
establezcan en su plan de trabajo 
protocolos de reacción individual y 
colectiva, cuya importancia está en 
función de las situaciones de riesgo 
que puedan afectar la participación 
de la sociedad civil. Segundo, que la 
metodología que se apruebe garanti-
ce la autonomía del Comité. 

	 Tercero, destinar un presupuesto que 
garantice la efectividad de la partici-
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pación de la sociedad civil y de sus 
organizaciones, incluidas las y los 
colombianos que viven en el exterior; 
ese presupuesto deberá abarcar la 
realización de las consultas locales, 
regionales y macrorregionales, y la 
materialización de los enfoques de 
género, étnico, territorial, de diversi-
dad y de discapacidad. Es necesario 
que la agenda de las mujeres tenga 
relevancia en todo el proceso de ne-
gociación para lograr impactos inme-
diatos en la reducción de acciones 
armadas y en la eliminación de toda 
forma de violencia que afecte la vida 
de las mujeres.

13.	 Concretar la visión de seguridad hu-
mana, es crucial para desmilitarizar 
y reducir el impacto armado provo-
cado por las fuerzas estatales en las 
comunidades y poblaciones. Esto in-
cluye generar espacios de discusión 
sobre temáticas como el presupues-
to militar y la regulación de las armas 
de menor letalidad.

14.	 Avanzar en la nueva política de dro-
gas en Colombia, con el objetivo de 
reducir las vulnerabilidades aso-
ciadas con la producción y el uso 
de sustancias psicoactivas y con las 
capacidades de las organizaciones 
multicrimen. Esto implica: cumplir 
con los acuerdos ya establecidos con 
los cultivadores, con la transforma-
ción en los territorios en materia de 
garantía de derechos y acceso a bie-
nes y servicios, de cuidado integral 
de la familia, personas y comunida-
des, en materia de paz total y segu-
ridad humana y de regulación justa, 
entre otros aspectos. 

15.	 Los ceses al fuego acordados entre 
el Gobierno nacional y actores arma-
dos, aunque importantes, han sido 
una medida insuficiente, pues, no 

detiene las confrontaciones entre ac-
tores ilegales. Por ello, es vital avan-
zar en el cese multilateral al fuego y 
de hostilidades contra la población 
civil; generar los protocolos necesa-
rios para la verificación y habilitar 
espacios para que las organizaciones 
sociales puedan hacer veeduría a es-
tos procesos. 

16.	 Generar dinámicas pedagógicas en 
los territorios sobre el tema del cese 
al fuego con el ELN, con el fin de que 
las organizaciones y procesos que 
deseen participar en las Veedurías 
sociales y en los Mecanismos huma-
nitarios de protección puedan hacer-
lo con garantías de seguridad.

17.	 Reconocer las agendas humanitarias 
construidas en los procesos territo-
riales e incluirlas en los protocolos y 
como alivios humanitarios urgentes; 
desarrollar con prontitud las Regio-
nes de paz, los Diálogos regionales y 
las Misiones de paz. También, definir 
quiénes serán las y los comisionados 
regionales de paz, teniendo en cuen-
ta los criterios propuestos por secto-
res sociales. 

18.	 Adoptar, en las funciones de los mi-
nisterios y de otras entidades del Es-
tado, como un elemento importante 
en sus accionar, las recomendacio-
nes del informe de la Comisión para 
el Esclarecimiento de la Verdad. Pro-
mover su divulgación y la apropiación 
social de dichas recomendaciones, 
su territorialización en entidades 
descentralizadas como departamen-
tos y municipios.

Para fortalecer la democracia: 

1.	 Priorizar el relacionamiento y alian-
za con los movimientos sociales, te-
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niéndolos como pilares del nuevo 
acuerdo nacional, del impulso de las 
reformas y de la implementación de 
las medidas para el cambio. 

2.	 Avanzar de manera decidida en ga-
rantizar la participación ciudadana 
mediante: i. el fortalecimiento de or-
ganizaciones y movimientos sociales. 
ii. La provisión de garantías en el ejer-
cicio de los derechos a la informa-
ción, a la réplica y a la rectificación, 
para movimientos y organizaciones 
sociales. iii. La provisión de garan-
tías para la participación ciudadana 
en y con medios de comunicación 
comunitarios, alternativos, popula-
res, institucionales y regionales. iv. 
La provisión de garantías de parti-
cipación ciudadana para promover 
la reconciliación, la convivencia y la 
tolerancia. v. La provisión de garan-
tías de participación ciudadana pa-
ra la planeación y presupuestación 
participativa. vi. La provisión de ga-
rantías para el ejercicio de veeduría 
y control social a las autoridades pú-
blicas locales, departamentales, dis-
tritales y nacionales. vii. La provisión 
de garantías para la movilización y 
la protesta social y la armonización 
normativa para garantizar el derecho 
a la libertad de asociación, protesta 
y movilización social, y, viii. Mediante 
mecanismos de seguimiento e inter-
locución con el Estado: prevención, 
mecanismos de atención temprana 
de necesidades y demandas sociales 
y cumplimiento de acuerdos.

3.	 Priorizar la lucha contra la corrup-
ción en la agenda de gestión ejecu-
tando medidas concretas en relación 
con: acceso público y eficaz a infor-
mación de contratación pública, for-
talecimiento del sistema nacional de 
veedurías sociales y ciudadanas y un 

programa de formación de transpa-
rencia de la gestión pública.

4.	 Retomar las iniciativas legislativas y 
de gestión pública contempladas en 
los siete puntos del Referendo contra 
la corrupción, para lograr su aproba-
ción e implementación.

5.	 Hacer una discusión pública sobre 
la necesidad de una reforma a la 
estructura de los cuerpos armados 
del Estado, abordando temas como 
la formación y el profesionalismo, 
la doctrina, el modelo jerárquico, la 
función disciplinaria interna y las 
competencias de su fuero penal es-
pecial. Consideramos necesario que 
la transformación de la Fuerza Públi-
ca vaya más allá del fortalecimiento 
de su legitimidad y de su formación 
en derechos humanos. 

6.	 Superar los escenarios de autorre-
forma de la Policía. Conseguir que 
esta entidad cuestione la autonomía 
reglamentaria en asuntos tan sensi-
bles como la regulación del uso de la 
fuerza y promueva un debate público 
en el que se analicen, en forma críti-
ca, las acciones del gobierno anterior 
en relación con la transformación po-
licial, tales como la Ley de seguridad 
ciudadana, el estatuto disciplinario y 
la creación del grado de patrullero. 

7.	 Cumplir el compromiso de una po-
licía civil para la vida y la seguridad 
humana, la reubicación de la Policía 
bajo el mando de un ministerio civil, 
el desmonte del Escuadrón Móvil An-
tidisturbios (Esmad) o de la llamada 
Unidad Nacional de Diálogo y Man-
tenimiento del Orden (UNDMO). Una 
promesa de campaña del actual go-
bierno fue el desmonte del Esmad y 
debe cumplirse.
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8.	 Proteger y promover las libertades 
de prensa y de expresión, aseguran-
do que los y las periodistas y medios 
de comunicación puedan operar sin 
temor a represalias. Avanzar en ga-
rantías para fortalecer medios de 
comunicación alternativos, comuni-
tarios y populares.

9.	 Desarrollar, por parte del Ministerio 
de tecnologías de la información y 
comunicaciones de Colombia, me-
didas tendientes a regular el uso de 
redes sociales utilizadas para la difu-
sión de información falsa.

10.	Desarrollar, por parte del Ministerio 
de Relaciones Exteriores, un pro-
cedimiento de postulación de los 
nombramientos de titulares para los 
procedimientos especiales y para ór-
ganos de tratados en el Sistema de 
Naciones Unidas. También, proveer 
candidaturas a cargos en la Corte y 
la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos y en otros tribunales. 
Garantizar que el proceso resultante 
sea público, transparente, contem-
ple criterios de diversidad y paridad, 
experiencia e idoneidad e involucre 
consultas con organizaciones de la 
sociedad civil, con el propósito de 
designar candidatos y candidatas 
para cargos de justicia internacional 
que reúnan los estándares más altos 
de competencia y experiencia.

11.	 Fomentar la participación activa y 
efectiva de la ciudadanía en la toma 
de decisiones políticas facilitando las 
consultas populares, los referendos, 
la consulta previa y otros mecanis-
mos de participación directa. 

12.	 Fortalecer los mecanismos efectivos 
de rendición de cuentas de los fun-
cionarios públicos y de las entidades 
públicas de todas las naturalezas. In-

cluir en ellos, investigaciones impar-
ciales sobre actos de corrupción.

13.	 Avanzar en la expedición del proyec-
to de Ley Estatutaria para garantizar 
el derecho a la participación y a la 
protesta social, según lo establecido 
en el Acuerdo de Paz de 2016.

En materia de garantía de los derechos 
humanos:

1.	 Tomar decisiones políticas y adminis-
trativas de inversión social, en las que 
se incluya un manejo presupuestal 
por resultados, de manera que se ga-
rantice el uso de los máximos recursos 
disponibles para la garantía de los de-
rechos. Hacerlo de manera ordenada, 
en forma que impacte la vida de los 
sectores sociales con más necesida-
des sin satisfacer. Acelerar la ejecu-
ción de recursos públicos disponibles 
para garantizar el bienestar general y 
la calidad de vida de la población. 

	 Se trata de priorizar el gasto público 
social tal y como lo ordenan la Cons-
titución en sus artículos 350 y 366 y 
sentencias de la Corte Constitucional 
que han definido que el gasto públi-
co social es una designación presu-
puestal forzosa y que tiene prioridad 
sobre cualquier otra asignación. 

2.	 Revisar rigideces legales y constitu-
cionales del Presupuesto General 
de la Nación, en función del avance 
progresivo de derechos de la pobla-
ción empobrecida. Incluir en esta re-
visión los presupuestos sectoriales 
que han mostrado ser ineficientes, 
como los de seguridad o justicia, 
además, del Sistema de regalías. Es-
tos recursos podrían reorientarse en 
términos técnicos hacia objetivos de 
mayor impacto social y de supera-
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ción de brechas socioeconómicas o 
fortalecimiento real de sectores. 

3.	 Poner pronto en funcionamiento el 
Ministerio de la Igualdad, junto con 
sus respectivos viceministerios espe-
cializados, en tanto su existencia se 
orienta a que haya una instituciona-
lidad que garantice la atención y la 
promoción de los derechos de los 
grupos de población vulnerables y 
excluidos, históricamente. Para eso, 
construir planes de acción con in-
dicadores de impacto en la trans-
formación de la vida de las y los 
colombianos. Lo anterior requiere 
de una lectura, aún pendiente, so-
bre varios aspectos: el alcance de la 
igualdad, la materialización del Esta-
tuto de la Igualdad y la ejecución de 
planes, programas y proyectos que 
tengan un efecto inmediato. De esa 
manera, pueden encontrarse mayo-
res grados de legitimidad entre las 
poblaciones más excluidas. Asignar 
el presupuesto a cada una de las en-
tidades competentes, de manera que 
la normatividad y las políticas pue-
dan actuar en favor de la igualdad de 
género y del avance en la disminu-
ción de las brechas de desigualdad. 

4.	 Impulsar el mecanismo articulador 
de prevención de violencias basadas 
en género y fortalecer la respuesta 
de las Comisarías de Familia en todo 
el país, para disminuir los elevados 
índices de violencia contra las muje-
res, en especial, en las regiones más 
alejadas del país. 

5.	 Implementar políticas públicas di-
rigidas a promover los derechos de 
mujeres, personas LGBTIQ+ y jóvenes. 
Además, formular, con la participa-
ción de la sociedad civil, las políticas 
enunciadas en el articulado del Plan 
Nacional del Desarrollo, para afron-

tar las necesidades específicas de 
grupos históricamente vulnerados y 
las brechas de desigualdad estable-
cidas en el territorio nacional. 

6.	 Diseñar e implementar acciones en 
torno al desarrollo de una política 
exterior feminista. En esas labores, 
adoptar un enfoque inclusivo y cen-
trado en la igualdad de género en 
las relaciones internacionales y en la 
cooperación global, de manera que se 
considere el impacto diferenciado en 
mujeres y personas LGBTIQ+, así como 
en otros grupos marginados, a par-
tir de una perspectiva interseccional. 
Establecer indicadores para medir el 
progreso en la ejecución de la política 
exterior feminista y ajustar las estrate-
gias, según sea necesario. De la misma 
manera, promover la representación 
equitativa de mujeres en roles diplo-
máticos y de liderazgo en las misiones 
internacionales, de manera que se im-
pulse la diversidad de perspectivas en 
la toma de decisiones.

7.	 Mantener el apoyo a programas de 
reparación para las víctimas del con-
flicto armado asegurando su parti-
cipación activa en los procesos de 
reconciliación y justicia transicional 
y en la promoción de espacios de 
diálogo y reconciliación en comu-
nidades afectadas por el conflicto. 
También, fomentando la construc-
ción de confianza y la resolución pa-
cífica de conflictos.

8.	 Avanzar en la concertación de la Polí-
tica Pública Integral de Garantías pa-
ra personas defensoras de derechos 
humanos y liderazgos sociales y de la 
armonización de la política pública 
de prevención y protección. 

9.	 Impulsar la implementación comple-
ta del Plan de Emergencia para la pro-
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tección a personas líderes sociales, 
defensoras de derechos humanos y 
firmantes de la paz y la articulación 
efectiva de distintas instancias del 
Estado en los ámbitos local, regio-
nal y nacional. Fortalecer el Proceso 
Nacional de Garantías y las Mesas 
Territoriales de Garantías, igual que 
avanzar en su formalización. 

10.	 Impulsar el Llamamiento de las Orga-
nizaciones de la Sociedad Civil sobre 
el modelo de protección en Colom-
bia. En ese llamamiento, se propuso 
conformar,

“un sistema nacional de prevención y 
protección estatal civilista, de carácter 
progresivo, de construcción participativa 
y vinculante, que incorpore mecanismos 
de control y veeduría social; que avance 
hacia un nuevo modelo de protección 
colectiva, sinérgico; que trascienda la 
prevención más allá del riesgo inmedia-
to; que incorpore [en] forma efectiva los 
enfoques diferenciales, étnico, de géne-
ro, feminista, territorial e intersectorial; 
que redefina el papel de la Fuerza Públi-
ca y garantice un rol activo de los órga-
nos de investigación y control y [que] se 
enfoque en la desactivación de la causas 
estructurales generadoras de la violencia 
selectiva y sociopolítica contra personas 
defensoras y lideresas, periodistas y fir-
mantes de paz”. 

11.	 Agilizar la aplicación de las medi-
das para atacar el hambre en el 
corto plazo, pues, la superación de 
la pobreza, de la desigualdad y de 
la segregación socioespacial deben 
ser la prioridad de la política públi-
ca nacional. Se habla de medidas 
como el Programa hambre cero, la 
transferencia monetaria que lleva el 
mismo nombre y la implementación 
de las Zonas de Recuperación Nutri-
cional con sistemas de monitoreo; 
también, la rendición de cuentas y el 
control social. Además, implemen-

tar, con rapidez y eficacia, el Sistema 
de Garantía Progresiva del Derecho 
Humano a la Alimentación (SGPDHA) 
y la política pública de garantía del 
derecho a la alimentación y lucha 
contra el hambre, consagradas en el 
artículo 216 del Plan Nacional de De-
sarrollo.

12.	 Reconocer a la ciudadanía y a las 
organizaciones sociales como pro-
tagonistas en la implementación de 
los sistemas agroalimentarios en las 
27 zonas de recuperación alimentaria 
anunciadas por el Gobierno nacional 
en cabeza del Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar. Incluir en ese 
protagonismo, su actuación en el sis-
tema de seguimiento. 

13.	 Continuar el trámite de una reforma 
laboral que avance en los derechos 
laborares en el país, de manera que 
se garanticen el diálogo social y la 
democracia en las relaciones labo-
rales, así como la estabilidad en los 
contratos y la formalización en sec-
tores de trabajadores siempre exclui-
dos del mundo del trabajo que hoy 
no cuentan con derechos en cuanto 
tales o que no se les aplican en la 
práctica, debido a la intermediación 
laboral ilegal.

14.	 Cumplir con las recomendaciones 
internacionales de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), de la 
Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económicos (OCDE), del 
Plan de Acción Laboral con Estados 
Unidos y de los acuerdos con Cana-
dá y la Unión Europea sobre libertad 
sindical, fortalecimiento a la inspec-
ción laboral y eliminación de la inter-
mediación laboral.

15.	 Implementar con eficacia el Plan Na-
cional de Desarrollo.
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16.	 Vincular a las comunidades con me-
canismos en clave de derechos hu-
manos en materia de las medidas de 
cambio climático. Específicamente, 
las de reconversión de la matriz ener-
gética y de consideración del agua 
como eje del ordenamiento territo-
rial. Hacerlo de esa manera permitirá 
superar inequidades y proporcionar 
a las comunidades mecanismos de 
participación y decisión. Es útil tener 
una igual consideración con respecto 
a los beneficios económicos y obser-
varlos a partir de enfoques ambien-
tales y redistributivos.

17.	 Avanzar en la declaración de consti-
tucionalidad del Acuerdo de Escazú, 
pues, aunque el proceso de su ratifi-
cación concluyó de manera satisfac-
toria en el Congreso de la República, 
aún no se ha completado la revisión 
en la Corte Constitucional. Esto es 
crucial para el país.

18.	 Articular la reglamentación del Acuer-
do de Escazú con los avances norma-
tivos ya existentes en relación con el 
acceso a la información, el fortaleci-
miento de la participación ciudadana, 
la transparencia en las políticas pú-
blicas ambientales del ámbito nacio-
nal, y por supuesto, con las garantías 
de seguridad para los liderazgos am-
bientales.

19.	 Definir enfoques para resolver las 
tensiones vigentes en materia de la 
toma de decisiones ambientales de 
parte de las poblaciones en sus res-
pectivos territorios. Estos enfoque 
aún no se vislumbran, si bien en las 
bases del Plan Nacional de Desarro-
llo se estableció la intención de for-
talecer el poder para la gente en esa 
toma de decisiones al reconocer las 
interconexiones ecológicas y cultu-
rales que entrelazan las zonas urba-

nas y rurales y al respetar tanto las 
consultas populares, como las con-
sultas previas, libres e informadas.

	 Las tensiones se han originado siem-
pre, entre otras causas, en la falta de 
mecanismos de coordinación efecti-
va entre las necesidades y decisiones 
del ámbito municipal y las directrices 
delineadas por los gobiernos nacio-
nales. Dicha carencia es evidente en 
el actual déficit, inadmisible en tér-
minos constitucionales, en lo concer-
niente a la participación ciudadana 
en cuestiones ambientales.

	 En este contexto, mientras el desa-
rrollo local sigue una dirección es-
pecífica, las normativas que rigen la 
promoción de actividades extractivas 
han impuesto determinaciones en 
contradicción con los sentimientos y 
perspectivas de las comunidades en 
sus territorios. Estas decisiones care-
cen de salvaguardias para asegurar 
una participación efectiva, ya sea di-
recta o indirecta.

20.	Actualizar el ordenamiento ambien-
tal del país, culminar los procesos 
de delimitación de las áreas impor-
tantes en términos ambientales y 
establecer planes de manejo que 
aseguren su recuperación y protec-
ción. Articular todo ello con la inclu-
sión de las comunidades que habitan 
los territorios específicos, en lo refe-
rente a la construcción y ejecución 
de las estrategias necesarias.

21.	 Respaldar la gestión comunitaria del 
agua como parte integral del ordena-
miento ambiental. Se requiere que 
ese respaldo se dé reconociendo en 
estas formas de gestión su vínculo es-
trecho con los Derechos Económicos, 
Sociales, Culturales y Ambientales 
(DESCA) y con las prácticas solidarias, 
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características de las organizaciones 
comunitarias. Tal reconocimiento ga-
rantizará su autonomía.

Recomendaciones
de las plataformas de derechos 
humanos al Congreso
de la República

1.	 Dar trámite efectivo, informado y pú-
blico a reformas sociales e iniciativas 
legislativas que busquen el avance de 
los derechos civiles, políticos, econó-
micos, sociales, culturales y ambien-
tales en el país. Por ningún motivo, 
Colombia puede aprobar iniciativas 
legislativas que vayan en contravía 
de los convenios internacionales 
de derechos humanos ratificados. U 
otras que hagan retroceder al país en 
la garantía de derechos.

2.	 Viabilizar las iniciativas legislativas 
necesarias para implementar, en for-
ma efectiva e integral, el Acuerdo Fi-
nal de paz.

3.	 Priorizar en la agenda legislativa la 
discusión de iniciativas legislativas 
que busquen avanzar en la construc-
ción de la Paz total.

4.	 Avanzar de manera decidida, superan-
do diferencias e intereses partidistas, 
en la implementación de reformas e 
iniciativas legislativas que cumplan 
con las recomendaciones de la Misión 
Electoral Especial (MEE). 

5.	 Implementar, de manera perma-
nente, un sistema de participación 
efectiva de la ciudadanía en la for-
mulación y discusión de iniciativas 
legislativas.

6.	 Avanzar con celeridad, tanto en el 
período legislativo actual, como en 
las dos vigencias futuras, con res-
pecto a la aprobación de proyectos 
de ley relacionados en forma estre-
cha con los compromisos que asu-
mieron las y los congresistas con el 
electorado.

7.	 Utilizar su labor de control político 
para hacer seguimiento y monito-
reo a la implementación de las leyes 
y al cumplimiento de las funciones 
que tienen los entes del Estado para 
avanzar en materia de derechos hu-
manos y desarrollo social.

8.	 Recoger e implementar las recomen-
daciones del informe de la Comisión 
para el Esclarecimiento de la Verdad 
que competan al Congreso de la Re-
pública. 

9.	 Honrar los compromisos territoria-
les. Esto se recomienda tanto a los 
representantes a la Cámara, como a 
los senadores, por su circunscripción 
nacional. Eso permitirá liderar leyes 
y propuestas legislativas que conso-
liden la paz y la justicia social en los 
territorios.

10.	Hacer control político objetivo a la 
implementación del Plan Nacional 
de Desarrollo.

11.	 Impulsar una reforma integral del 
sistema de justicia para garantizar 
una administración independiente 
de la rama, accesible y equitativa pa-
ra toda la ciudadanía. Este impulso 
necesita ir junto al fortalecimiento 
de la capacidad de investigación y 
sanción de actos de corrupción en el 
sistema judicial.
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4.	 Despolitizar, por entero, el ejercicio 
de sus funciones y limitar su rela-
cionamiento con los integrantes del 
Congreso de la República a la interlo-
cución que sus despachos adelanten 
con las mesas directivas de las comi-
siones y plenarias del órgano legis-
lativo. Asimismo, que sus relaciones 
con los partidos políticos sea la mis-
ma que con cualquier otro particular, 
sin que haya ningún tipo de prefe-
rencias o relaciones especiales.

5.	 Participar en forma constructiva en 
los espacios de articulación estatal 
para la construcción de la política cri-
minal del Estado. En particular, en el 
Consejo Superior de Política Criminal y 
en la Comisión Nacional de Garantías 
de Seguridad. Amplificar al máximo el 
mandato de colaboración armónica y 
evitar impedimentos en la articulación 
con las demás entidades públicas.

6.	 Privilegiar la garantía de los derechos 
humanos reconocidos convencional-
mente, en lugar de insistir en defen-
der una institucionalidad cuyo diseño 
desconoce garantías fundamentales. 
En concreto, apoyar una reforma de 
los organismos de control, orientada 
a que se garanticen la independencia 
y la autonomía frente al Poder Ejecuti-
vo y a que se respeten las competen-
cias constitucionales y convencionales 
asignadas a las autoridades judiciales 
en materia de la investigación y san-
ción de servidores de elección popular.

7.	 Reconocer el carácter sistemático de 
la violencia contra personas defen-
soras de derechos humanos, líderes 
y lideresas sociales, firmantes de paz 
y comunidades históricamente margi-
nadas. El fin de ese reconocimiento es 
trazar rutas de investigación en térmi-
nos de macrocriminalidad, ir más allá 
de perseguir a los ejecutores materia-

Recomendaciones
de las plataformas de derechos 
humanos a los organismos
de investigación y control,
en general

1.	 Articular de manera armónica sus 
esfuerzos investigativos con el fin de 
conducir el poder sancionador del 
Estado hacia actores de los entrama-
dos criminales que sostienen, econó-
mica y políticamente, las estructuras 
armadas. Esto incluye el despliegue 
de proyectos de investigación que 
tengan como principal objeto identi-
ficar a los actores que, en la legali-
dad, agreden a la población civil.

2.	 Facilitar, en el ejercicio de sus com-
petencias constitucionales, el acer-
camiento, el diálogo y la negociación 
entre el Gobierno y las organizaciones 
armadas. Esto exige una actitud cons-
tructiva ante las propuestas que pre-
sente el Poder Ejecutivo orientadas 
a materializar la negociación y el so-
metimiento de estructuras armadas. 
Exige, también, estar en disposición 
de colaborar, en armonía con las so-
licitudes que provengan del Gobierno 
y manteniendo la independencia de 
poderes.

3.	 Construir, en conjunto con las víctimas 
del conflicto armado, estrategias fuer-
tes y duraderas de investigación sobre 
máximos responsables de graves vul-
neraciones a los derechos humanos. 
En particular, sobre los señalamientos 
contra terceros y agentes del Estado 
hechos por exintegrantes de las orga-
nizaciones armadas. Por ejemplo, las 
compulsas de copias derivadas de los 
procesos de los tribunales de Justicia 
y Paz y las recientes declaraciones en 
la Jurisdicción Especial de Paz.
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les y concentrarse en el entramado de 
intereses que se benefician con estas 
agresiones.

8.	 A la Unidad Especial de Investiga-
ción de la Fiscalía General se le reco-
mienda, presentar informes sobre los 
avances en las investigaciones de los 
ataques contra exmiembros de las 
Farc-EP, de homicidios contra líderes 
y lideresas y de masacres; además, 
presentar un plan de acción para for-
talecer las investigaciones y contri-
buir con el desmantelamiento de las 
organizaciones criminales, conforme 
a las órdenes de la JEP.

9.	 Adoptar una directiva para abordar 
las violencias por prejuicio y las vio-
lencias fundadas en la orientación 
sexual o la identidad de género. Se 
requiere que esa directiva brinde li-
neamientos claros y coherentes para 
abordar estas problemáticas y ga-
rantizar la seguridad y el bienestar 
de todas las personas, sin que eso 
dependa de su orientación sexual o 
su identidad de género.

Recomendaciones
de las plataformas de derechos 
humanos a la Procuraduría
General de la Nación

1.	 Reforzar la supervisión ética y disci-
plinaria de los funcionarios públicos 
promoviendo altos estándares de 
conducta y sancionando de manera 
efectiva las faltas éticas y el abuso de 
poder.

2.	 Asegurar un papel activo en la pro-
tección y promoción de los derechos 
humanos interviniendo en casos en 
los que estén en riesgo los derechos 
fundamentales.

3.	 Fomentar la participación ciudadana 
en los procesos de control y vigilan-
cia adelantados por la Procuraduría, 
de manera que la ciudadanía pueda 
presentar denuncias y a ella se le in-
forme sobre las investigaciones que 
están en curso.

Recomendaciones
de las plataformas de derechos 
humanos a la Contraloría
General de la República

1.	 Adelantar auditorías rigurosas y pe-
riódicas en las entidades públicas 
para garantizar el uso eficiente y 
transparente de los recursos públi-
cos. Además, prevenir la corrupción, 
así como establecer mecanismos de 
seguimiento a proyectos de inversión 
y obras públicas, de manera que se 
cumplan los plazos, presupuestos y 
estándares de calidad.

2.	 Promover la transparencia en los 
procesos de contratación pública fa-
cilitando el acceso a la información 
sobre licitaciones, adjudicaciones y 
ejecución de contratos.

3.	 Invertir en la formación y capacita-
ción del personal de la Contraloría 
para asegurar un conocimiento sóli-
do de las normativas y procedimien-
tos de control.

Recomendaciones
de las plataformas de derechos 
humanos a la Defensoría
del Pueblo

1.	 Hacer mayor seguimiento a las reco-
mendaciones de las alertas tempranas.

2.	 Ampliar la participación de las orga-
nizaciones sociales en la construcción 
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de las alertas tempranas e invitarlas a 
la socialización de las mismas.

3.	 Fortalecer los equipos de alertas 
tempranas en los territorios.

Recomendaciones
de las plataformas de derechos
humanos a los movimientos
sociales

1.	 Mantener y fortalecer la movilización 
alrededor de las salidas negociadas 
al conflicto armado y social en los 
territorios. Alcanzar la paz es un re-
quisito estructural para superar la 
exclusión, la precariedad de la de-
mocracia y la violencia en que han 
vivido millones de personas en am-
plias regiones del país.

2.	 Fortalecer y ampliar las veedurías ciu-
dadanas para monitorear los fondos 
asignados al desarrollo de programas 
estratégicos de transformación, como 
el fondo para la paz; también, hacer 
seguimiento al sistema de monitoreo 
para el cumplimiento de los acuerdos 
de paz y para denunciar las prácticas 
clientelistas y de corrupción arraiga-

das en los procesos de contratación, 
asignación de recursos y destinata-
rios.

3.	 Activar mecanismos de articulación 
entre procesos sociales territoriales 
y de orden nacional. Participar en es-
pacios institucionales y autónomos 
de consulta para contribuir a ejecu-
tar programas y políticas públicas, 
formulados en el Plan Nacional de 
Desarrollo. Avanzar hacia una mayor 
comprensión del funcionamiento del 
Estado y el Gobierno nacional y local 
y su interacción con la sociedad. 

4.	 Continuar alimentando la esperanza 
de alcanzar un país en paz, incluyen-
te y democrático, en conjunto con 
exigir cambios institucionales, políti-
cos, económicos y sociales, de mane-
ra permanente. 

5.	 Fortalecer liderazgos colectivos, in-
cluyentes y transparentes en nues-
tras organizaciones y redes.

6.	 Continuar y fortalecer los procesos 
de construcción de paz, defensa y 
promoción de los derechos humanos 
y exigencia en la profundización de la 
democracia. 



Notas






